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sito es refular y desvanecer solemnemente las razones que el en¬ 
cargado pontificio, en su última nota para pedir los pasapor¬ 
tes, manifestó haber puesto al Santo Padre en la dur^ necesi¬ 
dad de mandarle retirarse. La salida de España del represen¬ 
tante de Su Santidad, no solo es considerada, y por cierto muy 
justamente, como gravísima en las primeras lineas del despa¬ 
cho, sino que también se la califica de no merecida en manera 
alguna , y de completamente inesperada por el gobierno español 

Encomiase, por tanto, con los mas vivos lamentos la tris¬ 
te impresión y honda sorpresa que le ha ocasionado: impresión 
y sorpresa, añade, que ha debido serle tanto mas triste y pro¬ 
funda, cuanto mas cierto se halla en su conciencia de haber 
ofrecido á la Santa Sede cuantos testimonios de adhesión y amis¬ 
tad son compatibles con los altos intereses políticos que le están 
confiados. Al anunciar los motivos de la espresada determina¬ 
ción, que el encargado pontificio manifestaba en su nota, se 
los tacha de infundados é insubsistentes, ó por mejor decir, 
se los representa como gratuitas ó injustas suposiciones, espo- 
niéndose juntamente con calumniosísimas palabras la enorme 
ofensa y Qslrcma amargura que habían causado al gobierno. 

Con este prólogo trata el señor ministro de Estado de S. M. 
de justificar la qonducta del gobierno español para con la San¬ 
ta Sede, no vacilando en apelar al fallo imparcial de las na¬ 
ciones católicas. 

Por mas que-la Santa Sede sepa que el documento de que 
se trata, ha sido ya debidamente apreciado por todos cuantos 
saben imparcial ó ilustradamente estimar lo justo y verdade¬ 
ro; por mas que no ignore la sensación que ha producido en¬ 
tre los buchos y sinceros católicos, sensación que por sí sola 
justificaría ya el silencio; con todo, por respeto á su digni. 
dad, que no puede menos de mirar con sumo celo, por respeto 
á su decoro y por su lealtad jamas desmentida, se cree en 
el deber y en la necesidad de responder, á fin de poner un 



correctivo á los viciosos razonamientos en que abunda, de es¬ 
clarecer y rectificar los hechos que se encuentran en él singu¬ 
larmente desfigurados, añadiendo y dando á pública luz algunos 
otros que aparecen omitidos con sobrada indiferencia. 

Ni al principio ni en otro lugar de su respuesta presenta¬ 
rá la Santa Sede observaciones ni cargos de naturaleza tan in¬ 
conveniente como los de que se ha hecho uso en ese despa¬ 
cho, con que el gobierno español se presenta ante el mundo y 
ante las potencias católicas para defender su conducta y com¬ 
batir la de la, Santa Sede. Sin embargo no ha podido esta menos 
de ver, y así lo revela claramente el simple sentido común, cuán 
en oposición se encuentra semejante lenguage con la solemne 
protesta que al principio de aquel despacho se hace, de que 
el gobierno de la Reina, que se honra con el Ululo de Católica , 
no ha dejado de ser por un solo momento calólico, ni ha inferi¬ 
do la menor ofensa á los dogmas de la religión y d las sagra¬ 
das doctrinas de la Iglesia. Ciertamente que las palabras, ol to¬ 
no, el estilo del despacho á la Santa Sede, no se avienen bien 
con los sentimientos de quien, fiel á los dogmas de la religión 
y á las sagradas doctrinas de la Iglesia , cree y reconoce en la 
augusta persona del Romano Pontífice al Vicario de Jesucris¬ 
to^ sucesor de san Pedro, al Cabeza y Jefe de la Iglesia 
universal, al Padre, al Pastor, al Maestro común de lodos los 
fieles. 

Continuando en el examen de cuanto se manifiesta en el pr 
liminar del mismo despacho, investigaremos con la mayor bre¬ 
vedad posible, si puede creerse razonable esa doloroso imprc- 
sion y honda sorpresa que el gobierno español dice haber es- 
perimentado con la grave determinación de la retirada del rei¬ 
no del encargado pontificio; y si aparece verdadero, o cu al¬ 
guna manera concebible, que aquella determinación le cogiese 
enteramente de nuevas, y que el gobierno mismo estímese muy 
lejos de esperarla. * * 


Si desde el principio de las actuales vicisitudes lamenta¬ 
bles de España, al sucederse una en pos de otra, en forma 
mas ó menos pública y solemne, las disposiciones perjudicia¬ 
les, injuriosas á la Iglesia y contrarias á lo estipulado en el no¬ 
vísimo Concordato de 4054, la Santa Sede y su representante 
en Madrid, hubieren disimulado y callado, y no hubiesen 
opuesto sin tregua ni descanso protestas, quejas y reclama¬ 
ciones; ó si el encargado pontificio, en su nota al señor mi¬ 
nistro de Estado de la Reina Católica, notificándole la órden 
en que se le mandaba retirarse, y pidiéndole los pasaportes, 
hubiera dado muestra de consentir en las anteriores disposi¬ 
ciones, y hubiese, por cualquier motivo, pasado en silencio 
las observaciones y reclamaciones que sucesivamente habia he¬ 
cho respecto de ellas, entonces habria podido parecer creíble 
algo de esa siniestra impresión, y de esa sorpresa del gobier¬ 
no español; pues aunque muy difícil, no era del todo imposi¬ 
ble que el mismo gobierno se hiciera ilusiones acerca del mo¬ 
do de ver de la Santa Sede, respecto á los actos antes indi¬ 
cados. Pero esto no es posible, cuando están vivas y paten¬ 
tes las protestas y reclamaciones hechas contra cada uno de 
los actos, cuando espesamente los invocó y recordó el encar¬ 
gado pontificio en su citada nota, manifestando en ella que, 
habiendo sido infructuosas hasta entonces , habían forzado la con¬ 
ciencia del Santo Padre, d cumplir el triste deber de mandar á su 
representante que se retirase. Ahora bien: el despacho, al enume¬ 
rar las razones tocadas de paso, en la nota que con el encar¬ 
gado pontificio esplicaba la determinación que se le habia co¬ 
municado, no menciona para nada la referencia que en aque¬ 
lla nota se hace alas protestas y reclamaciones anteriores de la 
Santa Sede; y solo después de trascribir y subrayar las pala¬ 
bras del primer miembro del periodo relativo a la serie de 
hechos acaecidos en España en daño de la rcliyion y de la hjlc - 
sia, y con moni fiesta infracción del tratado solemne celebrado 


entre el gobierno de S. M. C • y la Santa Sede, pasa entera¬ 
mente en silenció (1) estas otras, que se leen inmediatamente 
después, y el ningún resultado de las protestas y reclamaciones 
wm y otra vez dirigidas al gobierno en nombre de la Iglesia. 

No se necesita calificar tamaña omisión en un documento di¬ 
plomático dado al público con tanta seguridad. 

Verdad es que para sostener y justificar esa sorpresa, de 
que el gobierno español se dice acometido, se alegan las rei¬ 
teradas pruebas de adhesión y amistad ofrecidas á la Santa 
Sede, en cuanto lian sido compatibles con los altos intereses 
políticos que le están confiados; pero, por poco que se con¬ 
sidere el fondo de esta proposición, fácil es penetrar su sen¬ 
tido y su fuerza; no se pretende con ella elevarse al natu¬ 
ral origen, y buscar la verdadera causa de los altos intereses 
políticos á que se alude, y que han formado el límite y la im¬ 
periosa regla de los testimonios de adhesión y amistad que se 
dice haber ofrecido el gobierno de España á la Santa Sede, si¬ 
no que únicamente se ha querido, no e.» lugar oportuno cier¬ 
tamente, llamar de paso la atención hacia aquellos pasajes del 
despacho, y especialmente de otro documento que, revestido 
dd mas elevado carácter, se ha publicado recientemente en la 
Gacela oficial de Madrid, en los cuales injustisimamente se 
atribuye á la Santa Sede misma el sistema constante de valer¬ 
se de la religión y de sus santas máximas para subordinar la 
una y hacer servir las otras á las miras, intereses y cuestio¬ 
nes de la política. Pero dejando á un lado estas y otras re¬ 
flexiones semejantes, aun cuando nunca serian inoportunas, 
¿cuáles son, al fin 5' a> cabo ’ csas relimadas P ruebas ,le adl ' e ' 
sion y amistad que el gobierno español luí dado á la Sania Se- 


... r . . . „i .locumento original publicado un raes después por 

(1) Ksía omisión aparece en i t ¡ voS ¿ ÍS tos asuntos, publicación provocada 

el gobierno español junio co« otros rolat ,v no \ c ó cie rtamenU 
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de desde ías primeras conmociones de Julio de 1054, en que 
fue constituido? ¿En qué mejor ocasión podría lamentarse la 
Santa Sede del silencio y de la inacción de aquel gobierno, 
á vista del lenguage irreligioso, tan comunmente usado en 
el seno de la Asamblea nacional, y en algunas producciones 
de escritores públicos? ¿No son también altamente lamentables 
la multitud de circulares é innumerables disposiciones, emana¬ 
das desde aquella época en diversa forma, del ministerio de 
Gracia y Justicia, con] las cuales, invadiéndose sin reparo el 
terreno de la Iglesia, amenazándose por todas partes su auto¬ 
ridad suprema, se han conculcado los venerandos derechos 
del episcopado y de la Santa Sede apostólica? ¿No es, en fin, 
deplorable el ningún caso que se ha hecho, y el menosprecio 
con que se han oido las insinuaciones, las súplicas, las quejas, 
las reclamaciones hechas por la Santa Sede, ya directamente, 
ya por conducto de su representante en Madrid? 

Por el contrario, ¿cómo se ha conducido la Santa Sede 
desde el infausto Julio de 1854, y cuál ha sido su conducta pa¬ 
ra con el gobierno establecido desde entonces? Los hechos ha¬ 
blan, y públicos son los documentos. La dulzura, la persua- 
cion, la longanimidad, la prudencia han sido la línea de con¬ 
ducta de Su Santidad; y ¿i bien apremiada, rigurosamente 
hablando, por sus indeclinables deberes, no ha podido menos 
de dolerse, de protestar y reclamar oficialmente, jamás ha 
traspasado el límite de una justa consideración, ni una sola 
vez ha faltado á los miramientos debidos de gobierno á go¬ 
bierno en documentos diplomáticos* el estilo inseparable de los 
actos de reclamación y protesta jamás ha degenerado con for¬ 
mas desatentas é impropias, pues la palabra y la pluma han 
sido constantemente regidas por la moderación y el mas es- 
quisito miramiento. En una palabra, al respetar al gobierno 
español, ha sabido respetarse á sí mismo, consiguiendo mani¬ 
festarle, no una sola vez, ni solo de palabra, la dolorosa né- 
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oesidad en que se hallaría al publicar sus reclamaciones, si no 
eran debidamente atendidas, advirtiéndole igualmente de las 
consecuencias que esta publicación pudiera ocasionar en per¬ 
juicio del gobierno y de la nación española. Ni tampoco debe 
pasarse en silencio el grado estremo de la condescendencia 
de la Santa Sede, que claramente demuestra el espíritu de que 
estaba animada, y su sincera disposición á toda clase de con¬ 
ciliaciones, que no repugnasen á la conciencia y al mas estric¬ 
to deber. Por este tiempo habían ya precedido en su mayor 
parle las disposiciones poco antes lamentadas; habíanse tam¬ 
bién sometido á la Asamblea las bases de la nueva Constitución 
del reino, contrarias y hostiles en varios artículos ala religión» 
á la Iglesia, y á lo espresamente pactado en el último solemne 
Concordato. Entre tanto, el gobierno mismo había dispuesto 
enviar á liorna un nuevo representante de S. M. C. con el ele¬ 
vado carácter de ministro plenipotenciario y enviado estraor- 
dinario. No ignoraba la Santa Sede los rumores que respecto 
á esto habían corrido dentro y fuera de España, y aun en la 
misma Asamblea nacional, ni tampoco le era desconocida la 
triste impresión que había producido en la parte mas sana 
de los heles españoles. 

Con todo, np se negó á recibirlo en la forma acostumbra¬ 
da, reconociéndole con el enunciado carácter, y tributándole 
todos los honores y consideraciones que le eran debidos; y 
esto lo hizo así únicamente para agotar los términos de tole¬ 
rancia, de longanimidad, de prudencia, y también por el resto 
que aun conservaba de esperanza de que pudieran bastar las 
recíprocas consideraciones confidenciales y amistosos acuerdos 
con el representante español, para evitar el rompimiento de las 
relaciones oficiales entre la Santa Sede y España. 

Entrando ahora en el fondo del despacho circular, no esta¬ 
rá de mas, antes de comenzar su análisis y de responderle pun¬ 
to por punto, examinarlo rápiclamennte bajo un solo aspecto, 
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es decir, el espíritu que lo vivifica, el principio de que pro¬ 
cede todo el tejido de sus razonamientos. Para conocer su es¬ 
píritu basta fijar un poco la atención en las varias y gravísimas 
acusaciones que en él se lanzan contra la Santa Sede. Léase, 
si nó, aquel trozo del proemio mismo, donde no se ha vacilado 
en asegurar ante el mundo y ante las potencias católicas, que 
no es esta la primera vez que la Sania Sede ha convertido sin 
pensarlo sus controversias económicas y administrativas en cues¬ 
tiones puramente religiosas, alarmando sin querer las conciencias 
deios súbditos , y cohibiendo poderosamente á los gobiernos. Léase 
á mitad del dcspaclio otro pasaje en que se añade haberse em¬ 
peñado la Santa Sede en una lucha en que solo se trata de inte¬ 
reses puramente materiales y mundanos! Por estas citas se ven¬ 
drá en conocimiento de si un gobierno que, siendo católico y 
jactándose de haberlo sido siempre, debe reconocer en la Sede 
Apostólica una superior asistencia en todo lo concerniente á los 
negocios religiosos y á la dirección espiritual de los fieles, pue¬ 
de decir que la Santa Sede acostumbra á transformar, sin pen¬ 
sarlo, sus controversias económicas y administrativas en cues¬ 
tiones puramente religiosas, alarmando así, sin quererlo , las 
conciencias de los súbditos. 

Pasemos también por alto la poca ó ninguna conformidad 
entre estos pasajes citados y el que próximamente le sigue, en 
el cual claramente se dice que en ningún modo era de esperar 
de la prudencia de la Santa Sede la publicación de las causas, 
ó, como dice el despacho, de las falsas suposiciones alegadas 
por el encargado pontificio, al comunicar la orden que había 
recibido de retirarse del reino. Pero no puede menos dé no¬ 
tarse, que el gobierno español al inculpar á la Santa Sede de la 
manera espresada, trata de hacer creer que las protestas y re¬ 
clamaciones verbales y escritas, oficiosas y oficiales de la mis¬ 
ma, y su determinación de romper relaciones con España, han 
sido esclusivamente provocadas por cuestiones administrativas 


y económicas, por intereses materiales y mundanos. Pero ¿en 
qué se funda ó podría fundarse inculpación tan injuriosa? Cier¬ 
tamente que todos los actos y disposiciones contrarias á la Igle¬ 
sia y á los sagrados derechos de los Obispos, á que poco antes 
se han hecho alusión, y otras muchas nada leves, que mas 
adelante mencionaremos, dicen relación á cosas y puntos de 
índole y naturaleza pura y absolutamente religiosa. 

Y aun la cuestión misma de la venta de bienes eclesiásti¬ 
cos, á que principalmente se refieren los citados pasajes, no 
puede, en verdad, según la sostiene la Santa Sede, ser con¬ 
siderada únicamente como canónica y administrativa, pues 
que, según la enseñanza de las doctrinas católicas y las vene¬ 
rables tradiciones de la mas remota antigüedad, aquella cues¬ 
tión tiene que ver con la integridad y lleva en sí la profesión 
de un principio ó artículo relativo á la' disciplina mas gene¬ 
ral de la Iglesia, inherente al dogma: principio que por lo 
mismo, es sagrado para la Iglesia á la par que los otros, por 
depender y estar estrechamente unido á la naturaleza, forma 
y constitución que quiso darla su Divino Autor. 

Corresponde y se refiere á un derecho esencial, impres¬ 
criptible, innegable, consagrado por el asentimiento general de 
los pueblos católicos, protegido y consolidado por los decretos 
y sanciones penales de los Concilios, y especialmente del cé¬ 
lebre de Trento, recibido en España como ley del reino; de¬ 
recho que la Santa Sede no puede abandonar sin faltar á sus 
sagrados deberes; por el contrario tiene á todo trance que 
defenderlo, sostenerlo y protegerlo generalmente. Salvos, pues, 
el principio y el derecho, como lo han estado en todos tiem¬ 
pos y en todas circunstancias, y principalmente con respecto á 
España, la constante benevolencia y liberal indulgencia de la 
Santa Sede, en todas las cuestiones económicas y administra¬ 
tivas ó de intereses materiales, no es esta ocasión de hacer mé- 
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rito de ellas, y á fin de editar repeticiones, se reserva para 

otro lugar. , . , 

Continuando el documento español en el mismo tema, de¬ 
nuncia aun á la historia la facilidad con que la Santa Sede pro¬ 
cura agravar y hacer mas peligroso y difícil el estado de la na- 
Oion española, y no teme declararla desde luego responsable de 
los desastres qnc pudiesen adigir al reino, si las publicaciones 
que se llenaran A efectuar ofreciesen autorizados protestos a tos 
enemigos del ór'den para alterarlo en la Península, creando 
una complicación mas al Occidente, que hoy en tan recia co¬ 
mo legitima lucha tiene distraídas su atención y sus fuerzas. 
¿Quién se atrevería á culpar á la Santa Sede de lo que dado 
caso seria mas bien el cumplimiento de uo riguroso deber, y 
el efecto subsiguiente de las intolerables disposiciones del go¬ 
bierno español? ¿Quién no vé en todo el designio de hacer 
aparecer la conducta y los actos de la Santa Sede, como un 
arma de partido, para atribuirla tal intención y culparla de 

tal abuso? . . . 

La Santa Sede deplora alta y sinceramente las convulsio- 

slones políticas que de vez en cuando conmueven la nación, y 
á tenor de las circunstancias ha estado y estará siempre dis¬ 
puesta á interponer sus oficios y prodigar sus consejos, á ele¬ 
var su voz paternal y á ejercer su ministerio de paz y concor¬ 
dia en medio de las disensiones de los reinos y de los pueblos. 
Pero no por eso podrá nunca fallar á otro deber, todavia mas 
sagrado é inviolable y esclusivamente propio de su misión, cual 
es el de proteger los derechos de la Iglesia é instruir oportu¬ 
namente á los fieles, en el caso de que este derecho fuese.vio- 
lado No se detiene aqui el documento español, sino que inten¬ 
ta aun atacar abiertamente á la Santa Sede, acusándola, no solo 
do poca rectitud, imparcialidad y justicia, sino lo que es mas, 
de ingratitud con España; en cuyo punto, para dar mas fuerza 
i esta doble é injuriosa inculpación, también saca á plaza las 
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lamentables quejas (le aquella probada nación, que habiendo 
generosamente auxiliado á la Santa Sede en los dias de peli¬ 
gro, tenia por esto derecho á esperar de ella, si no benevo¬ 
lencia, al menos recta é imparcial justicia. El Sumo Pontí ice 
recuerda con íntima satisfacción el generoso esfuerzo de fi¬ 
lial adhesión que hidalgamente hizo la católica España, unien¬ 
do sus fuerzas á las de otra nación para restituirla al usurpado 
ejercicio de su poder temporal en los Estados de- la Santa Se¬ 
de; y como no dejó de hacerlo en aquel tiempo, tampoco de¬ 
jará en ningún otro de manifestar de palabra y obra su inmen¬ 
so reconocimiento por aquella acción. Pero este reconoci¬ 
miento tiene sus leyes y sus límites, y perdería su mé¬ 
rito, y su natural Indole degeneraría en una falta si a él se 
sacrificase el cumplimiento de tan sagrados deberes. Y per- 
mítase decirlo, si la intervención armada en auxilio del Poi - 
tifice, principe desterrado de sus dominios, hubiera s,do ofre¬ 
cida entonces por el gobierno español con alguna condicmn 
en la que se hubiera podido columbrar el mas leve daño o per¬ 
juicio en lo presente ó venidero contra los intereses de la g c- 
sia, Su Santidad, lejos de admitirla, la hubiese desechado 
con horror. La verdad sea dicha, no fué tal la intención de 
aquella inclinación, ni de su magnánima Reina, ni de sus fie¬ 
les ministros y consejeros en aquel tiempo. Y pues que la oca¬ 
sión se presenta, justo es reproducir y hacer honrosa mención 
del franco y leal lenjuage de aquel que á la sola enunciación 
de semejante acusación, oida en el discurso de los de ates 
parlamentarios, no vaciló un momento en alzar su voz en vin¬ 
dicación del ultraje que pudiera haber resultado contra los 

nobles sentimientos españoles, y logró manifestar P“““ “ 

que el gobierno deS. M. C. no había creído propio deli¬ 
cadeza y del decoro de la nación, dar principio a las negocia¬ 
ciones del Concordato, mientras que España tuviese .insolo 
centinela en los dominios (le la Sania Sede. 
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Largo seria tratar minuciosamente todos los puntos no de¬ 
semejantes del mencionado despacho. De los examinados hasta 
ahora será bien fácil inferir el valor de los demas. Solo se 
quiere prevenir la pública impresión respecto á una aun mas 
insufrible acusación, que en mas de una parte del mismo do¬ 
cumento se encuentra repetida con espresiones duras é inju¬ 
riosas, es decir, la que inculpa á la Santa Sede de inacción, 
de inercia y de ninguna premura, y casi de contrariedad en 
la ejecución del Concordato. De los hechos y de las observa¬ 
ciones que se aducirán en respuesta de los argumentos aduci¬ 
dos en el despacho, resultará hasta la evidencia cual sea la ín¬ 
dole y el carácter de tal acusación. I*a Santa Sede, desde los 
primeros momentos de la solemne rectificación y promulga¬ 
ción del Concordato, no ha cesado jamás de hacer por su par¬ 
te cuanto ha podido, sea directamente, sea por medio de su 
representante en Madrid, para que los varios artículos de aque¬ 
lla solemne convención fuesen esactamente ejecutados; antes 
bien, cuando se trataba de un punto cuya ejecución era de su 
esclusiva competencia, las providencias y los actos que de ella 
se esperaban, no se hicieron ;desear ni un instante, sino 
que se verificaron á la vez al espedirse la Bula de, aprobación 
Y confirmación del mismo Concordato. Ademas, el Santo Pa¬ 
dre, animado de los mejores deseos de que se ejecutase lo 
mas pronto posible, y persuadido de la utilidad que resultaba 
á los Prelados del reino, aunque estuviese convencido de sus 
buenas disposiciones al intento, sin embargo, después de la 
solemne publicación del tratado, molu propio, y sin ninguna 
escitacion del gobierno, dirigió á todos una Encíclica escitan- 
doles con vivísimas palabras y animándoles con eficaces ex¬ 
hortaciones para que cooperasen á llevar á efecto el pacto con¬ 
venido. Por el contrario, la Santa Sede tendría muellísimas ra¬ 
zones para quejarse de no haber surtido efecto las incesantes 
instancias de sus representantes y de los Obispos en algunas 
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(lelas principales disposiciones de dicho Concordato, en a 
parte que era de la esclujiva incumbencia del gobierno. 

Tal es el artículo por el cual se habia obligado á este a re 
ducir á un valor equitativo los bienes devueltos al clero en 
1845, y apreciados entonces en mucho menos de su vaor. 

Tal es aquel por el cual se obliga á cumplir las cargas y man¬ 
das piadosas anejas á los bienes eclesiásticos ilegítimamente 
enajenados en los anteriores trastornos de la España. Tal es 
el otro que asegura á la Iglesia la libre « independiente ad¬ 
ministración de sus bienes. Tal es el prometido (y aun no cum¬ 
plido en muchas parles del reino) restablecimiento de algunas 
congregaciones religiosas. Tales son, finalmente, *!*»*,«*» 
artículos del Concordato que, á pesar de las 
de la IMesia no lia ejecutado hasta ahora el gobierno que cul 
a S Sede de' tener como principal, y acaso «mea ñor- 
ma de sus actos los intereses temporales y mundanos. 

¿Puede, pues, ser mas manifiesto el espír.lu que se revela 
en el documento del gobierno Español! No es tampoco me s 
claro cual sea el fundamento y la base de todos sus argum - 
tos, es decir, el absurdo y condenado principio de J ^epen 
dencia de la Iglesia al Estado. No es esta la ocasión de des 
volver y esponer difusamente las irrefragables pruebas y los in- 

rogativas y derechos de la Iglesia. Sin eirna g » * 

presentar al menos la idea, porque la confrontación 
se alega en el citado despacho, de los sucesos ocurrí 
España en la época desde Julio de 1054, resulte, sin sombra 
Kda cual es realmente la base de aquel docume,i.o y 
cual baya sido basta ahora la regla de conducta y .de las *» 
posiciones y leyes dictadas sobre casos de competencia ecl - 
siástica Siendo la Iglesia una sociedad visible, estable y di 
fundida pi tado el mundo, y ademas perfecta; y no pudiendo 
subsistir una sociedad perfecta sin estar su or ina a a 


J 
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premo poder que la rija y la gobierne, era necesario, y exis¬ 
te por eso en la Iglesia por voluntad espresa de su fundador, 
una potestad correspondiente al fin de su institución; potestad 
no solo para la enseñanza de la doctrina evangélica y las ver¬ 
dades reveladas, no solo para el ministerio en el uso de los Sa¬ 
cramentos y del Sacrificio, sino también para la jurisdicción y 
gobierno de lo relativo á la disciplina y al arreglo esterior de 
la sociedad cristiana. Semejante potestad, emanando directa¬ 
mente de Dios, siendo esencial á la Iglesia y al fin de su ins¬ 
titución, es por su naturaleza suprema, no puede pertenecer 
ni estar sujeta á quien no ha recibido la misión divina, y por 
consiguiente la potestad eclesiástica es necesariamente distinta 
é independiente de la potestad temporal. 

Mas una potestad suprema é independiente, que emana in¬ 
mediatamente de Dios, no puede menos de comprender todos 
los derechos necesarios al fin de su institución. Repugna á la 
Sabiduría Divina querer un fin é instituir y comunicar un me¬ 
dio que no alcance á obtenerlo. Igualmente si una potestad es 
suprema, independiente y proviene inmediatamente de Dios, 
sus derechos no pueden enajenarse ni perderse. No pueden, 
pues, separarse de la potestad de la Iglesia, y son al propio 
tiempo independientes, intrasmilibles é inenajenables, todos 
aquellos derechos, que relativamente á la enseñanza ó al mi¬ 
nisterio, ó á la disciplina y gobierno esterior, son necesarios 
para conseguir el fin para el cual fué instituida. Sea cualquie¬ 
ra el obstáculo que se oponga al ejercicio de tales derechos por 
parte de otra autoridad que no ha recibido para ello la divina 
misión, se atenta á la originaria potestad de la Iglesia. A pe¬ 
sar de todos los impedimentos y obstáculos, el derecho queda 
siempre en su pleno vigor, porque es intrínseco á uua potes¬ 
tad suprema instituida por Dios, inenajenable, imprescriptible. 

La Iglesia, según la institución de su Divino Fundador, es 
infaliblemente una; una en la fé, por la enseñanza y lacreen- 
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cia de la misma verdad; una en el ministerio, por el uso y la 
participación de los mismos Sacramentos; una en el go íerno 
y en la disciplina eslerior, por la subordinación a ¡ a misma 
autoridad. Para establecer dicha unidad, que forma e pnn 
cipal carácter distintivo de la verdadera Iglesia; para conser¬ 
varla hasta la consumación de los siglos en una sociedad que 
abraza todas las naciones, en medio de tantos ministros y pro¬ 
pagadores de los sagrados misterios, entretantos Obispos, de¬ 
positarios de la potestad de enseñanza y de jurisdicción, era 
indispensable un centro común de unidad, una cabeza univer¬ 
sal, capaz de gobernar con plena autoridad la grey cristiana. 
Esta Cabeza universal, este centro común de unidad es el ro¬ 
mano Pontífice, á quien Jesucristo, en la persona de S. Pedro 
ha confiado las llaves del cielo; ha mandado a confirmar en la 
fé á sus hermanos, y á regir á sus ovejas y corderos, y 
los mismos Pastores; lia conferido el Primado no solo de ho¬ 
nor y de dirección, sino también de autoridad y jurisdicción 

sobre toda la Iglesia. . , 

No hay parte alguna del cristianismo sobre la cual la po¬ 
testad del romano Pontífice pueda llamarse cslrana. Sus dere¬ 
chos, esencialmente anejos al Primado de autoridad y de ju¬ 
risdicción, se esliendo» á lodo el orbe, católico, son nativos in¬ 
dependientes, inir smisibles. El romano Ponttfice esta est ech - 
mente obligado í. velar por su integridad, a defenderlos de 
loda violación y ataque; puesto que, habiéndole sido concedi¬ 
dos en ventaja de la Iglesia, son otros tantos deberes ,de cuyo 
fiel cumplimiento el mismo romano Pontifico es gravemente res¬ 
ponsable á Dios. El ejercicio de tales derechos, el cuniphmien- 
deberes, no conoce otros límites ni mas norma que 
J establecida en la ley natura, y de, divino Institutor de la 

suprema potestad eclesiástica. 

No podría, por tanto, el Romano Pontífice, como Cabeza 
visible de la Iglesia universal, Vicario de Jesucristo en la üer- 
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ra, centro de la unidad católica, velar por la conservación de 
la sana doctrina, instruir, mandar, corregir, confirmar á los 
hermanos, gobernar los pastores y los fieles, si no fuese com¬ 
pletamente libre la comunicación y correspondencia entre uno 
y otros. Esta correspondencia y comunicación, como necesaria 
que es al ejercicio de los derechos, al cumplimiento de los de¬ 
beres anejos al Primado de institución divina, es también de 
derecho divino. Y por esto ninguna potestad humana puede in¬ 
terceptarla é impedirla. 

Esta es la doctrina de la que á ningún católico le es lícito 
separarse, sin faltar, mas ó menos esplícitamente, á la fé de 
sus padres; esta es la idea genuina y el simple bosquejo del ori¬ 
gen, constitución, prerogativas y derechos de la Iglesia. Con¬ 
súltese ahora el despacho español; examínense sus razones, 
compárese el conjunto de sus deducciones y de los hechos que 
han tenido lugar en el reino desde Julio de 1854 respecto ú la 
Iglesia y á las cosas religiosas, y véase cuanto el documento 
y la conducta del gobierno se alejan de la verdadera é inalte¬ 
rable ¡dea sobre la divina constitución de la Iglesia; y cómo, 
por el contrario, se fundan enteramente sobre el absurdo y 
proscripto principio de la dependencia de la Iglesia al Estado, 
á cuya inspección y dirección los falsos políticos pretenden que 
pertenece cuanto en la religión hay de esterno y sensible. 

A la verdad, ¿qué otro objeto ha podido tener, y de qué 
otro principio ha podido partir el mismo documento, cuando 
encomiando la constante sumisión de la nación española á lo s 
preceptos de la suprema cabeza de la Iglesia, restringe espesa¬ 
mente aquella solo á los preceptos espirituales, y cuando, re¬ 
pitiendo en nombre del gobierno la confianza de no haber ofen¬ 
dido de ningún modo á la religión y á la Iglesia, prometién¬ 
dose por «lio en mejor ocasión la debida justicia de la misma 
Santa Sede , y cuando volviendo á protestar de la firme adhe¬ 
sión á las máximas que profesa la nación católica , declara que 
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la religión, el pontiíicado, la Iglesia, tendrán siempre en el go¬ 
bierno mismo un subdito espiritual? No es sin duda, oti o que 
el principio tan acepto á los'falsos publicistas y políticos que i 
mitán la acción y la potestad de la Iglesia á los recintos e 
alma, al fuero de la conciencia, y la sujetan á la dependencia 
y autoridad del poder temporal en todo aquello que en el or¬ 
den religioso corresponde á la disciplina y á las obligaciones 
esternas°de los fieles. ¿Carecerán por ventura de razón y de 
sentido, el caracterizar de espirituales los preceptos de la Santa 
Sede, y aquellas palabras con que el gobierno español limita 
la supresión de sumisión á la Iglesia y al Pontífice, llamándose 
súbdito espiritual de la una y del otro? ¿Qué otra interpretación 
puede atribuírseles en un documento, en el que dicho gobier¬ 
no se propone justificar ante el mundo su conducta contra las 
quejas y las reclamaciones de la Santa Sede, que apelando a 
hechos públicos y notorios, á las disposiciones y leyes de el 
mismo emanadas, le acusa de haber invadido el terreno de la 
Iglesia, de haber violado los derechos de la Santa Sede >Mas 
estipulaciones clarísimas de un tratado solemne? 

Pero ¿qué se dirá de aquella parte del despacho en la que 
no se tiene reparo de anunciar al público «las gravísimas ra¬ 
nzones que asisten al gobierno para disponer que no se confie¬ 
ran por ahora las órdenes sagradas?» Aquí el poder tempo¬ 
ral, erigiéndose en juez de las cualidades de los que deben 
consagrarse al altar, de los títulos para ser promovidos al sa¬ 
cerdocio, y del número correspondiente á las necesidades e 
la I'desia, iqvoca á su capricho las leyes eclesiásticas lo mismo 
querías civiles; y todo aquello que no conduce á su intento, 
lo presenta como un «abuso que solo puede estendersc y pros¬ 
perar en tiempos de corrupción en la disciplina eclesiástica y 
«decadencia en el Estado.» En esta parte se llega hasta á pro¬ 
nunciar autoritativamente que la facultad de los Obispos so¬ 
bre la ordenación de los clérigos tiene «un limite.... ( I ue 110 
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«pueden prodigar las órdenes sagradas mas allá de la necesi- 
«dad y de la conveniencia pública, y que para dejar libre 
«á los Obispos mismos gquella facultad, es indispensable co- 
«nocer y fijar, próximamente al menos, el número de ordena¬ 
ndos que necesita la nación.» ¿Está, por ventura, conforme 
lodo esto con las máximas inconcusas ya espuestas, acerca 
de la supremacía ó independencia de la Iglesia en el ejerci¬ 
cio de su potestad y de sus derechos esclusivos en materia 
de orden religioso? 

Y no es esto todo; .es preciso reproducir aquí el párrafo 
del documento español, en donde aludiéndose á la ley de de¬ 
samortización, y revelándose la resistencia que, «estimulados 
«por las amonestaciones de la Santa Sede, opusieron ásueje- 
«cucion no pocos Prelados de la Iglesia española, se supone 
«que mientras algunos daban un laudable ejemplo de manse- 
«dumbre y se mostraban obedientes á los preceptos del go- 
«bierno, y representaban respetuosamente aquello que creían 
«mas útil á la Iglesia y al Estado, no han fallado otros que con 
«descrédito de su patriotismo, y desconociendo sus obligacio- 
«nes evangélicas, se colocaron en una situación, no solamen- 
«te hostil, sino rebelde y punible; de manera que obligaron 
«al gobierno de S. M. á prevenir con algunas medidas de pre- 
«caucion mayores males, separando de sus diócesis algunos 
«Obispos, para que no encontrase obstáculo la ejecución de la 
«ley.» Déjese por ahora la vindicación del honor injustamente 
mancillado de algunos miembros del episcopado españdl, que 
sin embargo, el despacho se guarda bien de nombrar, y re¬ 
sérvese esta tarea para la parte de esta respuesta destinada 
á corregir las inexactitudes, á esclarecer las circunstancias y 
á rectificar los hechos. Entre tanto, examínese y mídase el 
valor de las mas significativas palabras del rcfeiido párrafo. 
El precepto supone necesariamente el derecho y la competente 
autoridad en quien lo impone; y la obediencia al mismo pre- 
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cepto supone por su naturaleza el deber y la obligación, en 
quien lo recibe, de respetarlo y cumplirlo. Mucho mas puede 
considerarse obligado á su observancia el que, en caso contra 
rio, se le declara hostil , rebelde y punible; y el castigo para 
ser legítimo, requiere en quien lo impone el correspondiente 
poder. Mas ¿cuál era en el caso en cuestión el objeto que la 
llamada ley de desamortización atacaba principalmente? Un 
artículo, como ya se ha dicho, una máxima, un derecho que 
es sagrado para la Iglesia, porque proviene de su divina cons¬ 
titución que ella no puede abandonar de modo alguno, y que 
antes está en el deber de sostener y defender contra toda usur¬ 
pación y violencia. Según el sentido estricto del mencionado 
despacho, hasta en las cosas de- tal naturaleza, el gobierno 
español se cree con todo el derecho de dar preceptos de ex.- 
mp la obediencia de ellos, de mirar como hostiles, rebeldes y 
tunibles y de castigar efectivamente (aun prescindiendo en este 
punto de la inmunidad personal de los Príncipes de la Iglesia, 
de los ungidos del Señor) á los Obispos que se opongan y se 
nieguen á obedecer. 

Por donde se vé que el gobierno de la nación católica, y 
el documento con que ha entendido justificar públicamente su 
conducta para con la Santa Sede, se funda y apoya lodos sus 
razonamientos sobre el reprobado principio que acerca de la 
independencia esencial de la Iglesia en el orden i e cosas 
ella sola confiadas, subordina su poder, sus prerogativas y 
sus derechos á la acción y á la voluntad de los gobiernos lem- 
porales. Y este principio mismo es el que se desprende te 
sentido lógico de otros pasages del precitado despacho. «De 
«ahí el que se atribuya al gobierno el derecho de disponer h- 
«bremente de la propiedad de la Iglesia, sin necesidad de per- 
«miso, anuencia ó acuerdo con la Santa Sede.» Pe ah, el que 
se establezca en favor de: gobierno también el poder de ■ pro¬ 
hibirle que posea bienes raíces, y el de limitar el modo, es- 
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«tableccr las condiciones y determinar la forma» en que pue¬ 
da adquirir y conservar lo adquirido. De ahí el que la Iglesia 
se la «equipare enteramente á las demas sociedades y corpo¬ 
raciones dependientes del Estado,» haciendo nacer de la ley 
civil, no ya el derecho de propiedad, sino la vida también de las 
corporaciones eclesiásticas. Y allí en fin, para no citar mas, el 
que se mire al clero sin consideración alguna hacia su divino 
ministerio, como un ramo cualquiera dependiente del Estado. 

No concluye aun aquí. Resta todavía que confrontar los 
mencionados y otros párrafos del documento español, con los 
infinitos hechos hostiles á la religión y á la Iglesia que en él se 
omiten, apesar de que á su tiempo han dado lugar á vivas re¬ 
clamaciones de los Obispos y del representante de la Santa 
Sede en Madrid. Y no se quiere descender al molesto análisis 
de las indicadas circulares del ministerio de Gracia y Justicia, 
condas cuales se ha inferido las mas graves ofensas á la auto¬ 
ridad de la Iglesia, se despojó á sus Prelados de diversas atri¬ 
buciones, inherentes é inseparables al sagrado ministerio de 
que son responsables ante Dios, y se llegó hasta á prohibirles 
publicar las censuras y condenación de los libros y escritos to¬ 
cante á la religión, sin el previo consentimiento del gobierno. 
Se omitirá igualmente el riguroso exámen de las disposiciones 
tomadas respecto á los Seminarios eclesiásticos diocesanos, y 
de la indefinida y pérjudicialisima medida de prohibir á los 
Obispos la provisión, en la forma canónica acostumbrada, de las 
parroquias vacantes. Pasará también desapercibido el decreto 
de 11 de Setiembre de 1854 suprimiendo la comunidad de reli¬ 
giosos gerónimos, restablecida poco antes en el célebre mo¬ 
nasterio del Escorial, en virtud del artículo 27 del Concorda¬ 
to- el decreto de 5 de Febrero de 1855, restableciendo la odio- 
sa’é injusta ley de 18 de Agosto de 1851 respecto á capella¬ 
nías colativas de patronato familia^ en oposición manifiesta 
á lo pactado espresamentc en el mismo tratado, en el cual se 
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estipuló que acerca de las antiguas y nuevas fundaciones ecle¬ 
siásticas rto pudiese hacerse cambio ni supresión alguna sin la 
intervención de la autoridad pontificia; y, finalmente, el otio 
de 28 de Abril del mismo año, por el cual se suspende la pre¬ 
sentación y toma de posesión para cualquier beneficio con cu¬ 
ra de almas ó sin ella, ya fuese de derecho, patronato parti¬ 
cular eclesiástico, secular ó misto. Todo esto, sin embargo, 
si bien en si mismo muy grave, lo parece menos en compara- 
cion de un hecho qne no puede creerse ni aun oírse sin la ma- 
yor sorpresa, ¿.saber: que el gobierno de la nación católica 
haya llevado la profesión práctica del falso principio de que la 
Iglesia depende del Estado, hasta el punto de aplicar o n su 
augusta cabeza, al Vicario de Jesucristo, cuando ejercita su 
supremo magisterio, y, en uso de las sublimes 
de su divino primado, declara las doctrinas de la Iglesia ) pío 
uuncia su oráculo infalible en materias de fé. 

•Y sin embargo, es asi! Cuando el Sumo I onlifice Pío 
IX en medio del religioso júbilo de los fieles, realizando las 
esperanzas y los votos de muchos siglos declaro dogma de 
fé la Inmaculada Concepción de la Madre de Dios, ai u • 

I¡finia, la nación eminentemente católica, la devoción ,1c 
nación española, lardó muchos meses en ver publicada en 
Península la Dula IueffabUis Dcus, ó sea el gran documeii o 
de la solemne definición, porque el gobierno quiso agolarlo 
l0 das las formalidades del llamado Exequátur, violando con 
esto las leyes mismas del reino, las cuales, si por antiguo abu¬ 
so de poder, contradicho siempre y jamás reconocí o poi a 
Santa Sede, le exigen en algunos desusados, han declarado 

ÍL-»<*«*»'*ri:: “r. 

dogmáticas. Pero aun hay mas. s lam ieu 
sable, es un hecho de funestísimo recuerdo que en a c.r 
calar dirigida en 9 «le Mayo de este ano a os Prelados, se 
llegó también á declarar que la concesión del Exequátur, por 
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nadie pedida, y por el contrario, rechazada abiertamente en 
varias notas del encargado pontificio, debía entenderse sin 
perjuicio de las leyes, reglamentos y disposiciones que al pre¬ 
sente rigen ó puedan en adelante regir acerca de la liber¬ 
tad de la prensa y la enseñanza pública y privada. Cuya de¬ 
claración equivale á decir que en España (donde hasta existe 
una antigua ley, en virtud de la cual nadie puede obtener gra¬ 
dos académicos sin previo juramento de profesar y defender 
la Concepción Inmaculada de la Virgen) ahora, no obstante la 
solemne definición proclamada sobre tal misterio desde lo alto 
del Vaticano, no pueda prohibirse el sostener y enseñar pri¬ 
vada ó públicamente el error contrario. 

«Pero es ya tiempo de entrar en el examen de los varios 
puntos que trata mas particularmente el citado despacho, y 
de cada una de las declaraciones con las que el gobierno es¬ 
pañol pretende disculpar su conducta hacia la religión, la Igle¬ 
sia y la Santa Sede. La mas importante de las discusiones , se¬ 
gún él citado despacho, «promovidas por Su Santidad con el 
«gobierno déla Reina, y que mas que otra alguna trene el ca- 
«racter de religiosa, es la que se refiere á la base 2. a de la 
«futura constitución del Estado, votada por la Asamblea consti- 
«tuyente;» ásaber, la base relativa á la religión que profesa 
la nación española. Y después de haber copiado el testo lite¬ 
ral de la misma, y haber llegado á decir, sin reparo, «que no 
«hay en la Constitución de ningún pueblo católico, en las leyes 
«civiles de ningún pueblo cristiano, un testimonio mas vivo de 
«religiosidad y’de fé;» después de haber proclamado, »si bien 
«á sü pesar, que lo que encuentra injusto la Santa Sede es que 
«no se persiga, según la base en cuestión, á ningún español ni 
«estranjero por sus opinjones ó creencias, mientras no las ma- 
«nificste por actos públicos contrarios á la religión,» después 
de haber añadido «que si el Estado, manteniendo y protegien¬ 
do el culto católico, no persiguiese, sin embargo, á ningún 
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«ciudadano por actos contrarios á la religión, todavía no po¬ 
ndría tratarse al gobierno español de mal católico; que eso y 
«mas toleran, que eso y mas dejan hacer la mayor parte de los 
«gobiernos católicos, aquellos á quienes mas debe la Santa Sc- 
«de;« después de haber sostenido que «lo único que se garan¬ 
tiza al hombre de contraria creencia, es que no se escudri¬ 
nará su conciencia, qne no se violará el secreto de su hogar ? 
«que no se emplearán nunca en contra suya los antiguos pro- 
«cedimientos del antiguo tribunal de la fé;» después de haber 
observado «que aparece aun mas injusta con España la Santa 
«Sede, si se considera que lo que hoy consigna la Constitución 
«del Estado, rige de hecho en el reino ha muchos años, ha 
«sido de hecho tolerado por la Constitución de 1857 y por la 
«de 1845, y existe de derecho desde 1848, en que se promul¬ 
gó el código penal, donde una, dos, tres veces, en diversos 
«artículos, y bajo diversas formas, quedó terminantemente es- 
«tablecido que la publicidad fuera la condición esencial del de- 
«lito religioso*.» después, en fin, de confrontar ti artículo pri 
mero del recientísimo solemne Concordato con la base discuti¬ 
da de la futura Constitución, concluye manifestando «el mas 
«íntimo convencimiento, ser evidente, ser cosa fuera de discu- 
«sion, que ni hay ofensa á la religión, ni se ataca de modo al¬ 
guno ó la unidad católica, ni hay siquiera infracción del Lon- 
«cordato en la base controvertida. 

Si tal convencimiento del gobierno español es fundado ó 
erróneo; si su indicada apreciación acerca de la base segunda 
de su futura Constitución es verdadera y legítimo, ó por el con¬ 
trario, falsa y destituida enteramente de razón, es lo que aho¬ 
ra vá’ú examinarse para norma y guia del juicio que aquel 
gobierno espera del mundo y de las potencias católicas. Por lo 
que respecta á la religión y á la unidad católica, a la que se 
pretende no haber inferido ningún perjuicio m ofensa con la 
base segunda, es un principio por todos admitido que la opi- 
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oion pública y el sentido común son y han sido siempre con¬ 
siderados un argumento, una regla, un criterio seguro de ver¬ 
dad. Supuesto que la opinión general y el sentido comun.de la 
nación española ha visto en*la base segunda de la futura Cons¬ 
titución el peligro para la religión, la ofensa para la unidad 
católica, que no vió el gobierno, ¿á quión ha de creérsele en¬ 
gañado? ¿A quién el de vista clara? ¿De qué parte ha de creer¬ 
se el engaño y el error, de cuál la verdad y la razón? ¿Cuál 
filé realmente la opinión y el sentido universal de la nación 
católica al presentarse la base á su discusión, á sus alternati¬ 
vas, á su aprobación, y aun después de aprobado y votado pol¬ 
la Asamblea constituyente el proyecto de la base de que se ha¬ 
bla? Niégüese, si es posible, que toda España se alzó como un solo 
hombre á pedir, suplicar y quejarse, con la energía inspirada 
por el íntimo amor á la religión y unidad católica, contra el ata¬ 
que que sufría con la aprobación de la base. Por fortuna salió 
á la luz en la capital del reino un libro, en el cual, juntamen¬ 
te con los actos concernientes á esta malhadada cuestión, esta¬ 
ban reunidas la mayor parte que fué posible reunir á sus au¬ 
tores de las solicitudes, reclamaciones y protestas dirigidas con 
este objeto de todas las partes de la Península, de toda clase 
dg condición de personas. En él se leen las reclamaciones de 
lodos los Arzobispos, Obispos y Prelados del reino, de los cus¬ 
todios y* tutores del sagrado depósito de la fé y unidad católi¬ 
ca. En él se leen las súplicas de los vicarios capitulares ó go¬ 
bernadores eclesiásticos de las diócesis vacantes, de los cabil¬ 
dos de las iglesias metropolitanas, catedrales y colegiatas. Las 
reclamaciones de los párrocos y pastores de almas, sea el que 
quiera su título, y de otros muchos pertenecientes al clero es¬ 
pañol. Allí se ven también las vivas esposiciones de los ayunta¬ 
mientos y de las poblaciones grandes y pequeñas, ricas y po¬ 
bres, ilustres y oscuras de España, que todas á una voz, pre¬ 
viendo el peligro que amaga á la religión, lamentando la ofen- 





sa inferida á la unidad católica por la propuesta segunda base 
de la futura Constitución, piden, demandan, protestan para 
que no se altere, ni en un solo ápice, el estado de la religión 
de sus abuelos, para que no se toque ni haga el menor daño 
á la unidad católica, joya preciosa de la corona de España, 
glorioso resumen de tantas victorias y triunfos de la nación, 
única y pura corriente de prosperidad en tiempos de grata é 
indeleble memoria. Abranse y córranse ligeramente las pági¬ 
nas del citado libro; échese una ojeada sobre las innumerables 
representaciones que allí hay copiladas; obsérvense los muchos 
y muchos cientos y millares de firmas que traen, según el si¬ 
tio de,doílde proceden; nótense los nombres de los primeros 
propietarios, comerciantes, literatos, artistas y patricios de las 
mas notables y florecientes ciudades del reino, de personas de 
lodos los partidos, sin distinción de color político, y después 
decídase si no es realmente la nación aquella que habla y se 
duele en masa; si aquellas súplicas, aquellas peticiones, aque¬ 
llas vivísimas protestas son ó no la genuina espresion del voto 
unánime de la opinión universal, del sentido común de los 
fieles de España. 

Mas ¿á qué alargarse en estos datos y otros parecidos ra¬ 
zonamientos, cuando lo hecho por las Cortes y el gobierno 
mismo ofrece las mas luminosas é irrefragables pruebas sobre 
este propósito? Es inútil decir que la agitación, La inquietud, 
el disgusto de la una y del otro, por el número siempre cre¬ 
ciente, de las reclamaciones que llegaban de todos los puntos 
de la Península, fueron la causa imperiosa para que, a pesar 
de los contrarios de la base segunda, se interrumpiera de un 
golpe la discusión para aprobarla y votarla en las altas ho¬ 
ras de la noche del 28 de Febrero al i.° de Marzo. Es, pues, 
inútil referir lo que pasó dentro del edificio de las Cortes 
aquella misma noche y en las siguientes, con el fin de poner 
término á las quejas y reclamaciones de los que no desistían 
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cíe quejarse de las diferentes poblaciones de España, á pesar 
de estar ya aprobada y votada dicba basé. No es menos inú¬ 
til añadir que en medio de acaloradas discuciones sobre el 
valor de la resolución tomada por las Corles, hasta no Jiaber 
obtenido la sanción soberana, y que fuese promulgada; á pe¬ 
sar de la eficacia con que alguno reclamó la observancia de 
las reglas constitucionales, y la fuerza de los argumentos con 
que sostuvo la libertad, el derecho de petición que gozaron 
los españoles en todos tiempos, y especialmente por las Cons¬ 
tituciones anteriores, la misma Asamblea, con la misma inten¬ 
ción de contener el número, siempre creciente, de csposicio- 
nes y protestas, declaró el 3 de Marzo «que no admito ia 
«ninguna petición contraria á las bases constitucionales, tan 
«luego como estas fuesen aprobadas.» 

Conviene, sin embargo, manifestar que convencido el go¬ 
bierno del poco ó ningún efecto de la resolución adoptada por 
las Corles, y que aun cuando aquellas no admitieran ningu¬ 
na, continuarían firmándose y publicándose, por lo cual tuvo 
que recurrir al estremo de mandar, por conducto del minis¬ 
tro de la Gobernación, en orden de 8 del mismo mes, que de allí 
en adelante «no se hicieran esposiciones contra las bases apro¬ 
badas y que estuvieran á punto de aprobarse, advirliendo 
«espresamente que entregaría á los tribunales á lodos aquellos 
«que con tal motivo cometieran acciones penadas por la ley.» 

De estos hechos, que son públicos, notorios, y constan 
ademas en el Diario de las Sesiones , y de otros documentos 
oficiales, se desprenden espontáneamente consecuencias dia- 
metralmente opuestas á lo sostenido en el despacho espa¬ 
ñol, y estas consecuencias no pueden ser mas legitimas ni cla¬ 
ras. O el voto unánime, la opinión general y el sentir co¬ 
mún de una gran nación no es un argumento, una regla, un 
criterio de verdad, ó lejos de ser «evidente y fuera de discu- 
«sion que la base segunda no encierra peligro alguno para la 
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«religión, ni la mas ligera ofensa» á la unidad católica, es al 
contrario cierto, indudable, evidentísimo, que amenaza gra¬ 
vemente aquella y compromete esta. 

En efecto; ¿por qué en circunstancias semejantes y mo¬ 
mentos tan importantes y solemnes, cuando se discutieron los 
artículos pertenecientes á. la religión en las Constituciones de 
1857 y 1845, los fieles de España permanecieron tranquilos, 
y no se esparció por toda la nación la ansiedad, las dudas y 
los temores suscitados üniversalmente al discutirse y votarse 
la segunda base? ¿Por qué entonces no tuvieron lugar las re¬ 
clamaciones hechas en todas formas, por todas clases de per¬ 
sonas, y de todos los puntos de la Península, á las cuales solo 
privando á los españoles del derecho de petición se pudo po¬ 
ner límite? Y sin embargo, estaba la nación, lo mismo que 
ahora, animada del mas puro y ardiente celo por la religión 
de sus mayores; celosa igualmente que quedase ileso, intacto 
el principio de unidad católica. No es necesario indagar y es- 
Uidiar la causa, siendo esta tan obvia y manifiesta: la católica 
nación .española no vió en los artículos de la Constitución de 
1857 y 1845 el peligro por la religión y el daño á la unidad 
católica, que vió universalmente en la segunda base de la Cons¬ 
titución del Estado. 

Con esto se manifiesta el fruto con que se hace relación 
en el despacho á las dos indicadas.Constituciones. Aparece aun 
mas claramente la oportunidad de la orden de 8 de Marzo, 
con la que se prohibió toda ulterior demostración y petición 
contra las bases déla futura Constitución ya aprobadas, ó que 
estaban para aprobarse, y se permitieron las siguientes signi¬ 
ficativas palabras: «Aquellos que abusan de la credulidad de las 
«personas simples, agitan los ánimos haciendo esposic.unes y 
recogiendo firmas, con las que se intentó falsificar la verda¬ 
dera Opinión del país, y cubren con la máscara de sentí.men¬ 
dos religiosos sus conatos de perturbación, no solo atenían 
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«contra ia autoridad de ia Asamblea, sino que turban la tran- 
«quilidad pública, esparciendo la alarma.» Parece increíble 
que en la capital del reino eminentemente católico; que en una 
orden dada en nombre de la Reina Católica, $e baya llegado 
á proclamar que unas csposiciones dirigidas á obtener una re¬ 
forma en la base segunda, en sentido menos peligroso para la 
religión y para la unidad católica, se trate de falsificar la'ver- 
dadera opinión del país, no pudiendo sostenerse esto lógica¬ 
mente, sin probar al mismo tiempo que el sentimiento religio¬ 
so esclusivamente católico, el sentimiento conservador de la 
unidad, es el sentimiento sincero de la nación española. 

Prescindiendo de esto, repugna á la razón natural que 
el movimiento universal de los fieles de España fuera producto 
de ocultos manejos de unos pocos conspiradores, «que iutenta- 
«ban alterarla tranquilidad pública bajo la sombra y pretesto 
«de sentimientos religiosos.» ¿Acaso la España en 1857 y 1845, 
cuando se discutían los artículos de la Constitución, no ardía 
en ella el mismo fuego revolucionario que al discutirse la base 
segunda, y no estaba dividida en partidos, y no encerraba en 
su seno la clase de malcontentos, dispuestos siempre á turbar 
la tranquilidad pública? ¿Cómo entonces no abusaron del sen¬ 
timiento religioso, para conspirar en daño de la situación en¬ 
tonces existente? ¿Y cómo, por el contrario, en 1855 todas las 
personas, sin distinción de clases ni opinión política, corrieron 
presurosas á firmar las esposiciones contra dicha base? 

Pasemos ahora á examinar fríamente la base en sí misma; 
pósense sus palabras, madúrese su sentido, y calcúlense sus 
naturales consecuencias. Estos son los términos en que está 
concebida: «La nación se obliga á mantener y proteger el cul- 
«to y los ministros de la religión católica que profesan los es- 
«pañoles; pero ningún español ni estranjero podrá ser perse- 
«g-uido por sus opiniones ó creencias, basta que no los mani¬ 
festé con actos públicos contrarios á la religión. Estas pala- 
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bras las pretende csplicar el gobierno español en su despacho, 
diciendo que mientras «queda terminantemente prohibido cual- 
«quier acto público contrario á la religión, no se autorizan 
«por esto los secretos, mas solo se consideran y dejan fuera 
«de la acción de la ley.» 

Con esto cree haber demostrado que la base no perjudica 
en nada al estado de la religión del reino; que no ofende ni 
amenaza por ningún lado á la unidad católica; que la ley fun¬ 
damental de España de 1855, en cuanto á religión, no se des¬ 
via en nada, ni hace innovación en lo vigente, antes de las 
deplorables vicisitudes de 1854; que por el contrario, puede 
decirse con seguridad que no existe eu la Constitución ni en las 
leyes civiles de ningún pueblo católico, un testimonio mas vi¬ 
vo de fé y religiosidad, como la que presenta y encierra la 
base segunda de la futura Constitución del Estado, votada pol¬ 
la Asamblea constituyente. 

Dejemos aparte la primera parte, y vamos á ocuparnos de la 
segunda, que dispone que ningún español ni estrangero pueda 
ser perseguido por sus opiniones y creencias religiosas, hasta 
(pie sean manifestadas por actos públicos contrarios a la reli¬ 
gión. Si estos solamente son castigados por la ley, ó como dice 
el despacho, terminantemente prohibidos, ¿cuáles, son aquellos 
por los cuales ningún español ni estrangero puede ser persegui¬ 
do, y que según el mismo despacho, no son autorizados, pero 
si puestos fuera de la acción de la misma ley? ¿Son quiza las 
opiniones y creencias puramente interiores, ó sea los pensa 
• míenlos del ánimo y los afectos del corazón? ¿Quién no sabe 
que las opiniones y creencias puramente interiores están fue¬ 
ra de la acción de toda ley humana, civil ó eclesiástica. 
¿Quién no vé que una ley tal carecería de objeto y sena pa¬ 
sajera y ridicula? ha base, pues, no tiene ni puede tener oti a 
mira que sobre ios actos contrarios á la religión, cometidos en 
casas privadas, yjio en lugares públicos y a la visla del puc 
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blo; pero por esto no dejan de ser estemos, y por razón del lu¬ 
gar donde se ejecutan, de las personas que intervienen en ellos, 
y de todas las circunstancias que les preceden, acompañan y 
siguen, no pueden escapar de 1* noticia y oidos del público. 

¿Qué se entiende, ó lia podido entenderse, en el repetido 
despacho, al decirse que tales actos no son autorizados, y solo 
considerados fuera de la acción de la ley? Lejos toda ambigüe¬ 
dad, que no puede convenir á la gravedad del negocio que se 
trata, á su índole y á la solemnidad de los documentos de este 
género. Si la ley limita esplícitamente su prohibición, y com¬ 
prende solemnemente los actos contrarios á la religión que son 
y se dicen públicos, en el sentido indicado, entonces no com¬ 
prende, y sí escluye, aquellos qué en el sentido indicado son 
considerados como secretos ó privados; y, por consiguiente, 
no siendo prohibidos por la ley, vienen por ella misma al me¬ 
nos implícitamente autorizados. 

Y esto en una nación que hasta ahora no ha reconocido ni 
admitido otro culto que el católico; en una nación que se pue¬ 
de decir que tiene identificada la religión católica en su his¬ 
toria, en sus costumbres y en todas sus glorias; que por con¬ 
fesión hecha solemnemente en la Asamblea nacional por los mis¬ 
mos que propusieron, sostuvieron y votaron dicha base, «uo 
«se ha levantado una voz ni se ha hecho una manifestación 
«que pueda debilitar la importancia de la unidad religiosa, 
«nada absolutamente que incline á la libertad de cultos, nada 
«que requiera á la tolerancia, sea para los nacionales, sea 
«para los estranjer.os;» en una nación en que se declaró por 
la misma Asamblea, por persona autorizada, «que entre los 
«infinitos programas electorales que se presentaron, no hu- 
«bo sino uno solo que hablase de tolerancia de cultos, progra- 
«ma que, no habiendo obtenido siquiera un voto, fué retira- 
«do al dia siguiente.» 

Que el espíritu de la base sea admitir el ejercicio priva- 
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do de un culto no católico, é introducir la tolerancia religio¬ 
sa, ¿de donde puede inferirse mejor que del curso de la misma 
discusión, y de las manifestaciones de hecho y palabras ocur¬ 
ridas en la misma Asamblea nacional? Y entre los copiosos ar¬ 
gumentos que á este objeto ofrece el Diario de las Sesiones par¬ 
lamentarias, no es dudoso saber el fin de la segunda parte de la 
base misma. El fin y la idea fué, no el establecer de un gol¬ 
pe la tolerancia religiosa, íy mucho menos la entera libertad 
de cnltos, pero sí el facilitar la manera de abrirle camino. Es¬ 
to, en efecto, se dió á entender necesariamente, cuando la¬ 
mentándose los partidarios y sostenedores de tal libertad, por¬ 
que ni un solo paso se había dado en este sentido desde el 1/119, 
se les replicó en estos términos: «Para saber si con la pro- 
«yectada base se lia progresado ó no, y si la comisión conce- 
«de alguna cosa, es menester apelar á los Prelados españoles, 
«y preguntarles si creen que la comisión conceda alguna cosa, 
«y si no concede nada, renuncien á su oposición cuantos pien- 
«sen 3e esta manera; pero no renunciando, debo inferir que 
«aprecian en algo lo que la comisión propone.» Otro tanto se 
dió á entender cuando renovado el lamento, porque con el pro¬ 
yecto de la Constitución nada se había adelantado desde 1857, 
se les contestó así: «Yo diré que en aquel año la Asamblea 
«progresista rechazó la adición que la comisión propone hoy 
«como base, y esto prueba que hayamos adelantado algo. Si la 
«comisión no va mas allá, es porque no cree que hayamos has- 
uta ahora progresado lo suficiente para esto.» Otro tanto se 
dió también á entender, especialmente cuando á otras instan- 
cías se contrapuso la csplicila y particular seguridad que la 
base es un paso de (/¡(jante en el camino de la libertad religio¬ 
sa, y lodo aquello que podia hacerse por entonces en España 
para preparar el terreno, atendido el estado y el espíritu de la 
Opinión pública; en fin, que la libertad misma «sena establec- 
«da tan pronto como lopermiliesc la civilización de Espaua. ■ 
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De la misma discusión resulta que todas las enmiendas, mas 
ó menos directamente, eran favorables á la tolerancia religio¬ 
sa y á la libertad de cullos, y solamente una llevaba esculpi¬ 
do é impreso el sentimiento católico, tendiendo principalmente 
á salvar la unidad, á cerrar todas las vias que podían condu¬ 
cir á todo ejercicio privado de culto no católico, y se espresa- 
ba como sigue: «La nación se obliga á proteger y mantener 
«con decoro y puntualidad el culto y los ministros de la reli- 
«gion católica, apostólica romana, que es la del Estado, y la 
«única que profesan los españoles.® 

Déjense sin comentarios la crudeza y la inconveniencia con 
que fueron combatidas y tratadas varias palabras, asaz graves 
é importantes de esta enmienda, y fijemos nuestra atención en 
el éxito que obtuvo, es decir, á la votación. ¿Quién la aprobó 
y admitió? ¿Quién la reprobó y escluyó? Entre los primeros se 
encuentran solamente los nombres de 46 diputados , ya bien 
conocidos por su franca decisión y energía en sostener la uni¬ 
dad católica contra toda innovación y tolerancia que pudiese 
aun remotamente perjudicarla. Entre los segundos se ven los 
pronunciados abiertamente en favor de la entera libertad de 
cultos, ó al menos, de la tolerancia religiosa; vense también 
unidos los autores y sostenedores de la base con todos sus se¬ 
cuaces y adherentes. Si estos, al concebirla, proponerla y de¬ 
fenderla no hubiesen estado realmente dominados de la idea 
de proporcionar el modo de preparar la tolerancia y admitir 
la práctica privada de un culto no católico, ¿se habrían mos¬ 
trado consecuentes consigo mismos desaprobando la enmienda 
enunciada? 

Resulta también que la segunda parle de la base fué al 
principio presentada con el adverbio civilmente, después de las 
palabras «ningún español ni cstranjero podrá ser perseguido,» 
con lo cual la acción de la potestad civil se limitaba al caso 
en que «las opiniones ó crencias religiosas fuesen manifestó- 
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das con actos-públicos contrarios á la religión.» Quedaba 
sin, embargo, en su pleno vigor el egercicio de la jurisdicción 
y autoridad de la Iglesia, respecto á todos los actos estemos 
contrarios á la religión misma, aunque fuesen secretos ó pri¬ 
vados. De.esta manera se respetaba como se debe los dere¬ 
chos innegables de la potestad eclesiástica, y se hacia menos 
fácil la práctica privada y secreta de un culto no católico, es¬ 
pecialmente tratándose de una nación enteramente católica, 
sumisa por lo mismo, y reverente, por convicción y por fé, á 
Jas prescripciones y á la autoridad coercitiva de la Iglesia. 
Bien conocían esto los defensores y promovedores de la liber¬ 
tad de cultos y de la absoluta tolerancia religiosa, y que en 
atención á la contraria disposición de los ánimos de todos los 
españoles y de la mayoría de la Asamblea, no podrian conse¬ 
guir su objeto; por lo tanto, dirigieron sus esfuerzos para que 
al menos se sacase de la base la palabra civilmente; y con el 
consentimiento y anuencia de los que la habian concebido, 
propuesto y sostenido, el adverbio fué sacado y fué con cono¬ 
cimiento, y después dC haber manifestado que en el sentido 
de la base reformada, «ningún español ni estranjero podría ser 
«desde entonces perseguido, ni civilmente ni de ninguna otra 
«manera; es decir, ni por la potestad civil ni por la eclesiás- 
«tica, por sus opiniones ó creencias religiosas, si no las ma- 
«nifeslaba con actos públicos contrarios á la religión.» Esto 
fue declarado claramente en la misma Asamblea. Y por esto 
mismo fue que en el seno de la comisión no faltó quien, ha¬ 
biendo valerosamente combatido en favor de la unidad católi¬ 
ca, estando íntimamente persuadido del peligro en que caia 
por haber sacado á la base dicho adverbio, rehusó en seguida 
aprobarla con su voto, si bien la había al principio propues¬ 
to y defendido en uúion con sus compañeros. Por lo tanto, es 
claro hasta la evidencia que los autores y defensores de la base 
no hubieran cedido á esa exigencia, si su primer objeto al 
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idearla, proponerla y defenderla no hubiera sido abrir la puer¬ 
ta y desembarazar el camino, si no á la libertad, al menos á la 
tolerancia de cultos. 

No es, pues, lícito dudar que la segunda parte de la base 
admite el ejercicio privado de un culto no católico, y tiende 
por consiguiente á introducir y favorecer la tolerancia religio¬ 
sa. ¿Podrá decirse con sombra de razón, por consiguiente, que 
el estado de la religión en la Península no ha sido perjudica¬ 
do, y la unidad católica no sufre ningún daño ni la mas pe¬ 
queña ofensa? 

Esto es verdaderamente lo que encuentra y ha encontra¬ 
do injusto la Santa Sede; esto es lo que ha amargado y afli¬ 
gido á todos los buenos católicos y fieles españoles, y no ha 
podido por menos de amargar y afligir á su Padre común. Y 
tanto mas justamente le amarga y aflige, cuanto mas radicado 
en España la esclusiva profesión de la fé y del culto católico; 
cuanto mas enérgicamente la nación ha resistido siempre, 
y no deja de resistir á toda peligrosa innovación; cuanto mas 
gravemente la práctica esterna de un Óulto no católico, aun¬ 
que sea privado y secreto, en aquel reino ofende y compro¬ 
mete el gran principio vivificador y conservador de la unidad 
católica. 

No ha encontrado, «ni encuentra injusto la Santa Sede,» 
como se dice en el despacho español, que «según la base, no 
«se persiga á ningún español ni eslranjero por sus opiniones 
«ó creencias, mientras no se manifieste con actos públicos con- 
«trarios á la religión.» Lejos, ante todo, de una religión de 
paz, de una religión fundada esencialmente en la caridad, lejos 
la idea de la persecución en el sentido que parece darle á esta 
palabra el mismo despacho. La religión de Jesucristo y la San¬ 
ta Sede, suprema maestra y sustentadora de sus doctrinas y 
de sus máximas, separa, impugna, descubre el error y cumple 
estrechamente el sagrado deber de enseñar, amonestar, ex- 





hortar y poner todos los medios que su Divino Fundador lia 
puesto en sus manos, á fin de preservar á sus hijos y de ale¬ 
jar el contagio de aquellas regiones y países que están afortu¬ 
nadamente exentos: mas no persigue ni jamás ha perseguido á 
ninguno. «Y aquel famoso tribunal de la fé,» de que se hace 
mención en el despacho, no es en su índole, ni en su obje¬ 
to, ni en sus procedimientos, mas que un tribunal de peni¬ 
tencia, cuyos piadosos cuidados solo son dirigidos al mayor 
bien y a la salvación eterna de los extraviados, y «o se cstien- 
de á mas que á su corrección por las vias de la enseñanza, 
de la persuasión y de las penas medicinales , sin escudri¬ 
ñar, según el despacho, las conciencias , y «violar el secre¬ 
sto déla habitación, doméstica.» Los abusos que tuviera o 
hubiera podido tener, son enteramente estraños á su institu¬ 
ción, y aun con menor justicia se puede culpar á la Santa Se¬ 
de. El empeño con que se reproducen estas acusaciones, tan¬ 
tas veces desmentidas, no puede nunca tener el carácter que 
se trata de darle, si no se confunde la institución con e abu¬ 
so, y no se atribuyen efectos á causas que no son realmente 


las suyas. 

La Santa Sede ha encontrado injusta y fácil de compren¬ 
der la razón y oportunidad con que el documento español ha- 
ya creído justifica.' al gobierao con el ejemplo de lo que «lole- 
„ra, hace ó deja hacer á la mayor parte de los gobiernosca- 
.toficos,. á aquellos precisamente á quienes mas debe la San- 
la Sede. Dejemos aparte esta alusión: ya se ha dicho que a 
misma Santa Sede conserva siempre en la memoria, y es s.em 
pre reconocida á cualquiera beneficio, de cualquiera parle que 
vence- pero no por eso faltará jamás á los mas altos y apre¬ 
miaos deberes de su ministerio. Sean pues granárnos los 

’ i , ,, nviirpu cu cratilud, ella no falta, ni lal 

títulos que reclaman y exigen SU gidiuuu, 

taré jamás á cuanto en otro género y orden de cosas le d.cta 
la conciencia y le impone su oficio. Es verdad (¿yqmén podra 
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negarlo?), algunos gobiernos católicos toleran xj dejan hacer en 
punto de religión, bastante nías de aquello que .introduce en 
España la base dicha. Pero toleran y dejan hacer aquello que la 
imperiosa ley de la pública necesidad les prohíbe impedir, no 
sin nivelar y garantir al mismo tiempo la observancia de las 
debidas reglas, para que, apesar de la tolerancia, el error no 
se difunda y comunique. El caso, pues, de estos gobiernos na¬ 
da tiene de común, ó mejor dicho, es diametralniente opuesto 
al de España. Están establecidas hace siglos en los territorios 
de estos gobiernos las comuniones y sociedades no católicas. 
Y está admitida por irresistible razón de alta prudencia, y aun 
convenida y estipulada entre estas potencias la libertad ó tole¬ 
rancia de cultos. Al contrario, la nación española de un estre- 
mo á otro de sus regios dominios profesa eselusivamente la 
religión católica, y está inseparablemente afecta á la unidad 
religiosa. Bien lejos de haber deseado y pedido la mas lige¬ 
ra innovación, toda en cuerpo se lia levantado á protestar y 
reclamar al primer síntoma de la ofensa que se le inferia por la 
segunda parle de la base: ¿qué mas? Tampoco de los estran- 
geros han partido instancias y demandas para que se intro¬ 
dujese en España la libertad ó tolerancia religiosa, ó al menos 
se le preparase el camino. Si quiere tenerse una prueba de 
esto, en la misma asamblea se dijo varias veces por personas 
respetables, y se declaró en el curso de su ruidosa discusión, 
«que no hubojiinguna representación de estrangeros, sino la 
«de un judio de Alemania, que pidiese la libertad de cultos.» 

No mas á propósito ni con mayor fruto el despacho espa¬ 
ñol invoca el hecho de las dos Constituciones de 1 «557 y 1845, 
y se detiene especialmente en manifestar que cuanto admite y 
dispone la repetida parte de la base, «existe de derecho des- 
«de el 1848, época de la promulgación del código penal, en 
«el cual una, dos y tres veces, en diversos artículos y bajo 
«distintas formas, fué establecido terminantemente que la pu- 
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«blicidad fuese ia condición esencial del delito religioso,} que 
«á cuanto se hiciese sin ella, no se le impusiese pena alguna a 
«ningún acto secreto, por contrario que fuese al culto católico. » 
No es necesario volver á tratar de los respectivos artí¬ 
culos de las dos citadas constituciones, habiéndosele in ica o 
en otro lugar que por ellos no se autorizaba ni admitía en Espa¬ 
ña él ejercicio esterior, aunque fuese secreto ó privado, de un 
culto no católico, y mucho menos abría camino á la toleran¬ 
cia religiosa; en la misma Asamblea, al discutirse la base se¬ 
gunda, se confesó públicamente que en 1857 «la Asamblea pro- 
«gresista no admitió como enmienda la base que hoy presenta a 
«comisión.» Es cierto que el despacho mismo no invoca as 
mencionadas Constituciones, sino bajo el supuesto «que esta¬ 
ba tolerado de hecho aquello que últimamente dispuso la Cons¬ 
titución del estado.» Pero ¿cómo se prueba y puede razona¬ 
blemente' suponerse, contra la ciencia y e conocimien o D 
ral de la nación, que antes de aquel tiempo existiese y fue - 
admitida en el reinóla práctica _ esterna, aunque ^secreta 
Y privada, de untíulto no católico? 

Por lo que concierne al código penal, es necesario con¬ 
tar la gran diferencia de entidad é importancia que hay en¬ 
tre la ley fundamental del Estado, la cual forma y constituí 
el ser v la suprema ley de la nación, y el código penal que 
en el orden déla legislación, comparado especialmente a la ley 
fundamental, es secundario, y que calificados osi del.ims y las 
trasgresiones, según su diversa índole y gravedad, se limita 
fi|ar y proporcionar las penas á las circustanc.as, para ñor 
v fi uia P del que está destinado á aplicarlas. Por consiguiente, 

i a i *„ñnl todavía sena indudable que se na perju 

«£* 

. . car .^rte de a Constitución del Estado 

desde que se trajo a ser parte ue 
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aquello que antes solo era una disposición del código penal. 

Pero en verdad que de las palabras del código penal, en la 
parte relativa á los delitos contra la religión, mal se infiere 
que «esté en el mismo terminantemente establecido, que la 
«publicidad sea la condición esencial del delito religioso, y que 
«■se prohíba completamente el imponer pena alguna á cual- 
«quier acto secreto por contrario que sea á la religión.« No 
son en realidad los delitos religiosos los únicos que la letra 
de la ley penal, ahora vigente en España, castiga mas ó me¬ 
nos esplícitamente como públicos. Sin embargo, nadie dirá que 
por esta razón se hallan por la misma ley exentos de toda pe¬ 
na, por graves que sean, si cometidos en secreto, llegan des¬ 
pués á noticia de la autoridad pública. De la misma manera, 
por consiguiente, no puede entenderse que el articulo \29 
del susodicho código, en el cual se castiga «al que celebra 
«actos públicos de un culto que no sea el de la religión cató- 
«lica, apostólica, romana, con la pena de destierro temporal,» 
atribuya el castigo de semejante delito religioso á la publici¬ 
dad, hasta tal punto de exigir esta como condición esencial pa¬ 
ra que pueda aplicarse la pena, y no considere ya aqu-1 como 
delito, cuando la celebración de los actos de un culto no ca¬ 
tólico se hayan verificado en secreto, aunque por las cir¬ 
cunstancias del lugar, del tiempo y de las personas no quede 
oculto, y que la autoridad pública llegue á saberlo. Si así fue¬ 
se, las disposiciones del código penal español de 1848 estarían 
en contradicción con la ley fundamental del reino, sancionada 
y publicada en 1845, en la cual, á no dudarlo, no se per¬ 
mitía ni autorizaba de ningún modo el ejercicio esterno de un 
culto no católico, aunque fuese privado y secreto. 

Y que este y no otro es el sentido de los artículos en cues¬ 
tión, y que existe una diferencia sustancial entre las disposi¬ 
ciones del Código penal y la base segunda de la futura Cons¬ 
titución, resulta también del hecho de que los Prelados del rei- 
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no, que se callaron en aquel tiempo, y como afirmó en la Asam¬ 
blea un respetable*individuo, no hicieron reclamación ni ob¬ 
servación alguna sobre los artículos 128 y siguientes, que es¬ 
tablecen las penas para los delitos contrarios á la religión, han 
levantado la voz y unánimemente reclamado contra la suso¬ 
dicha base, A todo esto se agrega que las disposiciones del Có¬ 
digo penal solo se referian, y no podían referirse á otra cosa, 
mas que á la acción del poder civil sobre los delitos contra¬ 
rios á la religión; mientras que la base, particularmente des¬ 
pués de haber suprimido el adverbio civilmente, impide y es- 
cluye igualmente, como ya se ha observado, la acción de la 
Iglesia.'No puede, por consiguiente, de ningún modo decirse 
realmente, como aparece del documento español, que la Cons¬ 
titución del Estado, según la base misma, dispone hoy lo que 
existe de derecho en España desde 1848, en cuyo año se pro¬ 


mulgó el código penal. 

Pero por improbable y falta de fundamento que sea la hi- 
pótcsi, supongamos sin embargo, por un momento, que de las 
disposiciones de dicho código pueda sicarse legítimamente 
una conjetura, una prueba, una razón cualquiera en favor de 
lo que se pretende sostener en el mismo despacho. ¿Cómo y 
con qué confianza pueden invocarse al efecto las indicadas dis¬ 
posiciones después del hecho sobrevenido de la solemne con- 
vención concluida en 1851 entre la Santa Sedt y . • a 0 

ca? Ciertamente no habrá quien reconozca ó deje de recono¬ 
cer lo que se verá mejor en breve; á saber, que la letia y e 
espíritu del Concordato están especialmente dirigidos á robus¬ 
tecer cada vez mas en España la unidad católica, y a escluir 
por todos lados cuanto se le oponga ó pueda causarle ofensa ó 
peligro. Léase ahora el articulo 45 del referido tratado en los 
términos precisos en que se halla concebido, que son los s,guíen¬ 
les; «En virtud de esta solemne convención se teudrau por 
.abolidas, en cuanto se opongan á ella, todas las leyes, dispo- 
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«siciones y decretos, de cualquier modo y forma que hayan 
«sido dados hasta el dia en los dominios de España; y la misma 
«convención estará en vigor desde ahora en adelante en los 
«mismos dominios como ley de Estado.» Dado, pues, y no con¬ 
cediendo que los varios artículos del código estableciesen 
en derecho, corno se dice en el despacho, lo que recientemen¬ 
te ha dispuesto la Constitución del reino en la segunda parte 
de la mencionada base, ó sea que admitiesen el ejercicio pri¬ 
vado ó secreto, pero esterno, de un culto-no católico, ello es 
claro que debieron tenerse por abolidos y sin efecto, porque 
están en oposición con el Concordato, que en su letra en su 
espíritu, fué encaminado por el común consentimiento de las 
dos parles contratantes, a robustecer cada vez mas en Espa¬ 
ña la unidad católica, á preservarla de toda ofensa y peligro, 
á rechazar todo aquello que contribuya á entrar en el cami¬ 
no de la tolerancia y^ libertad de cultos. Y tanto mas se de¬ 
biera suponer que los susodichos artículos del código penal 
fueron comprendidos en el artículo 45 del mismo Concordato, 
y debieron considerarse como formalmente abolidos, cuanto 
que la abolición convenida no solo se estiende á todas las le¬ 
yes, disposiciones y decretos emanados en cualquier modo y 
forma hasta el dia en los dominios españoles, sino que ade¬ 
mas el mismo código aprobabo y promulgado por via provi¬ 
soria y como ensayo, no habia sido aun aprobado ni sancio¬ 
nado definitivamente cuando la solemne convención fué cerra¬ 
da y estipulada. Si la definitiva aprobación y sanción fuese 
acrecida posteriormente, ¿qué otra cosa resultaría en la in¬ 
dicada hopótesi, sino una infracción manifiesta del mismo 
tratado? 

Sin embargo, el documento español pretende sostener que 
en el sentido de la controvertida base, lejos de encerrar al¬ 
guna ofensa y daño á la religión y á la unidad católica, no 
contiene siquiera la mas ligera infracción del Concordato. 4 
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aquí viene bien , aunque sea ligeramente, el hablar de la pri¬ 
mera parte de la misma base. 

Todo lo que en prueba del asunto se espone en el mencio¬ 
nado despacho, está reducido al raciocinio siguiente, que co¬ 
piamos íntegro y traducido al pie de la letra, y que dice: 

«En vano se alega el testo del artículo primero del Con- 
«cordato de 1851, donde se consigna que la religión católica , 
.apostólica, romana, continua siendo la única de la nación es- 

.parióla, porque este es solo un hecho que la base constitucio¬ 
nal declara de la misma manera; y en cuanto á la segunda 
«parte de aquel artículo, solo se dice en ella que el culto ca¬ 
tólico conservará (ó se conservaría) siempre en'los dominios de 
«S M C lodos (ó con todos) los derechos y prerogolivas de 
.nue debe gozar, según la ley de Dios y los sagrados cánones 
Vago precepto, que puede ajustarse lo mismo para la unidad 
católica que con la tolerancia de cultos.» 

Para sondear lo que vale el tal raciocinio, y para poder 
decidir si legítimamente representa, y con fidelidad, la idea 
de lo dispuesto en el Concordato, conviene tener a la vista el 
testo original de dicho artículo, que dice asi: «La religión ca- 
«tólica, apostólica, romana, que con csclusion de todo otro 
«culto continua siendo la única de la nación española, se con¬ 
servará siempre en todos los dominios de S. M. C., con todos 
«los derechos y prerogativas de que debe gozar según las le- 
«yes de Dios y las disposiciones canónicas." 

Cualquiera que no se resiste al sentido común, debe infali¬ 
blemente reconocer, con solo la lectura de este articulo que 
si este contiene dos miembros ó partes, una incidental y otra 
principal, están tan estrechamente ligadas, que es uno mil 1 - 
sible el sentido que de elld resulta El sentido, pues del tal 
artículo es, y no puede ser otro, sino el siguiente. Que la re¬ 
ligión que de hecho es la religión de la nación española, sera 
conservada en España. De hecho la leligion cato íea es 
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única de esta Dación, con esclusion de iodo otro culto, y co¬ 
mo tal se espresó en la parle incidental. De modo que con¬ 
viniendo en la parte principal, que la religión misma se con¬ 
servaría, se dispuso y convino el modo de conservarla; esto 
es, con esclusion de cualquiera otro culto; pues como esta 
esclusion estuvo en la idea y en la mente de los altos contra¬ 
tantes, entró Igualmente en las obligaciones recíprocas espre- 
sadas en el articulo. De otro modo, la parte principal de él no 
correspondería con la incidental; y la religión, cuyo estable 
mantenimiento se conviene espresamente en aquella, no seria 
la misma que se indica en esta, donde se determina y carac¬ 
teriza como la única y esclusiva de la nación española. Y en¬ 
tonces la parte incidental del articulo hubiera sido completa¬ 
mente inútil, superflua é insensata, lo que repugnaría á la ín¬ 
dole de tan solemne estipulación, á la importancia de la cosa 
estipulada, y á la prudencia y sabiduría de los estipuladores. 
De modo que si la esclusion de todo culto no católico, no hu¬ 
biese entrado en la idea de los contratantes, y por consiguien¬ 
te, en las obligaciones que contrajeron, se hubiera omitido el 
inciso del articulo en cuestión, como se omite en los Concor¬ 
datos convenidos entre la Santa Sede y otras potencias católi¬ 
cas, donde existiendo de hecho en sus dominios la libertad 
y tolerancia de cultos, no se ha podido convenir ni espresar 
la esclusion de todo el que no fuese católico. 

De estas consideraciones se deducen de suyo legítimamente 
dos consecuencias. Primera: que en el documento español no 
se ha presentado el artículo 1.* del Concordato en su genuino 
y verdadero aspecto, pues qué separando las dos partes, prin¬ 
cipal y accesoria, de que se componen, solo ha quitado la 
unidad de pensamiento, resultando un sentido que no es el su¬ 
yo verdadero. Porque se ha alterado, no solo lo material de 
las palabras, sino tumbien la idea del pacto esplicilo y acepta¬ 
do reciprocamente por los contratantes, pues eu el citado arli- 
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culo DO se dice «que la religión católica conservará siempre los 
«derechos y prerogativas de que debe gozar, según la ey e 
«Dios y las disposiciones canónicas, sino que la religión mis 
«ma, qne continua siendo la única y esclusiva de la nación 
«española, será siempre conservada con lodos los derechos y as 
«prerogativas arriba dichas.» Segundo; y es mas importante 
Que la base constitucional, tocante á la religión, no esta en 
armonio con el Concordato, antes bien es una violación y una 
infracción patentes de su primer articulo. En este está clara¬ 
mente espreso y establecido, como se ha visto, el derecho 
de la unidad religiosa, reconociéndose al mismo tiempo no 
menos claramente que solo la religión católica, apostólica, ro¬ 
mana es la religión del Estado. Y en la base se anuncia solo 
V secundariamente el hecho presente: no se espresa de un mo¬ 
do terminante que la religión católica es la rehgion del Esta¬ 
do- y al decir como de paso «que los españoles piofesan 
«rélfgion católica,» sin añadir nada mas, puede colegirse con 
fundamento que solo se entiende que esta r(!ll S' on ^’ J 1 ' * 
de la nación española, pero no el que deba serlo. Cuan y 
esto es importantísimo, en el Concordato no solo se establece 
«que la religión católica es la sola y única» que profésala na¬ 
cí española, sino que también (como dejamos manifestado se 
depone c„ témúnos inequívocos la esc.usion de cualquier otro 

C “"l>or el contrario, en la base constitucional ni se declara 
que la religión católica es la sola y única de la nación espa¬ 
ñola ni mucho menos se consigna en ella la esc usion 11 cu 
quier otro culto. En lugar de esto, al poner coto csprcsamcnle 
en la se-unda parte á la acción de la autoridad civil y ecle- 

, 8 , electo á los actos contrarios á la religión, en 

aTqu no se practiquen en forma pública, ha venido á que¬ 
dar, almenes implícitamente, autorizado y posittvamentc co - 

... . . .. , A «¡ bien orivado y secreto, de cultos 

sentido el ejercicio estenio, si uitu y j 
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anticatólicos; abriéndose de este modo la puerta á la toleran¬ 
cia religiosa contra el testo terminante del artículo l.° del Con¬ 
cordato, el cual establece la esclusion de todo culto, á escep- 
cion del católico. 

La misma consecuencia, esto es, el mismo contraste entre la 
segunda base de la Constitución del Estado y el mencionado 
artículo del solemne tratado concluido en 1851, se deduce igual¬ 
mente si, por caprichoso concepto nada lógico y legítimo, se 
prescinde del sentido natural del artículo, aislando y separan¬ 
do entre sí las dos partes, principal é incidental que le cons¬ 
tituyen. El despacho español dá á entender que lo que con¬ 
cierne á la religión profesada por la nación está presentado, 
así en el Concordato como en la base constitucional, bajo el as- 
pecto y con el carácter de hecho. Pero es de advertir al pro¬ 
pio tiempo que, en el uno y en la otra, el tal) hecho está insi¬ 
nuado y contenido en la parle incidental, y no en la parte 
principal. 

La verdad es que si en el artículo del convenio se dice: 
«Será siempre conservada la religión católica, apostólica, ro¬ 
cana, que, con esclusion de cualquier otro culto, continua 
«siendo la única de la nación española;» se lee en la base se¬ 
gunda de la nueva Constitución: «La nación se obliga á man- 
«tener y proteger el culto y los ministros de la religión ca¬ 
lí tólica que profesan los españoles.» Ahora bien, sea permiti¬ 
do preguntar aqui: la indicación contenida en la parte inci¬ 
dental de la base acerca del hecho de la religión que profesan 
•os españoles, ¿encierra ó nó valor y significación con respecto 
á la existencia y al derecho y modo de existir de la religión 
en España? Si no los tiene, podría afirmarse que en la ley fun¬ 
damental del Estado, y de un Estado católico, no se ha teni¬ 
do en la debida cuenta el primer fundamento de toda socie¬ 
dad, ni se ha establecido cuál y cómo sea la religión que pro¬ 
fesa y debe profesar la nación; y esto no puede ser admití- 
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do, ni aun siquiera imaginado. Si encierra, empero, la siguí 
ficacion y el valor conveniente, lialirá de encerrar os 'e“ 
mente la indicación del hecho mismo contenido en P’ 
aunque incidental del Concordato; y los encerrar 
á la naturaleza de un contrato bilateral, celebrado c 
te para arreglar los negocios eclesiásticos del remo, ras g 
serie de vicisitudes deplorables, sobre el elemento esencial de la 
religión de los españoles. Pero al referirse a este hecho en 
el artículo del Concordato, se reconoce que la religión católi¬ 
ca es la única de la nación, con esc usion de cualq 
culto, mientras que la base presenta el hecho en . ' ’ _ 

lejos de reconocer la religión católica como ' D(e !a 
cion, escluyendo los demas cultos, admite lisa y 
práctica esterna, aunque privada, de 

base está, pues, en pugna con el primer articulo del Concor 
rhto é implica su iofraccion manifiesta. 

' No es fuera de propñsito advertir que no dice el arUcjdo 
que la religión es la única de la nación con escluso de o 
dos los demas cultos, sino que conUnua ^ " 

sion carecería de razón y sentido, si no estuv.ese encammada^a 
manifestar la obligación contraída por ambas pa , 
tener en todo tiempo la religión como única del Estado, 
esclusion absoluta de cualquier otro culto. 

Nada, en fin, alcanza tanto á poner de ^aifiesto lp pu, 
na que existe entre la base y el primer arlicu o 
dato, como un incidente ocurrido en las orleS ™ p ’¡ n _ 
noche misma en que aquella fué aprobada y vo » ^ 

diendo de algunas ideas que se emitieion, y j|Ucn ,¿ 

“ SrSLTÍX^ria sid; muy tras- 
,,ue se prestase créd.to ^ COBVenido particularmente 

cendental, a saber. 1 d en ,, ue „ 0 se mantuviese 
-los negociadores del Conco , ^ • ni( . amenle c0 . 

«el primer articulo como parte u q 
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«mo una declaración que no formaba parte de tan solemne 
«documento.» Con este objeto se apeló á la manifestación aná¬ 
loga hecha, según se dijo, cuatro años antes en la Asamblea 
por uno de los negociadores mismos; advirtiendo que no se 
recordaban las palabras, pero no había duda en cuanto al 
sentido. Sea lo que quiera de esta manifestación, cuya 
exactitud, época, forma é intento no se pretende averiguar 
aquí, la Santa Sede apoyada en su convicción, y poco dudo¬ 
sa sobre las intenciones del respetable sugeto á quien se alu¬ 
de, se encuentra en la necesidad de declarar sin rebozo, que 
el supuesto acuerdo particular no existe, y que la manifesta¬ 
ción hecha en la Asamblea nacional en la noche del 28 de Fe¬ 
brero al l.° de Marzo, es tan absolutamente gratuita como 
absurda. 

Que es gratuita se infiere hasta la evidencia de los térmi¬ 
nos mismos del artículo l.° del Concordato, los cuales encier¬ 
ran, singularmente en la parte directa y principal, no ya una 
simple declaración, sino una estipulación rigurosamente ajus¬ 
tada y aceptada reciprocamente por las partes contratantes. 
Fuera de esto, nadie podría persuadirse de que dicho acuerdo 
particular permaneciese en los limites de una avenencia verbal, 
al paso que otros puntos harto menos importantes dieron ma¬ 
teria á diferentes notas diplomáticas que están adjuntas á la 
estipulación, y forman parte integrante de ella. La manifes¬ 
tación es, ademas, de todo punto irracional y absurda. ¿Có¬ 
mo puede, en efecto, concebirse y justificarse un acuerdo 
particular entre los negociadores, para que se considere es¬ 
treno al Concordato su primer artículo? Este artículo es por 
cierto el mas esencial, no solo en sí mismo, por la importan- 
tancia y gravedad de las materias á que se refiere, sino tam¬ 
bién por la conexión que tiene con muchos otros que están 
con él en estrecho enlace, y con él fundan su razón, su valor 
y hasta su sentido. De esto se puede deducir con sobrado 
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motivo, que el haberse acudido en la Asamblea á aquel su¬ 
puesto acuerdo, no tiene mas esplic ación que el convencimien¬ 
to que abriga quien de él se valió de la oposición abierta en 
que están la base constitucional y el primer articulo del Con¬ 
cordato. 

No es este artículo el único que queda lastimado y violado 
en la base constitucional. En el segundo, que se presenta co¬ 
mo consecuencia del primero, y que en este mero hecho es- 
plica y corrobora el pensamiento que hasta aquí se va soste¬ 
niendo, se dispuso y estipuló espesamente que «la instrucción 
«en las universidades, colegios, seminarios y escuelas publi¬ 
cas ó privadas de cualquiera clase, será en todo conforme á la 
doctrina de la misma religión católica;» & cuyo fin se convino 
también en que no se pondrá impedimento alguno á los Obis¬ 
pos \ demas Trelados diocesanos, encargados por su ministe¬ 
rio de velar sobre la pureza de la doctrina de la fé y de as 
costumbres, y sobre la educación religiosa de la juventud cu 
el ejercicio de este Cargo, aun en las escuelas publicas. 

■ Y en el tercero se aseguró en estos términos plena liber¬ 
tad á los Prelados en el ejercicio de sus facultades: tampoco 
se pondrá impedimento alguno á dichos Prelados o. á los de¬ 
más sagrados ministros en el ejercicio de sus funciones n. los 
molestará nadie bajo ningún prctesto, en cuanto se refiera 
cumplimiento de los deberes de su cargo; antes bien cuidaran 
todas las autoridades del reino de guardarles y de que se les 
guarde el respeto y consideración debidos, según los ívinos 
preceptos, y de que no se haga cosa alguna que pueda causarles 
desdoro^ menosprecio. S. M. y su real gobierno dispensaran 
asimismo su poderoso patrocinio y apoyo a los 
casos nue le elidan, principalmente cuando hayan de oponerse 
á la malignidad de los hombres que intenten pervertir los áni¬ 
mos de los fieles y corromper sus costumbres., o cuando hubtere 
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de impedirse la publicación, introducción ó circulación de li¬ 
bros malos y nocivos. 

Pues bien; hallándose autorizados implícitamente, conforme 
á la segunda parte de la base constitucional, ó quedando, 
al menos, según .el despacho español, fuera de la acción de la 
ley de las autoridades civiles y eclesiásticas, los actos contra¬ 
rios á la religión mientras no se practiquen ante el público, 
resulta, como imprescindible consecuencia, que la enseñanza 
privada de las doctrinas anticatólicas está ¡fuera de la ley, y 
no podrá ser estorbada y reprimida por la potestad civil ni 
por la eclesiástica, ó lo que es lo mismo, queda implícitamente 
autorizada y consentida. 

¿Y esto es mas, por ventura, que una infracción flagrante 
del articulo 2.° del Concordato, en el cual se estipula, con las 
mas terminantes palabras, que la enseñanza «pública y privada 
«en todas las escuelas, cualesquiera que sea su índole y su na- 
«turaleza, habrá de ser enteramente conforme á la doctrina 
«de la religión católica?» Y si en virtud de la base constitu¬ 
cional queda consentida y fuera de la acción civil y eclesiásti¬ 
ca la enseñanza privada y secreta de doctrinas anticatólicas, 
¿cómo ha de permanecer en plena integridad y amplitud el li¬ 
bre ejercicio del derecho y del deber recíproco, garantido for-^ 
malmente á los Obispos por el artículo l.° del Concordato, de 
velar sobre la pureza de la fó y de las costumbres, y sobre la 
educación religiosa de la juventud? ¿Cómo puede concederse, 
y con qué fruto han de invocar los Obispos el apoyo y protec¬ 
ción del poder civil contra las ocultas tramas y los tenebroso s 
designios de las personas interesadas en depravar el entendi¬ 
miento y corromper las costumbres de los incautos, y contra la 
impresión secreta y la insidiosa introducción y circulación de 
perniciosos libros? Los abusos y desórdenes que han debido de¬ 
plorarse y deploran sin tregua los buenos españoles, conse¬ 
cuencia de la aprobación y publicaciou de la base constilu- 
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cional, hablan altamente, y son de suyo sobradamente elocuen¬ 
tes, sin que sea necesario prolongar mas la enojosa tarea de 
esponer y demostrar su indudable antagonismo con respecto á 
los citados artículos del Concordato. 

De la base de la nueva Constitución del reino, concer¬ 
niente á la religión que profesa la uacioq, pasa el documento 
español al decreto ú orden circular que prohíbe la admisión 
de novicias en los conventos de monjas. El gobierno, para justi¬ 
ficar y hacer patente la «razón y prudencia con que procedió 
«en aquella cuestión,» apela á «ese mismo Concordato que tan¬ 
to invoca la Santa Sede,» y en las cuales apoya especialmen¬ 
te sus enérgicas protestas. Citando después en resumen el artí¬ 
culo 30, no titubea en deducir de él que «las casas de reli¬ 
giosas dedicadas únicamente á la vida contemplativa, no tie- 
«nen existencia legal en España,» y que las qüe habia, ó de¬ 
bieron cambiar de forma ó ser cerradas. Y después de haber lla¬ 
mado la atención sobre la indulgencia del gobierno «en haber 
«tolerado durante algunos años la admisión de novicias, sin 
«que en los conventos en que entraban se hiciese mudanza 
alguna,» concluye afirmando que la circular «no hizo mas que 
«exigir la ejecución del Concordato al evitar el aumento de 
«monjas, ínterin no constase si las respectivas comunidades 
«habían cumplido, y en qué manera,» las condiciones de su 
existencia legal. 

A fin de que pueda juzgarse con el necesario conocimiento 
de causa si estos raciocinios estriban en sólidas bases, y si las 
inducciones son justas y legitimas, conviene acudir al testo 
original del artículo mismo, en que se apoya el documento es¬ 
pañol, si bien acomodando á su manera el sentido sin trascribir 
completamente las palabras. El articulo está redactado en es¬ 
tos términos: 

•Para que haya también casas religiosas de mugeres, en las 
.cuales puedan seguir su vocación las quesean llamadas á la 
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«vida contemplativa y á la activa de la asistencia de los enfer¬ 
mos, enseñanza de niñas y otras obras y ocupaciones tan pia- 
«dosas como útiles á los pueblos, se conservará el instituto 
«de las Hijas de la Caridad, bajo la dirección de los clérigos 
«de San Vicente de Paul, procurando el gobierno su fomento. 

«También se conservarán las casas de religiosas que á la 
«vida contemplativa reúnan la educación y enseñanza de las ni. 
«ñas ú otras obras de caridad. 

«Respecto á las demás órdenes, los Prelados ordinarios, 
«atendidas todas las circunstancias de sus respectivas diócesis, 
«propondrán las casas de religiosas en que convenga la admi- 
«sion y profesión de novicias, y los ejercicios de enseñanza ó 
«de caridad que sea conveniente establecer en ellas. 

«No se procederá á la profesión de ninguna religiosa, sin 
«que se asegure antes su subsistencia en debida forma.» 

Tan obvio y tan claro es el sentido literal del artículo, 
que no puede ofrecer la menor duda ninguno de sus párrafos. 
Tres son las clases de comunidades y casas de religiosas que 
en él se mencionan: unas dedicadas, por la Índole particular 
de su instituto, á la vida activa; otras á la vida mista, y las 
últimas á la vida puramente contemplativa. En el primer pár¬ 
rafo, después de enunciarse de un modo general la intención 
de las partes contratantes, de garantir la existencia de las co¬ 
munidades y casas de religiosas dedicadas á la vida activa ó 
á la contemplativa, se habla con especialidad de las dedicadas 
con preferencia á la vida activa, como son las Hijas de la Ca¬ 
ridad: en el segundo de las de vida mista; y en el tercero 
de las de vida puramente contemplativa. Si así no fuese, el 
segundo párrafo se confundiría con el primero, ó seria mas 
bien una repetición viciosa de este. El tercero, por su parte, 
carecería de objeto y de designio. Refiriéndose los dos que 
anteceden á las casas y comunidades de vida activa y mista, 
¿cuáles serian, pues, los otros instituios de monjas á que alude 
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el párrafo? No es esacto, por consiguiente, como supone el des¬ 
pacho, que el artículo 50 del Concordato hable única y vaga¬ 
mente «de mugeres llamadas y consagradas, al mismo tiempo 
«que á la vida contemplativa, á la activa de la asistencia de los 
«enfermos, enseñanza de niñas, y otras obras y ocupaciones 
«piadosas y útiles; de casas de religiosas que á la vida contem- 
«plativa reúnen la educación y enseñanza de las niñas; de con- 
«ventos en que solo se permite la profesión de novicias, pro- 
«poniendo los Ordinarios los ejercicios de enseñanza ó de ca¬ 
lidad á que deben dedicarse.» Antes bien, según las palabras 
mismas del despacho, las comunidades y casas de monjas de¬ 
penden, por las condiciones legales de su existencia,.de lo dis¬ 
puesto en el Concordato, y el articulo 50 comprende, no solo 
á las de vida activa y vida mista, sino también á las de vida 
puramente contemplativa. Afirmase, pues, sin razón ni funda¬ 
mento, que estas últimas casas de religiosas carecen, según 
el Concordato, «de existencia legal, y que las que había de¬ 
bieron ser cerradas ó cambiar de forma.» Bien al contrario: 
el artículo del Concordato, en vez de disponer que fuesen di- 
sueltas las comunidades de vida contemplativa, y cerradas sus 
casas, ó que se sujetasen á un cambio sustáncial de forma, 
está encaminado á garantir la conservación en la Península 
de las casas y comunidades de monjas dedicadas a la vida 
contemplativa. 

Cierto es que en el párrafo que las concierne, se espreso 
que los Ordinarios propondrían las casas donde fuese, en su 
sentir, conveniente la admisión y profesión de las novicias, co¬ 
mo asimismo los ejercicios de caridad y enseñanza a que iu- 
bieren de consagrarse las religiosas; mientras que se estable- 
ció la existencia de las de sida activa y vida ra.sta, s.a .mpo¬ 
ner ni exigir mas requisitos que los que prescr.be y rec ama la 
naturaleza é Índole de sus respectivos institutos Pero tampo¬ 
co debe creerse que, en cuanto á las religiosas e vt a pura 
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mente contemplativa, el cumplimiento de ciertas obras de ca¬ 
ridad y enseñanza, á. propuesta de los OrdinariQs, fuese im¬ 
puesto como una condición indispensable para la admisión ó 
profesión de las novicias; y mucho menos que se quisiese intro¬ 
ducir y sancionar un cambio tal de forma, que viniese á alte¬ 
rar la naturaleza y esencia de la misma vida contemplativa, 
Vasformándola, por decirlo asi, en activa. Para convencerse 
de ello, basta reparar con atención el testo literal del articulo, 
de cuyo sentido y regla notabilísima de derecho no puede apar¬ 
tarse, sin dar lugar á inconvenientes y al absurdo. Ciertamen¬ 
te, las palabras del párrafo por las cuales se dispone que las 
obras de caridad y de instrucción, que deberán cumplir las 
religiosas de vida contemplativa, fuesen, «según el parecer de 
«los Obispos adecuadas á las mismas,» están muy distantes de 
espresar el pensamiento de alterar la esencia y la Índole de la 
institución, y de convertir en activa la vida contemplativa, sino 
que espresan una idea y un sentido diametralmente contrario, 
que tiende á conservar íntegra é ilesa la Índole y esencia de la 
misma vida, apesar de la adición de las obras arriba indica¬ 
das; las que, por otra parte, adoptadas en los modos debidos, 
pueden perfectamente conciliarse con ella, sin que resulte 
ninguna trasformacion ó alteración sustancial. Que, en su con¬ 
testo, el párrafo de que se trata no impone como condición in¬ 
dispensable el cumplimiento de las obras susodichas, aparece 
claramente del cotejo del párrafo mismo en el cuarto, que le 
sigue inmediatamente, el cual, porque se quiso realmente es¬ 
tablecer una condición necesaria á la profesión de las novi¬ 
cias, fué concebido de esta manera: «Ninguna será admitida 
«á profesar, sin que antes se haya proveído, en la debida for* 
«ma, á su manutención.» 

Ademas, la convicción que resulta del exámen imparcial 
del sentido literal del artículo, bienc conformada y robusteci¬ 
da por las circunstancias y los hechos anteriores y posteriores 
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á su estipulación, de donde aparece el espíritu y la intención 
que lo dictó. No es necesario añadir que la intención del ple¬ 
nipotenciario pontificio no fué ni pudo ser el consentir una con 
dicion, por la que las comunidades y casas de religiosa c - 
gradas á la vida contemplativa debían cerrarse o s 
una alteración ó trasformacion sustancia de '\ ,lda m . 

Esto, que en ninguna parte del orbe cristiano sena convemen 
U 1 las máximas y miras de la Santa Sede, mucho me.» 
podía estarlo tratándose de la España católica, feliz cuna y fe¬ 
cundísimo apostolado de la vida contemplativa y de suti tau .lus¬ 
tres secuaces, que la cultivaron, la promovieron, la aumenta 
ron, poblando el reino de monasterios, de un estrenuo a otro. 

Pero debe decirse también que no fué diferente el espíritu 
V la intención de las dos respetables personas que negociaron 
el Concordato en nombre de la augusta Reina de España Y ya 
„e la ocasión se presenta favorable, es necesario, para gloria 
y honor de la verdad, consignar un hecho, tal vez no bástan¬ 
le conocido del público, á saber: que entonces, como ahora, 
existía en España concorde y unánime, en todas las personm 
leales y honradas, cualesquiera que fueran los principios y 
tema político á que pertenecieran, el sentimiento de ]U tic a 
y de compasión hácia las desgraciadas monjas, que de¬ 
jadas de sus bienes, producto del patrimonio ° 

familia, y reducidas á la mas angustiosa situación, ofrecie 
ron al mundo el espectáculo edificante, digno y propio 
cemente de la Iglesia católica, de condenarse con la mayor 
abnegación á toda'clase de estrechez y de privaciones, antes 
nue faltar á la fé jurada á Dios, aprovechándose de la ley 
ue íes abría el santuario del claustro. Como de este común 
sentimiento participaban completamente el gobierno de aquel 
tiempo y mucho mas los negociadores del Concordato, no hu 
bo duda ni dificultad alguna acerca de la conservación de las 
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comunidades y casas de religiosas de vid* puramente contem¬ 
plativa. 

Y tanto menos existió ó podía haberla, después que el mis¬ 
mo gobierno, aun antes de las negociaciones para el Concor¬ 
dato, había cuidado de dejar libre en los monasterios de que 
se trata, la investidura y la profesión de un cierto número de 
novicias. Pero porque la prudencia reclamaba que se tuviese 
alguna consideración á la eventualidad de las circunstancias, 
y porque no podía dejarse de tener presente que la índole de 
la vida contemplativa no se alteraría sustancialmente por la 
adición, ó mas bien por mayor estension y mas directa apli¬ 
cación, con beneficio del pueblo, de ciertas obras de caridad 
y de instrucción que, á lo menos en parte, estaban ya en uso 
y práctica en semejantes comunidades dedicadas á la misma 
vida, se convino fácilmente en la modificación y adición in¬ 
dicada. A fin de conseguir por otra parte que, al condescen¬ 
der, en cuanto fuese lícito, y por el bienestar futuro de los 
mismos monasterios, á las exigencias de los hombres que de¬ 
muestran apreciar mucho mas las ventajas temporales del pue¬ 
blo, que en lo que un orden inmensamente mas elevado é im¬ 
portante puede producir á las naciones y á los reinos de la vi¬ 
da contemplativa de las religiosas, no quedase perjudicado el 
fin y objeto principal, se convino igualmente, ni con menor 
facilidad, en que se dejase al prudente juicio y discernimiento 
de los Obispos el examen y la propuesta de las obras de ca¬ 
ridad y de enseñanza que fuesen mas convenientes á la na¬ 
turaleza é índole de los referidos monasterios, y que la mane¬ 
ra de ejecutarlo no alterase sustancíalmente la vida contem¬ 
plativa, trasformándola casi en activa; ni fuese en realidad 
una condición indispensable para la investidura y profesión de 
las novicias. Aquí está, por consiguiente, el verdadero y ge¬ 
nuino sentido, según las circunstancias y hechos anteriores, de 
donde resulta el espíritu y la intención que ajustó los términos. 




Agréguense las circunstancias y los hechos posteriores, que 
están completamente conformes. Fué, en efecto, en el mismo 
sentido que, con el objeto de ordenar la pronta y fiel ejecu¬ 
ción del mencionado artículo, apenas tuvo lugar la solemne 
ratificación del Concordato, se dirigieron de común acuerdo 
á todos los Prelados diocesanos del reino dos cartas circulares, 
una del ministro, en aquella épqca, de Gracia y Justicia, la 
otra del Nuncio apostólico. Fué igualmente en el mismo sen¬ 
tido y con el mismo objeto que el dia 14 de Diciembre de 1851 
se publicó un real decreto, en el que se dispuso que desde lue¬ 
go fuesen presentadas á la aprobación de S. M. C., y publica¬ 
das en la Gaceta oficial de Madrid, las propuestas que se hu¬ 
bieran hecho hasta entonces, y que se hicieren e-i adelante 
por los respectivos Ordinarios, de los monasterios de vida con¬ 
templativa que debían conservarse en cada diócesis, con la in¬ 
dicación de las obras de caridad é instrucción que los mismos 
Ordinarios, según la diversidad de las circunstancias, hubie¬ 
sen creido ó creyesen conveniente á cada uno de ellos. 

Fué, por último, en el mismo sentido y objeto, conforme 
al citado real decreto que se vió sucesivamente aparecer en la 
mencionada Gacela , todos los índices de las comunidades y ca¬ 
sas de monjas de la antedicha clase, los que, según la pro¬ 
puesta de los Obispos, se conservarían establemente en Espa¬ 
ña, conforme á los términos del Concordato, con el espreso 
anuncio del reconocimiento y aprobación real. En vista de 
estos hechos, que son notorios, que se hallan confirmados por 
documentos públicos, no es posible dudar ni un momento acer¬ 
ca del verdadero y genuino sentido del artículo 50 de la mis¬ 
ma solemne convención, en la parte relativa á las monjas de 
vida puramente contemplativa. ¿Cómo puede asegurarse, por 
consiguiente, en el despacho español, que .las comunidades y 
.casas de semejantes religiosas no tienen, según el Concorda- 
.to, existencia legal en el reino; que debían cerrarse ó cam- 
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«biar de forma en el momento en que aquel fué promulgado; 
«que nada de cuanto disponía el mismo Concordato se había 
«cumplido; que el gobierno ha tolerado por espacio de cua- 
«tro años la admisión de novicias, sin que se hubiera efec- 
«tuado ningún cambio en los monasterios donde entraron;» y 
que, por último, el mismo gobierno, por su orden circular, 
de que se ha quejado la Santa Sede, «no ha hecho otra cosa 
«mas que exigir la ejecución del Concordato, evitando el in- 
«debido aumento de monjas?» 

Si bien, por lo que viene indicado en el despacho, 
el gobierno de España no ha pretendido prohibir absoluta¬ 
mente la entrada de las novicias en los monasterios de vida 
contemplativa, pero únicameute suspenderla «hasta tanto que 
«no le conste si las respectivas comunidades cumplen, y de 
«qué manera, á las condiciones de su existencia legal.» Y este 
parece ser el modo con el cual quiere esplicar y justificar su 
conducta en este caso. Cuáles, según el Concordato que tanto 
invoca sobre este punto el mismo despacho ? son las condicio¬ 
nes de la existencia legal de los monasterios de vida contem¬ 
plativa, y hasta dónde se estienden, se halla mas que demos¬ 
trado de cuanto se ha dicho hasta ahora. Esto supuesto, no 
hay ninguna dificultad en asegurar que no existe un solo mo¬ 
nasterio de dicha clase en España, que no goce de titulo le¬ 
gitimo, y que no observe las verdaderas condiciones de su 
existencia legal. Pero aunque por casualidad existiese alguno 
que, ó por la estrechez del edificio, ó por el pequeño número 
de religiosas, ó por la índole especial del instituto, ó por al¬ 
guna justa causa, no hubiese podido cumplir las obras de ca¬ 
ridad y de instrucción propuestas por el propio Prelado, no 
por eso estaría el gobierno en derecho de prohibirles, aunque 
temporalmente, la admisión de novicias. 

Y aun supuesto el derecho; es evidente que bajo el aspec¬ 
to y por el único motivo, por no decir pretesto, de asegurarse 
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del cumplimiento de las requeridas condiciones, no le era per¬ 
mitido atentar de repente á la vista de la corporación, priván¬ 
dola, ó por lo menos retardándoles los medios de aumentar, 
de prosperar, de ponerse en disposición de cumplir las mismas 
obras designadas por el Ordinario. Y mucho menos podía apli¬ 
car la odiosa medida de la suspensión, no solo á aquellos mo¬ 
nasterios de vida contemplativa, que á noticia y ciencia de to¬ 
dos observan las supuestas condiciones, sino también á los otros 
de vida activa ó mista, cuya existencia legal no depende, se¬ 
gún los términos del Concordato, y por confesión del despacho, 
de ninguna condición. 

Pero lo que se propusiese, y donde se dirigiese realmente 
el gobierno español con la lamentable orden circular, no ha 
lardado á verse, y dá de ello públicamente tristísimo testimo¬ 
nio la otra orden de la misma especie que se publicó el 31 de 
Julio próximo pasado, es decir, después de la salida de Espa¬ 
ña del encargado pontificio. 

Aquí «se declaran suprimidos ahora y en adelante todos 
«aquellos conventos en que el número de religiosas sea inferior 
«ádoce;» disponiéndose ademas la reunión y concentración de 
las monjas procedentes «de conventos suprimidos en otros de 
«la misma regla, ó mas próximos y capaces.» La orden habla 
por sí misma, y no necesita comentarios. Pero este nuevo 
agravio á la autoridad y á los derechos de la Iglesia, esta in¬ 
fracción ulterior de pactos solemnemente estipulados es aun mas 
grave y reparable, si se atiende á que el gobierno de S. M. 
C. se obligó estrictamente, en una nota diplomática que for¬ 
ma parte integral del Concordato, á hacer cuanto estuviese á 
su alcance para que las religiosas de diferentes órdenes y re¬ 
glas, reunidas confusamente en los anteriores trastornos de la 
Península, fuesen separadas y trasferidas á distintos locales. 

El plenipotenciario pontificio manifestó al propio tiempo, 
en otra nota de igual forma y autoridad, el propósito que abri- 

8 
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ga ia Santa Sede de cooperar á la reunión de las comunidades 
que existiesen separadas en una misma población, de orden, 
regla y constituciones iguales. Si bien concebido este segundo 
acuerdo en términos mucho menos rigurosos que el primero, la 
promesa pontificia se llevó inmediatamente á cabo. En el mes 
mismo en que fue promulgado el Concordato como ley de Esta¬ 
do, esto es, en Octubre de 1851, el mencionado plenipotenciario 
dirigió al efecto una circular á todos los Ordinarios del reino, 
los cuales no dejaron ni han dejado de cooperar al propio fin. 
Fuerza es decir que, por el contrario, han sido rarísimas las 
ocasiones en que el gobierno español ha contribuido, como po¬ 
día y debía hacerlo, á disponer los edificios necesarios para 
segregar y distribuir á las religiosas de diversos institutos, y 
que en cambio no han dejado de ofrecer frecuentes ejemplos 
de trabas y dificultades, encaminadas á entorpecer las deman¬ 
das, así de los Obispos como del Nuncio apostólico, encargado 
de la ejecución del Concordato por parte de Su Santidad. Y 
al disponerse ahora nuevamente la concentración de las mon¬ 
jas pertenecientes á las comunidades que han de suprimirse á 
consecuencia de la órden, si bien se hace mención de la iden¬ 
tidad de instituto, todavía se añade, sin miramiento á esta cir¬ 
cunstancia, que la reunión deseada se efectúe cuando menos 
entre los conventos mas inmediatos ó masespaciosos y ade¬ 
cuados, como se efectuará sin duda á causa de las exigencias 
mismas de las condiciones locales. 

Y aun es mayor, continúa el despacho español adelantán¬ 
dose á combatir las potestades de la Santa Sede, referentes 
al decreto en que se prohibió á los Obispos conferir las órde¬ 
nes sagradas: «y aun es mayor, si cabe, la razón que asistía 
«al gobierno para disponer que no se confieran órdenes sa- 
«gradas, á menos que los ordenados hayan ya obtenido, ú ob¬ 
tengan en adelante, prebendas ó beneficios eclesiásticos, ó á 
«menos que no hayan ya ascendido al subdiaconado, ó sean 
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«de los religiosos esclaustrados que no hayan recibido órdenes 
«sagradas, y deseen hacerlo; todo con el fin de no pejudicar 
«derechos adquiridos.» Descritos después los graves inconve¬ 
nientes que «en todos tiempos ha ocasionado á la Iglesia y 
«al Estado la abundancia de clérigos sin beneficio ni ocupa- 
«cion, ni medios de subsistencia,» y alegando las leyes ecle¬ 
siásticas á par que las civiles, añade: que en el Concordato 
de 1051 «se reconoció, es verdad, como no podia menos, en 
«los Obispos el derecho de conferir órdenes sagradas: tampo- 
«co ahora lo desconoce, ni podria desconocerlo, sin cometer 
«una impiedad notoria, el gobierno de la- Reina. Pero estas fa- 
«cultades de los Ordinarios tienen un límite que no es menes- 
«ter consignar en ningún Concordato, que no es menester de- 
«clarar en ninguna ley, porque hay muchas ya que claramen¬ 
te lo fijan, y aun á falla de ellas, lo fijaría el huen sentido: 
«que losObispos no pueden prodigar las órdenes sagradas mas 
«allá de la necesidad y de la conveniencia pública; y por úl- 
«timo, que es indispensable conocer y fijar, para que luego 
«quede libre la facultad de los Obispos, el número de ordena - 
«dos que debe haber en una nación.» 

Numerosas y graves consideraciones sugieren losraciocio- 
nios del documento español. Se ha manifestado en otro lugar 
en términos generales, que algunos de ellos no pueden encon¬ 
trar mas apoyo ni fundamento que el. reprobado principio de 
la dependencia de la Iglesia del Estado, y el pretendido dere¬ 
cho de inspección quq intenta arrogarse el poder secular so¬ 
bre' todo cuanto concierne al régimen y administración cste- 
rior de las cosas eclesiásticas. Ahora van á ser presentadas 
aquellas observaciones que se deducen mas inmediatamente de 
dichos raciocinios, y pueden ayudar también, en la esfera de 
los hechos, á apreciar su verdadero valor é importancia. Es 
menester señalar, ante todo, una equivocación significativa en 
que incurre el despacho, al invocar el Concordato en la mate- 
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del artículo, cuyas disposiciones han sido lastimadas por el de¬ 
creto que prohibió á ios Obispos conferir las órdenes sagra¬ 
das. Dice el propio despacho que «en el Concordato de 1051 
«se reconoció, como no podía dejar de serqutenfifosb Obispos 
«el derecho de conferir las órdenes, y que ¡el gbbieráí© espa- 
«ñol no desconoce, ni podría desconocer este dewcho sin co- 
«meter una impiedad notoria.» 

Pero el consiguiente artículo, que es el cuarto de la con¬ 
vención, dice así espresamente: «Con todo lo demas concer¬ 
niente al derecho y al ejercicio de la autoridad eclesiástica y al 
«ministerio de la sacra ordenación, los Obispos y su Clero gó- 
«zarán de la plena libertad que establecen los sacros cánones.» 
No es, pues el derecho propio de conferir órdenes el que re¬ 
conoce el Concordato; porque siendo este derecho inherente 
á la orden episcopal, que lo recibe de Dios por medio de la 
consagración, no es propiamente, ni puede serlo nunca, ma¬ 
teria de Concordato. Lo que en él, supuesto el derecho, se 
establece, reconoce, y formalmente se estipula, es el libre 
ejercicio de aquel derecho. Esto es, se establece, se recono¬ 
ce, y estipula que los Obispos ejercerán con la plena libertad 
que disponen los sagrados cánones, el poder y el derecho de 
ordenar, que recibieron de Dios. Y asi como á esta libertad 
se opone directamente el mencionado decreto, porque prohi¬ 
biendo á los Obispos mismos el conferir órdenes sacras, la li¬ 
mita esta facultad y la impide, así también, sea cual fuere el 
motivo de haberlo espedido, es incontrovertible que el tal de¬ 
creto, ademas de inferir grave ofensa á la potestad de la Igle¬ 
sia en materia de su competencia y esclusivo derecho, ha ma¬ 
nifestado, y sustancialmente infringido uno de los mas impor¬ 
tantes artículos del Concordato. Y para que la gravedad de 
tal infracción del aludido artículo de la solemne convención, 
aparezca mas de bulto por particulares circunstancias que le 
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conciernen, no será fuera de propósito recordar un hecho har¬ 
to conocido sin duda del gobierno español, á saber: que el ar¬ 
ticulo mencionado en que se reconoce y asegura á los Obispos 
la plena libertad prevenida por las disposiciones canónicas en 
el ejercicio de la potestad de orden, ó sea en el ministerio de la 
sacra ordenación, fue justamente, con algunos otros, primero 
discutido, y admitido luego, y ofrecid o en los mismos términos 
por el gobierno mismo á principios del año 1847. Esto es, 
cuatro años antes de la conclusión del Concordato, como con¬ 
dición y base del envió á Madrid de un delegado apostólico, y 
de la consiguiente renovación de las relaciones oficiales entre 
la Santa Sede y la España. Todo lo cual resulta de las co¬ 
municaciones hechas entonces por el plenipotenciario de S. M. 
C. en Roma, siguiendo las instrucciones que le fueron dadas 
en nombre de la Reina por el mismo Sr. Pacheco, ministro 
de Estado entonces, y presidente del Consejo. 

Mas examinaremos de paso las observaciones y los motivos 
con que el despacho español intenta justificar el lamentado de¬ 
creto. Reconociéñdo¿e en él el derecho de los Obispos á con¬ 
ferir órdenes, se añade: que tal derecho «tiene sus límites li¬ 
bados por la necesidad y conveniencia pública.» Y que por lo 
tanto, no puede «quedar libre el ejercicio del tal derecho, sin 
«conocer antes y determinar, á lo menos próximamente el 
«número de los ordenados que'debe haber en una nación.» 
Con que todo el fundamento y la justificación del decreto es¬ 
triban en atribuir á la potestad secular el derecho de arreglar 
y dirigir en los Obispos el ministerio de la sacra ordenación, y 
el de juzgar, no solo las necesidades espirituales de los pue¬ 
blos, sino también la aportunidad, conveniencia y modo de 
darles remedio. 

Sabido es que la Iglesia, teniendo, en cuanto la está con¬ 
fiado , una potestad suma é independiente, tiene ademas del 
derecho esencialmente propio de tal completa potestad, el de 
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elegirse sus ministros y cooperadores, y el de habilitarlos para 
el uso de sus funciones; y que este derecho no puede ser li¬ 
mitado ni impedido por ninguna otra potestad, aunque sea su¬ 
prema en distinto género, sin invertir y trastornar el orden es¬ 
tablecido por Dios. Sabido es, ademas, que los ministros de la 
Iglesia son escogidos de en medio del pueblo, y promovidos á 
las órdenes sacras para socorrer y subvenir á las necesidades 
espirituales de los fieles; que los Obispos instituidos por el Es¬ 
píritu Santo para regir la Iglesia, son cada cual en su dióce¬ 
sis, los solos jueces naturales de las tales necesidades; y que 
por consecuencia, son responsables únicamente á Dios, y al que 
lo representa en la tierra, de la elección que hagan de los mi¬ 
nistros sagrados, y del uso que hagan de la potestad que reci¬ 
ben del mismo Dios. Y también es sabido que la Iglesia tiene 
un cuerpo de leyes, algunas de las cuales remontan á sus pri¬ 
meros tiempos, y que andando estos han sido aumentadas, mo¬ 
dificadas é interpretadas, según las necesidades y las circuns¬ 
tancias, y en las que están prescritas las cualidades y dotes que 
deben distinguir á los ordenandos, y la debida atención que 
debe tenerse á las necesidades espirituales de los pueblos, ar¬ 
reglando perfectamente el ejercicio de la potestad de orde¬ 
nar, ó sea el ministerio de la sacra ordenación, que pertene¬ 
ce esclusivamente á los Obispos, todo dispuesto con suma pru¬ 
dencia, sabiduría y previsión. Por lo que aun cuando alguno 
de ellos, hipotéticamente hablando, se olvidara y apartara de 
sús deberes, y se atreviera á dar las sacras órdenes sin obser¬ 
var las reglas establecidas, ni exigir á los ordenandos las cali¬ 
dades y requisitos que espresan las disposiciones canónicas, 
el gobierno layeal no tendría derecho para limitarle ó impedirle 
el ejercicio de la potestad y del ministerio; y solo podría te¬ 
ner en ello un motivo de dirigirse al gefe de la Iglesia, para 
que usando de su suprema autoridad sobre las personas y cosas 
eclesiásticas, proveyese al desorden y reprimiese el abuso. Por 
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lo contrario, el despacho español lleva la exigencia al punto 
de que, prescindiendo también de la indicada hipótesi', y que¬ 
jándose solamente de la frecuencia de las ordenaciones en Es¬ 
paña desde la promulgación del Concordato, admite, á lo me¬ 
nos dubitivamente, la necesidad y lo inicuo de la misma; pero 
atribuye á culpa de los Obispos y de la Santa Sede que ni 
aquel ni esta estuviesen positivamente prpbados. «Sellan mul¬ 
tiplicado, dice el despacho, las ordenaciones, quizá con ne- 
«cesidad, pero sin que estuviese probada esta necesidad, qui- 
«zá sin daño público, pero sin que se baya demostrado que 
«este no existia.» 

De modo que, según el sentido del despacho, es preciso 
deducir que el gobierno español, no solo cree poder limitar la 
libertad de los Obispos en el uso del derecho de ordenar, tan 
ampliamente garantido en el articulo á.° del Concordato, no 
solo cree que el ministerio de la sagrada ordenación deba su¬ 
jetarse á las consideraciones de la necesidad y conveniencia pú¬ 
blicas, sino que cree ademas que no les es permitido á los 
Obispos el ejercerlo,.si antes no se prueba legalmente el con¬ 
curso de estas causas, y no baya el mismo gobierno pronuncia¬ 
do su juicio sobre el particular. 

Tampoco debemos omitir aquí, ni dejar ó un lado sin algu¬ 
nas reflexiones, otra idea que las indicadas palabras del do¬ 
cumento español tienden á insinuar sobre el origen, naturale¬ 
za y fin del estado eclesiástico, al exigirse que el número de 
los ordenados se determine en proporción de la conveniencia 
y necesidad pública, se altera y desvirtúa el verdadero signifi¬ 
cado del estado eclesiástico, y los hombres consagrados á la 
Iglesia vienen á ser considerados y tratados como meros fun¬ 
cionarios del estado seglar. Esta idea es del todo falsa y suma¬ 
mente peligrosa. Siendo mucho mas noble y elevado el prin¬ 
cipio que conduce por el camino del santuario, y teniendo un 
fin tan superior y distinto, repugna que el número de los ecle- 


— G4 — 

siástieos tenga que arreglarse á la huella y base de la necesi¬ 
dad y conveniencia pública en el orden civil. Los que se de¬ 
dican al estado eclesiástico los llama Dios á él, y los llama tam¬ 
bién el santo fin de servir á su culto y cooperar á la salvación 
de las almas; por lo que todo límite con que se quiera dismi¬ 
nuir su número, es un obstáculo que se opone á los efectos de 
la vocación divina, al ejercicio del culto, al bien espiritual de 
los fieles. La misma Iglesia, tan celosa y vigilante por la vida, 
saber, costumbres y otras cualidades de los ordenados, y que 
con tanto cuidado ha recomendado y mandado á los sagrados 
Pastores el mas escrupuloso exámen antes de la ordenación, 
no ha dirigido nunca prescripción alguna para limitar el nú¬ 
mero de aquellos, antes hien, dispuesta por un lado á dejar 
cada día mas libre la vocación, y deseosa por otro, de pro¬ 
veer á la dignidad y al decoro de los ministros del Señor, per¬ 
mitió en el santo Concilio de Trento, que ademas de los bene¬ 
ficios eclesiásticos se pudiesen ofrecer y aceptar, á título de 
ordenación, los bienes patrimoniales y las rentas de familia. 
Así quedó asegurada la decente manutención de los ordena¬ 
dos, y se evita al mismo tiempo que la escasez ó penuria re¬ 
tardase ó dejase ineficaz é infructuosa la vocación divina. 

Y fué cabalmente para adherir y conformarse del todo á 
este espíritu de previsión y cordura con que se guia la Iglesia, 
que al darse ejecución al artículo 4.° del Concordato, se pu¬ 
blicó de pleuo acuerdo, entre el gobierno de España y el Nun¬ 
cio apostólico, con fecha 20 de Abril de 1852, un real decreto, 
en que se declaró que quedaban los Ordinarios, diocesanos en 
plena libertad de promover á las órdenes sagradas, con título 
de patrimonio, á los clérigos menores que probasen á su favor 
la reunión de los requisitos prescritos por las leyes canónicas. 
Diez solos dias después se publicó otro decreto, redactado con 
el mismo acuerdo, y cuyo objeto era el de anunciar que desde 
el dia de la solemne promulgación del Concordato quedaba abolida 
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y abrogada la infausta ley de 19 de Agosto de 1841» que ha¬ 
bía secularizado todas las capellanías de patronato lego, y au¬ 
torizado á los patronos á pedir y exigir de los tribunales del 
Estado la declaración de libre propiedad sobre los bienes per¬ 
tenecientes á aquellas. Pero no solamente ha quedado Sin efecto 
el primero de estos decretos, en fuerza del último de que se 
trata, y que ha prohibido á los Obispos el «conferir órdenes 
«sagradas, á menos que los que quieran ordenarse no hayan 
«obtenido ú obtengan después alguna prebenda ó beneficio eele- 
«siástico;» pero ya había cesado, y hallábase sin vigor el se¬ 
gundo, á consecuencia de otro decreto de 0 de Febrero de 
este año, en reactivo y reprislino, como en otro lugar se ha 
dicho, la citada odiosísima ley de 1041. En tal modo, ademas 
de las violaciones continuas, graves y manifiestas de los artí¬ 
culos relativos á este punto del Concordato, á pesar de su ya 
consumada ejecución, se han quitado á los clérigos los medios 
mas fáciles y comunes en España para ascender á las órdenes 
sagradas, y se ha agravado mas y mas aquel estado de envile¬ 
cimiento y miseria, que el gobierno español aparenta esquivar 
y deplorar, y que según el despacho, no ha iniluido poco en 
la publicación del espresado decreto, limitando y prohibiendo 
á los Obispos el ministerio de la sagrada ordenación. 

Así el testo y el objeto de este mismo decreto, como las pa¬ 
labras referidas del documento español, y otras en las cuales 
se intenta justificarlo, tienden por su naturaleza á despertar 
una idea, ó mas bien á acreditar un hecho que parece opor¬ 
tuno aclarar y rectificar. A juzgar por las indicaciones del de¬ 
creto y del documento, debiera creerse que el clero sobrea¬ 
bunda en la Península, y que el número de eclesiásticos es exor¬ 
bitante en proporción de las necesidades. Cuán inesacto sea 
esto, lo demuestran sobradamente el total abandono en que se 
hayan no pocas parroquias de casi todas las estensas diócesis 
del reino; los continuos y vivos clamores de numerosas y con- 
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considerables poblaciones, que solo tienen uno ó dos eclesiáti- 
ticos que no pueden asistirlas como conviene, por diligentes y 
activos que sean; la necesidad indecible, en ‘que muchos Pre¬ 
lados se encuentran constantemente, de autorizar en varios 
puntos del territorio diocesano á los párrocos y á sus coadju¬ 
tores á decir dos Misas en los dias festivos; los lamentos cada 
dia mas amargos y repelidos de los Prelados mismos, con moti¬ 
vo de la escasez de sacerdotes que advierten á menudo, y que 
les impide satisfacer las mas graves y urgentes necesidades de 
las iglesias confiadas ú su cuidado; lo prueban, en fin, sin som¬ 
bra de duda otras muchas lamentables circunstancias, tan no¬ 
torias en España, que no hay para qué recordarlas ahora. Cier¬ 
to que si se admitiese el principio establecido en el preámbulo 
del real decreto citado, esto es, que debe señalarse y fijarse 
en el plan general de organización eclesiástica el empleo que 
corresponde á cada individuo del clero, y si esta organización, 
según igualmente se indica, hubiese de limitarse al clero cate¬ 
dral, colegial y parroquial, podría ser en efecto, que el nú¬ 
mero de eclesiásticos que existe actualmente en España esce- 
diese bastante al número material de beneficios y oficios anejos 
que pudieran ser conferidos. Pero ¿seria dable satisfacer de 
este modo las innumerables y diversas necesidades de los ca¬ 
torce millones de fieles que encierra la Península, á la instru- 
cion de la juventud, al ministerio de la predicación, al ejer¬ 
cicio del culto divino, á la dirección de las almas, á la admi¬ 
nistración de los sacramentos, á la celebración del sacrificio, 
á la asistencia de los enfermos, al alivio de los pobres, y á 
otras atribuciones semejantes, esclusiva ó peculiarmente ade¬ 
cuadas á aquellos que proceden del seno del pueblo, y desem¬ 
peñan una misión constituida en provecho del pueblo en todo 
cuanto se refiere á Dios y á la religión? 

Apoyado en el falso principio poco antes indicado* ha pre¬ 
tendido el gobierno español hacer depender el acto de confe- 
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rir las ordenes sagradas, de un arreglo y sistema futuro de to¬ 
das las parroquias de la Península é islas adyacentes. E invo¬ 
cando con este fin en el despacho las disposiciones del Con¬ 
cordato, se afirma: que «para conocer y fijar, próximamente 
«al menos, el número de ordenados que debe haber en la na- 
«cion, se determinó en el articulo 24 de aquella solemne es- 
«tipulacion, que se procediese á formar un nu«vo arreglo y 
«demarcación parroquial en las diócesis del reino, teniendo en 
«cuenta la eslension y naturaleza del territorio y de la pobla- 
«cion, y las demas circunstancias locales que era necesario 
«para esto tener presente.» Añade en seguida, «que el gobier¬ 
no español ha hecho desde el Concordato acá cuanto ha es¬ 
piado de su parte para que el arreglo parroquial se lleve á 
«efecto en breve plazo. Pero que no ha podido conseguirlo, ni 
«ha hallado por cierto en la Santa Sede la solícita premura que 
«ha puesto en que se cumplan otros puntos del Concordato.» 
Después de esto, concluye el despacho: «que habiéndose mul- 
«liplicado en el ínterin las ordenaciones, preciso era ponerles 
«un término, y preparar, con la suspensión de las órdenes, la 
«ejecución del articulo 24 del Concordato, y mas cuando de 
«esta manera no se infringía el Concordato, sino que se cum- 
< plia, no se inferia ninguna ofensa á la Religión y al Estado, 
«sino que notoriamenle.se procuraba que su esplendor no fue- 
«se en un punto importante oscurecido.» 

Al proceder al examen y á la impugnación consiguiente de 
estas ulteriores deducciones del despacho español sobre el mis¬ 
mo argumento del mencionado decreto, ocurre, en primer lu¬ 
gar, la rectificación de un yerro gravísimo que se ha cometi¬ 
do con respecto al sentido genuino y á la verdadera intención 
del artículo 24 del Concordato. Supone el despacho, que es 
objeto especial de este artículo, determinar y fijar el número 
de ordenados que debe haber en España. Pero no es, en ver¬ 
dad, así; y que el error es espontáneo, aparece en la poca ó 
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ninguna conformidad, y aun tal vez patente contradicción que 
resultaría entre lo que se dispone y estipula en el articulo 4.° 
ya citado, y el artículo de que ahora se habla. En el primero 
como se ha visto, y es indudable, está prometida y formal¬ 
mente garantida á los Obispos la libertad completa del minis¬ 
terio de la sagrada ordenación, sin límite ni restricción algu¬ 
na, Conforme á las prescripciones canónicas; mientras que en 
el segundo, esto es, en el 24, se habría al menos implícita¬ 
mente establecido y ajustado que nadie pudiera ser promovi¬ 
do á las órdenes sagradas, si no fuera dable aplicar al 'clero 
parroquial la norma de la espresada orgauizacion eclesiástica, 
de que se habla en la esposicion que precede al decreto en 
cuestión. 

Prescindiendo, sin embargo, de esta consideración, el ob¬ 
jeto y verdadero sentido del artículo está aclarado y deter¬ 
minado por los hechos anteriores, que el gobierno español no 
ignora ni puede ignorar. Largo tiempo había ya que se haría 
sentir en España la necesidad de una nueva y mas acertada 
demarcación de las parroquias y de sus dependencias en las 
diferentes diócesis; y hasta el año 4817 se pensó en llevarla á 
cabo, y se dieron al efecto algunos pasos que, por adversas 
circunstancias y deplorables vicisitudes, permanecieron sin re¬ 
sultado. Traia su origen la necesidad de la irregularidad con 
que, al formarse en distintas épocas y ocasiones, se trazaron 
los territorios, de las mudanzas y modificaciones sobrevenidas 
con el trascurso de los tiempos, y de la informe é incorrecta 
distribución de las parroquias mismas, efectuada sin tener en 
cuenta la distancia que mediaba entre ellas, las condiciones 
de los pueblos, y las dificultades locales. De donde provino que 
singularmente las pequeñas poblaciones situadas en los cam¬ 
pos, en los montes, en parajes de acceso siempre molesto, y á 
'veces casi imposible en ciertas estaciones, careciesen, como to¬ 
davía carecen, de los medios necesarios para dar culto á Dios 
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en la majestad del templo, de los consuelos que solo pueden 
obtenerse de la religión y de sus ministros, y de los auxilios 
espirituales indispensables. La necesidad se acrecentó sin me¬ 
dida después de la funesta é ilegítima supresión de los regula¬ 
res, que con especialidad en ios pequeños pueblos eran en 
momentos de apuro el sosten de los párrocos, el amparo de los 
Obispos, y el último alivio de los fieles. 

Por tanto, al entablar tratos para el Concordato con el fin 
de arreglar los asuntos eclesiásticos del reino, tan malparados 
á consecuencia de las perturbaciones públicas, fué uno de los 
primeros pensamientos de los negociadores poner remedio á la 
necesidad indicada. Este, y no otro, fué el objeto del artículo 
del convenio; esta la intención que dictó su testo y determina 
su sentido; esto, en fin, lo único que se infiere de sus propios 
términos, que son los siguientes: 

A fin de que en todos los pueblos del reino se atienda con 
el esmero debido al culto religioso y á todas las necesidades 
del pasto espiritual, los muy Udos. Arzobispos y 11 dos. Obis¬ 
pos procederán desde luego á formar un nuevo arreglo y de¬ 
marcación parroquial de sus respectivas diócesis, teniendo en 
cuenta la eslension y naturaleza del territorio y de la pobla¬ 
ción, y las demas circunstancias locales, oyendo á los cabildos 
catedrales, á los respectivos arciprestes* y á los fiscales de los 
tribunales eclesiásticos, y lomando por su parte todas las dis¬ 
posiciones necesarias, á fin ,de que pueda darse por concluido 
y ponerse en ejecución el precitado arreglo, previo el acuer¬ 
do del gobierno de S. IÍI., en el menor término posible. 

Como se vé, lo que movió á disponer* por mútuo acuerdo, 
un nuevo arreglo y sistema de parroquias, fué el deseo de 
«atender plenamente y con el esmero debido, en todo el rei- 
«no, al culto divino y á las necesidades espirituales de los fie¬ 
les,» y de remover los notorios inconvenientes que á aquel y 
á estos acarreaba la demarcación existente. Con el mismo de- 
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siguió se resolvió ademas que los Prelados, al formar y pro¬ 
poner los proyectos de la démarcacion futura, tuviesen en 
cuenta «así la estension y naturaleza del territorio y del pue- 
«blo, como las demas circunstancias locales.» Y para que se 
procediese con la mayor cautela y se evitase el riesgo de in¬ 
currir en los mismos defectos de la demarcación actual, se dis¬ 
puso también que fuesen consultadas todas aquellas personas 
que por su posición y esperiencia estuviesen en el caso de su-, 
ministrar noticias y consejos. Nada de esto encierra, por cier¬ 
to, la idea de hacer depender las órdenes sagradas de la eje¬ 
cución del nuevo arreglo de las parroquias, ó de encaminar 
este arreglo al supuesto fin.de conocer y determinar el núme¬ 
ro de ordenados que debe haber en la nación. Teniendo pre¬ 
sentes el carácter verdadero de los hechos que anteceden, y 
el sentido literal del artículo, se echa de ver desde luego que 
no entró ni por asomo aquella idea en el pensamiento de los 
negociadores, y mucho menos en el de las altas partes contra¬ 
tantes que aprobaron y sancionaron el Concordato. 

No obstante, el despacho español, al asegurar que «el go- 
«bierno ha hecho todo'cuanto ha estado de su parte para que 
«el arreglo parroquial se lleve á efecto en breve plazo,» aña¬ 
de que no ha podido hasta ahora lograrlo, y que «no ha ha- 
«llado ciertamente en la Santa Sede, acerca de este punto, la 
«solícita premura que ha puesto en otros puntos del Concor- 
«dato.» Según el citado artículo 24, que no sin razón hemos 
trasladado mas arriba, palabra por palabra, la.formacion de los 
proyectos, y cuanto hace relación con la susodicha nueva cir¬ 
cunscripción de las parroquias, está enteramente confiada co¬ 
mo no podia menos de estarlo, prescribiéndolo así las disposi¬ 
ciones canónicas, especialmente las del santo Concilio de Tren- 
to, al celo, pericia y prudencia de los Obispos y Prelados dio¬ 
cesanos, á quienes al mismo tiempo se insinúa, que antes de 
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su cumplimiento se pongan de acuerdo con el gobierno para 
todo lo quesea de su incumbencia. 

Por lo que no puede esplicarse cómo se quiere ahora 
atribuir á culpa de la Santa Sede el atraso que se supone lia 
sufrido injustamente la espresada operación. Y lo infundado 
de la acusación resalla mas, si se reflexiona que si, por hipó¬ 
tesi, los Obispos todos, ó algunos de ellos, se hubiesen manifes¬ 
tado mal dispuestos, y lentos en el cumplimiento de la impor¬ 
tante comisión que les confia el artículo 24 del Concordato, 
el gobierno español, que conformándose á él, debia intervenir 
en este asunto, tenia el derecho y libertad de acudir á la Santa 
Sede; quien, con los medios que hubiese juzgado convenien¬ 
tes, se hubiera apresurado á escitar el celo, y-sacudir la su¬ 
puesta lentitud é inercia de los Prelados del reino. Ahora bien; 
podemos afirmar con toda franqueza, y nadie mejor que el go¬ 
bierno está en estado de saberlo, que ni antes, ni después, ni 
en época inmediata á la publicación del Concordato, ni recien¬ 
temente, se ha promovido ninguna reclamación ni petición so¬ 
bre el parlicular. 

Ni en verdad había lugar para promoverla; y los hechos 
ocurridos al tratarse este negocio, que para rechazar la es- 
presada molesta acusación vamos á esponer breve y adecuada¬ 
mente, ofrecen uua prueba irrefragable de este aserto. Apro¬ 
bado solemnemente el Concordato en bula apostólica de 5 de 
Setiembre de 4851, y publicado ademas como ley del reino, 
con real decreto de 17 de Octubre siguiente, no tardaron el 
ministro entonces de Gracia y Justicia y el Nuncio apostólico 
en ponerse de acuerdo para activar con toda eficacia la eje¬ 
cución de sus muchos artículos, y particularmente de los que 
eran mas urgentes, ó podían efectuarse mas pronto que los de¬ 
mas. El vigésimo cuarto no fué por cierto el último que recla¬ 
mó su solicitud. Pareció al principio, y con razón, que la refor¬ 
ma de la demarcación parroquial debia ser precedida por la 
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nueva división de las diócesis estipulada también en el artículo 
5.° del Concordato; pero como á esta, según los pactos con¬ 
venidos, debía ser contemporánea la reunión de algunas de las 
diócesis existentes, y la creación de otras en sitios mas con¬ 
venientes, y especialmente en la capital del reino, que siem¬ 
pre ha carecido de iglesia Catedral, como para disponer con 
prontitud todo lo necesario al efecto se necesitaba mucho tiem¬ 
po, y obstabarí varias dificultades enteramente independientes 
de la Santa Sede; como en la citada bula se había dispuesto 
espresamente que la reunión, erección y nueva circunscripción 
de las diócesis debía efectuarse después de cumplidos los demas 
artículos del Concordato; y por fin, como de ambas partes era 
sincerísima la intención de apresurar lo mas pronto posible la 
nueva circunscripción y demarcación parroquial, se decidió que 
sin levantar mano se llevaría esta á efecto, haciéndola prece¬ 
der á las de las diócesis. 

Con el fin, ademas, de procurar en. lo posible la mayor 
uniformidad en los planos que cada Prelado debía formar del 
territorio sujeto á su iglesia, de precaver las dificultades que 
al presentar estos planos sin previo consentimiento del gobier¬ 
no, podían temerse por parte de este, y de facilitar y apresu¬ 
rar de este modo la ardua y complicada operación, pareció su¬ 
mamente útil y conveniente que, con pleno acuerdo de las dos 
supremas- autoridades, se comunicasen á los respetables Prela¬ 
dos, para norma y regla de sus proyectos, algunas bases ge¬ 
nerales; salvo, sin embargo, y reservada espresamente á los 
mismos la facultad de aplicarlas según las circunstancias locales, 
y de proponer al mismo tiempo las modificaciones y cscepcio- 
nes que exigiesen las necesidades de las respectivas diócesis. 

Existiendo en el ministerio de Gracia y Justicia muchos ma¬ 
teriales, unos necesarios y otros útiles al caso; y teniendo 
el digno caballero que entonces lo presidia, y había antes ser¬ 
vido en él por muchos anos en otra categoría, completo co- 
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nocimiento de aquellos, quiso encargarse él misino de tan im¬ 
portante trabajo, que, apesar de su estraordinaria laboriosi¬ 
dad, tuvo indispensablemente que sufrir algún atraso; tanto 
mas, que debia comprender diferentes cuestiones y puntos su¬ 
balternos que era preciso arreglar con las demas, como eran^ 
por ejemplo, los patronatos particulares sobre las parroquias 
y los beneíicios, con obligación de coadyuvar al párroco, la 
pertenencia de sus bienes y rentas, y otras de esta especie. 
Concluido apenas, y comunicado al Nuncio apostólico, princi¬ 
piaron las conferencias y discusiones, las que, no obstante la 
perfecta armonía con que de una parte y de otra se trataba la 
ejecución del Concordato, tuvieron que durar varios meses, á 
causa de las mejoras y variaciones que el Nuncio, á su modo 
de ver, creia que se debían adoptar para alcanzar mejor 
el objeto que servia de norte al ponerse de acuerdo sobre una 
nueva circunscripción de todas las parroquias del reino. 

No fué difícil convenirse y concertarse acerca de algunas 
de las antedichas mudanzas y mejoras. Lo que mas se discu¬ 
tió, y en lo que hubo divergencia, fué sobre el número de 
párrocos, coadjutores y auxiliares, en razón á la diferencia de 
población y de lugares, como también sobre las parroquias que 
deberían existir respectivamente en cada diócesi, según las di¬ 
ferentes categorías que so reconocen en España, á saber, de 
entrada, de ascenso y de término, y algún otro punto de la 
misma y parecida especie. Ya que el Nuncio proponiéndose 
principalmente la asistencia espiritual de los fieles y el mayor 
decoro de los eclesiásticos dedicados á la cura de las almas, 
opinaba y pedia el aumento proporcionado de personas y de 
categorías mas altas y mejor provistas, y el ministro, aunque 
perfectamente dispuesto y animado acerca de uno y otro punto 
del deseo del bien, se hallaba, y no podía menos de hallarse, 
algún tanto retraído por la consideración del no pequeño au¬ 
mento que debia resultar en la cuota de la contribución ter- 
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ritorial que, según el artículo 38 del Concordato, debía sepa¬ 
rarse de las rentas del Estado, y adjudicarse libremente como 
parle de la dotación del clero. Gracias á la buena fe y al es¬ 
píritu de conciliación que dirigían las negociaciones, todo fue 
al fin arreglado á satisfacción de ambas partes, y estaba ya 
para publicarse y dirigirse á los Prelados diocesanos la <mr- 
respondiente real cédula, cuando de improviso vino á cesar 
el ministerio presidido por el Sr. Bravo Murillo. 

Inaugurado el nuevo ministerio bajo la presidencia del se¬ 
ñor general Roncali, conde de Alcoy, el Nuncio apostólico, su¬ 
mamente disgustado porque semejante contratiempo hubiese 
impedido la publicación de un acto tan deseado é importante» 
y previendo al mismo tiempo ulterior atraso, se apresuró á 
evitarlo, no economizando al efecto las instancias, los pasos y 
premura cerca del nuevo ministro de Gracia y Justicia. Pero 
este, ni creyó deber dar curso á este mismo negocio sin exa¬ 
minarlo y conocer su importancia, ni pudo, por la multitud 
de negocios con que se vió agobiado al principio de su mi¬ 
nisterio, ocuparse de él con la deseada prontitud, ^solo des¬ 
pués de tres meses fué cuando, asistido de dos oficiales de su 
ministerio, bien informados de cuanto se harbia tratado con 
el ministerio anterior, se prestó á una conferencia que, aun¬ 
que larguísima, no produjo resolución alguna al efecto, ha¬ 
biéndose querido insistir sobre la modificación y reforma de la 
mayor parte de los puntos ya acordados anteriormente des¬ 
pués de madura discusión, lo que el Nuncio no se halló dis¬ 
puesto á consentir. Trascurridos muy pocos dias, el referido 
ministerio tuvo también que retirarse del gobierno de las co¬ 
sas públicas, sucediendo el presidido por el señor general Ler- 
sundi. 

A la natural consecuencia del atraso 'de los negocios que 
resultan del cambio repentino y simultáneo de todas las per¬ 
sonas que los dirigen, se agregó bajo este tercer ministerio la 
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circunstancia de que el nuevo secretario de Gracia y Justicia 
permaneció constantemente en San Ildefonso, residencia du¬ 
rante el verano de la real corte, distante cerca de quince le¬ 
guas de Madrid. Sin embargo el Nuncio, que tenia empeño, 
como el que mas, en la pronta publicación del referido acto t 
no dejó de agitarlo con la instancia mas viva, ya de palabra 
cuando le fué dado el verle, ya mucho mas frecuentemente por 
escrito. Pero sus diligencias cerca de este no tuvieron mejor 
éxito que las que habia practicado ya con su antecesor. En los 
primeros dias de Setiembre, estando próxima la vuelta de la 
corte á la capital, y habiendo tenido el mismo Nuncio varias 
conferencias al efecto con una persona del ministerio que se 
habia quedado en Madrid, tuvo alguna esperanza de que el ne¬ 
gocio fuese á lo menos revisto y tratado. Pero al indicado re¬ 
greso tuvo lugar inmediatamente la caída del ministerio Ler- 
sundi, entrando un cuarto, que fué llamado á presidir el se¬ 
ñor Sartorius, conde de San Luis. 

Entre tanto el Nuncio, elevado, por otra parte, hacía seis 
meses á la púrpura, habia dispuesto su regreso á Roma, des¬ 
pués de haberlo diferido hasta entonces por el único, ó á lo 
menos principal motivo, de cooperar personalmente á la con¬ 
clusión del referido negocio. Sin embargo, antes de salir de 
Madrid, lo que verificó el dia G de Octubre de 1855, habién¬ 
dose abocado al efecto con el nuevo ministro de Gracia y Justi¬ 
cia, señor Castro y Orosco, marques de Gerona, tuvo el gusto 
de hallar en él la mas franca disposición á publicar cuanto 
antes el deseado acto, como después de tanto examen y dis¬ 
cusión se habia por fin acordado, con el que fué el primero 
á tratar de él, con la mejor intención, el ministro señor Gon¬ 
zález Romero. A pesar de todo, á los primeros pasos que dió 
al efecto, el encargado interino de la Santa Sede, siguien¬ 
do las instrucciones que le habia dado el Cardenal pro-Nuncio 
antes de marchar, se suscitó duda acerca del sentido que so- 
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jjre alguno de los puntos hubiese realmente convenido el mis¬ 
mo Cardenal. El señor ministro, con la honradez que tanto le 
distingue, quiso que el Cardenal fuese consultado por una car¬ 
ta, y que se aguardase su respuesta. Llegada esta, no hubo 
ya motivo para dilaciones, y la real cédula se publicó en la 
Gaceta oficial del reino el 3 de Enero de 1054. Hasta aquel mo¬ 
mento los venerables Prelados de España nada habían podido 
hacer acerca de la nueva demarcación parroquial, convenida 
en el artículo 24 del Concordato, no ignorando que debían 
esperar la comunicación de las bases generales, que debían 
fijarse con pleno acuerdo de las dos altas partes contratantes. 

No bien la hubieron recibido, se dedicaron á sus tareas 
con un celo, una diligencia y una perseverancia que en eslre- 
mo los honra. Si lodos no habían remitido al gobierno sus res¬ 
pectivos planes del nuevo arreglo y demarcación, cuando se 
publicaba y dirigía á las potencias católicas el despacho es¬ 
pañol, debe esto achacarse á las gravísimas dificultades que, 
singularmente en algunas diócesis, impiden que se formen di¬ 
chos planes con el esmero y esactilud que requieren. 

En vista de los hechos escrupulosamente referidos, cuyos 
testimonios existen en la nunciatura apostólica, y con mas es- 
tension en la secretaría de Gracia y Justicia de Madrid, pue¬ 
de juzgarse si los Prelados del reino se han manifestado len¬ 
tos, inertes y mal dispuestos á llevar el negocio á feliz térmi¬ 
no, y si hay razón para atrilmir á la Santa Sede las dilacio¬ 
nes que ha csperimentado. Y con mayor certidumbre podrá 
calcularse con qué fundamento se ha decidido el gobierno es¬ 
pañol, no solo á asegurar en el despacho que «habiendo he- 
«cho cuanto estaba de su parle,« ha tenido que ceder á la 
desgracia «de no encontrar en la Santa Sede, acerca de este 
«punto, la solícita premura que ha desplegado para la realiza- 
«cion de otros puntos del Concordato,» sino á calificar de «in¬ 
concebible descuido ■ el modo de proceder de ella con res- 


pecto al cumplimiento del artículo 24 del solemne tratado. 

Pero el despacho españoJ, sin poner todavía coto á sus vue¬ 
los, no titubea en imputar á la Santa Sede «el mismo descui- 
«do en una materia que es,» en su juicio, «si no la mas im- 
«portante, la que con mas fé, con mas instancia ha discutido 
«siempre la Santa Sede, la que dá verdaderamente causa al 
«rompimiento que hoy se deplora.» Fácil es conjeturar por es¬ 
tas palabras que se alude á la cuestión de la venta de los bie¬ 
nes eclesiásticos, á la llamada ley de desamortización. La San¬ 
ta Sede, cuando hay que sustentar los principios y defender los 
derechos de la Iglesia, no oye mas voces ni sigue mas impul¬ 
sos que los de la conciencia; ni se deja llevar mas que del sen¬ 
timiento de sus deberes, fuente única de su actividad y de su 
energía. En él se hallan el origen y la razón justísima de las 
reclamaciones y protestas de la misma Santa Sede relativamen¬ 
te á la cuestión, de la cual se ocupa el despacho con mas esten- 
sion que los demas puntos que han dado materia hasta ahora á la 
presente impugnación. Y si la discusión relativa á esta mate¬ 
ria hubiese sido algo mas vigorosa por parle de la Santa Sede, 
esto nacería y debería atribuirse esclusivamenle al interés y 
al empeño que el gobierno español ha tenido en provocarla, á 
las desagradables circunstancias en que tuvo lugar, y á la ne¬ 
cesidad apremiante de poner á cubierto la integridad de los 
principios y de la verdad de los hechos. 

Por lo demas, públicos son los actos y las reclamaciones 
de la Santa Sede, y lo son afortunadamente por obra del 
gobierno mismo. Su simple lectura pondrá en el caso de de¬ 
cidir á todo hombre de sano é imparcial criterio, sisón, ó nú, 
ciertos el ardor y apasionado ahinco con que, según aíirma 
el despacho, ha debatido siempre la Santa Sede la cuestión 
de la venta de los bienes eclesiásticos, con relación á la lla¬ 
mada ley de desamortización. Que tal cuestión no ha sido, fue¬ 
ra de esto, la verdadera y única ocasión del 
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relaciones oficiales entre la Santa Sede y España, lo demues¬ 
tran las observaciones anteriores y los hechos ya alegados en 
e^te escrito. ¿Y quién podría hallarse convencido de ello mejor 
que el gobierno mismo, sí, guiado por un instante por su buen 
sentido, fijase sosegadamente la atención en los documentos que 
él mismo ha publicado, y especialmente en la nota en la cual 
pidió sus pasaportes el representante pontificio? Pero es sobrado 
cierto, y la Santa Sede no puede dejar de lamentarlo profun¬ 
damente, que la cuestión ha sido empleada para concitar la 
opinión pública, y para infundir la siniestra creencia de que 
el Sumo Pontífice había retirado á su representante, y roto las 
relaciones diplomáticas con España, sin mas móvil que un in¬ 
teres puramente temporal, interpretando al propio tiempo en 
favor suyo un punto delicado del Concordato. Es aquí de su¬ 
ma trascendencia esclarecer esta materia, y presentarla en su 
aspecto genuino y verdadero, no dejando sin el correctivo con¬ 
veniente una sola de las observaciones que sobre tal asunto se 
desenvuelven ampliamente en el documento español. 

Ante todo, preciso es fijar de una vez para siempre, y de 
manera que cierre lodo camino y escluya todo pretesto á la 
mas leve duda, el recto sentido y la indeclinable interpreta¬ 
ción del artículo 58 del Concordato, singularmente en aquella 
parte en que el Santo Padre permitió y dispuso que algunos 
bienes, después de restituidos á la Iglesia, fuesen vendidos en 
nombre de ella por los prelados respectivos, empleándose 
el producto de la venta en la adquisición de las rentas funda" 
das sobre la Déuda del Estado, y conocidas con el nombre de 
Inscripciones inirasferibles del 5 por 400. 

El gobierno español, con varios de sus actos, se ha empe¬ 
ñado en sostener que el permiso y la disposición de la Santa 
Sede, espresos en el citado artículo, en vez de circunscribirse 
á cierta determinada propiedad de la Iglesia, abraza indistin¬ 
tamente todos los bienes de su pertenencia adquiridos de cual- 
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quier modo, ó que pueda poseer en adelante. Y esto fué lo 
que trató particularmente demostrar el último ministro pleni¬ 
potenciario de S. M. Católica cerca de la Santa Sede, en la 
contestación que, de orden de su gobierno, dió el 16 de Abril 
de este año á la nota oficial, con la cual el Cardenal secreta¬ 
rio de Estado, protestó y reclamó en nombre del Padre Santo, 
el día 20 de Febrero anterior, cuando se presentó á la discu¬ 
sión y aprobación de la Asamblea constituyente el proyecto 
de ley de desamortización general, civil y eclesiástica. Y 
si el despacho circular, a que directamente estamos respon¬ 
diendo, no se empeña en comentar y en dar vueltas al testo lite¬ 
ral del mencionado artículo de la convención, como lo hizo 
el citado señor ministro, antes, por el contrario, manifiesta no 
querer separarse de él. 

No queda disculpado. Pues que si acaso el modo de enten¬ 
der de su gobierno «no fuese el testual de la letra del Con¬ 
cordato, lo es, sin embargo,» análogo á su espíritu; insiste to¬ 
davía en la supra indicada interpretación, repitiendo varias 
veces «que es sincera opinión del gobierno de la Reina, que 
«el artículo 58 del Concordato de 1851 , al comprender la 
«cnagenacion de los bienes restantes de las comunidades reli- 
«giosas de varones, comprenda también las de los demas bic- 
«nes eclesiásticos, restituidos al clero por la ley de 1845.» Y' 
añade poco después: «que la cuestión es de apreciación y de 
«recta inteligencia de un articulo, mal redactado ciertamen¬ 
te,» pero cuya redacción se presta mas á la interpretación 
del gobierno español, que á la que le dá la Santa Sede. 

Principio es notorio é inconcuso, y ya invocado de paso 
otra vez en esta respuesta, que en la interpretación de cual¬ 
quier documento, y mucho mas de tratados públicos y solem¬ 
nes, no se puede ni se debe recurrir al espíritu, cuando la le¬ 
tra, ó sea el sentido literal del testo, no presenta dificultad 
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alguna en la debida inteligencia, ni contiene ó supone nin¬ 
gún inconveniente. 

Es igualmente un principio incontrovertible, fundado en 
el derecho de gentes, y universalmente admitido, el que si aca¬ 
so la letra del testo ofreciese alguna dificultad ó presentase 
algún inconveniente, por lo que fuera preciso consultar el es¬ 
píritu del documento, no pertenecer á una sola de las partes 
contratantes el declararlo, sino que se requiere el concurso 
de ambas. Y aun haciendo abstracción de estos principios ge¬ 
neralmente reconocidos y admitidos, debe sin duda recordar 
el gobierno de S. M. Católica, por lo que concierne al Concor¬ 
dato de 1851, que en el artículo 45, después de haber las dos 
partes contratantes prometido solemnemente, «por sí y por sus 
«sucesores, fiel y religiosa observancia de todas y de cada una 
«de las cosas convenidas,» se añade espresamenle que «si en lo 
«sucesivo ocurriese alguna dificultad, el Padre Santo y la ltei- 
«na católica se pondrán de acuerdo para resolverla amistosa- 
«mente.» 

Sentado esto, si, hipotéticamente hablando, el artículo 58 
fuera oscuro por vicio de redacción, como asegura el despa¬ 
cho, y dudosa su inteligencia, aun prestándose mas á la inter¬ 
pretación del gobierno, ofreciendo así la menor duda, es in¬ 
cuestionable que el gobierno mismo, por la fidelidad debida á 
'los : paelos estipulados, tendría la obligación de acudir á la 
Santa Sede, y de concertarse con ella antes de haber propuesto 
á la Asamblea la ley de la tal desamortización, ó la de venta, 
que vale lo mismo en el caso presente, de los bienes ecle¬ 
siásticos. 

Por lo tanto, siempre* tendrá la Santa Sede el mas claro 
y fundado derecho de querellarse de la opuesta conducta 
del gobierno español. Y ciertamente no se presta ni se incli¬ 
na de modo alguno á la interpretación dada y sostenida por este. 
Y esto resulta con entera evidencia de la letra del artículo, 
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del espíritu con que fué dictado, de su contesto, considerado 
en relación con otros artículos del Concordato, y finalmente, 
de hechos posteriores del gobierno mismo. Conviene, pues, 
para demostrar estos asertos por su orden, epilogar, con la 
usada y escrupulosa precisión, unida á la posible brevedad, la 
historia de la serie de circunstancias, de hechos que se ligan 
con la redacción del mismo Concordato. 

En el año de 1844, habiendo empezado á mejorar la cau¬ 
sa pública en España, y conociendo su gobierno de entonces 
la urgente necesidad de entenderse? con la Santa Sede, y de 
solicitar de ella el posible remedio de las profundas llagas 
abiertas por la revolución en el seno de nación tan ilustre, des¬ 
pués de haber enviado á Roma una persona respetable, con su¬ 
ficiente poder é instrucciones, se dió un real decreto suspen¬ 
diendo la venta, que continuaba, de los bienes pertenecientes 
á la Iglesia; de los cuales solamente continuaron vendiéndose, 
hasta la promulgación del Concordato, los que procedían de 
comunidades religiosas de varones: por el falso principio, ja¬ 
más consentido por la Santa Sede, de estar estas suprimidas y 
estinguidas. 

En el subsiguiente año de 1845, en ley de 5 de Abril, dis¬ 
cutida y votada en las Cámaras del reino, sancionada por la 
Reina, se restituyeron al clero secular los bienes de su pro¬ 
piedad que quedaban todavía por vender, y eran precisamen¬ 
te los que pertenecían á las mensas episcopales, abadías, ca¬ 
pítulos de las iglesias catedrales y colegiatas, á las parroquias, 
y á otros beneGcios eclesiásticos. Con respecto á los otros bie¬ 
nes, es decir, á los de pertenencia de los conventos y comuni¬ 
dades de monjas, los de las encomiendas y maestranzas de las 
cuatro órdenes religioso-militares, celebradísimas en España, 
los de las cofradías, santuarios, eremitarios y otros semejantes, 
quedó suspensa siempre su venta, según el supradicho real de¬ 
creto de 1844, fuera do alguna vicisitud intermedia, que no 
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tuvo consecuencias; pero por la ley de 1845 no se dispuso su 
restitución, ni á los respectivos legítimos propietarios, ni á la 
Iglesia en general, quedando, por consiguiente, dichos bienes 
en poder y bajo la administración del Estado, basta el repeti¬ 
do solemne tratado de 1851. 

Mientras todo esto pasaba en Madrid, el plenipotenciario 
de S. M. C. trataba en Roma, y firmaba después, el 27 del 
mismo mes y año, juntamente con el plenipotenciario pontifi¬ 
cio, Emmo. Cardenal Lambruschini (de clara memoria), enton¬ 
ces secretario de Estado, ítna convención compuesta de cator¬ 
ce artículos, dirigida á regular, cuanto era posible en aquellos 
momentos, las cosas eclesiásticas de España, al menos en los 
puntos mas esenciales y de mayor urgencia é importancia. En 
el artículo 9.° de dicha convención se establecía, que «para 
«reparar del mejor modo posible las grandes pérdidas que las 
«Iglesias de España habían sufrido en sus derechos temporales, 
«por causa de las últimas calamidades del reino, S. M. C. asig- 
«naria nuevas rentas y productos, que se destinarían en pro- 
«piedad perpetua, ya para el mantenimiento del culto divino, 
«de los Obispos, capítulos, párrocos, Seminarios, y de todo 
«el Clero, ya para usos eclesiásticos y pios.» Añadíase des¬ 
pués espresameute, que los «ministros sagrados no se equi- 
«pararian con los magistrados y empleados que gozan de 
«sueldos públicos, sino que á la Iglesia de España se le asig- 
«naria, para los usos indicados antes, una suma tal, que, á 
«juicio de la Santa Sede, fuese reconocida y aprobada como 
«segura, á par que decorosa congrua, y plenamente libre é 
«independiente.» En el artículo undécimo prometió el Sumo 
pontifice Gregorio XVI (de sacra memoria), que, «asignada 
«que fuese al Clero español la nueva dotación supra enuncia- 
«da, declararía, en especial decreto, inmunes de toda moles¬ 
tia futura por sí, y por los romanos Pontífices, sus suceso- 
«res, á todos aquellos que en el curso de los últimos trastornos 
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«del reino católico hubiesen comprado, con arreglo á las le- 
«yes civiles entonces existentes, bienes eclesiásticos, y hubie¬ 
ren tomado posesión de ellos antes de finar el año de 1844.» 
Esta convención no fue aprobada por el gobierno español de 
aquel tiempo, ni fué, por consiguiente, ratificada por la Rei¬ 
na. Por tanto, se suspendió el envió á Madrid de un delegado 
apostólico, revestido de los poderes necesarios para arreglar, 
á una con la ejecución de sus diferentes artículos, muchos otros 
puntos no comprendidos en ella; esta legación se había tam¬ 
bién prometido y dispuesto en la misma convención. 

No fué una sola la razón que movió al gobierno español en 
1845 á no mostrarse satisfecho del acto concluido y firmado 
por su plenipotenciario, puesto que casi todos sus artículos se 
sujetan por él á graves escepciones. Pero la verdad es que la 
principal, ó al menos la mas eficaz, en el momento de delibe¬ 
rar si la dicha convención debia ó no ratificarse , provino 
del artículo undécimo, en el cual se hacia depender el sanea¬ 
miento de la venta de los bienes eclesiásticos, déla nueva do¬ 
tación que debia fijarse y asignarse al clero. La Santa Sede, 
al contrario, en respuesta á las relativas comunicaciones que 
no tardó en recibir, creyó de su deber declarar firmemente 
que no podía de manera alguna condescender con la una, si la 
otra no fuese al mismo tiempo plenamente establecida y ase¬ 
gurada en el sentido y con las condiciones espresadas en 
el artículo noveno. Entonces fué que, tanto el mencionado 
gobierno, mientras estuvo al frente del Estado, como los de¬ 
mas que le sucedieron, comenzaron á ocuparse sériamentc, 
y trataron de propósito con la Santa Sede, por medio del ple¬ 
nipotenciario residente en Roma, sobre la reforma y modifi¬ 
cación de la mayor parte de los artículos de dicha conven¬ 
ción, y especialmente sobre el modo de proveer á la dotación 
segura, decorosa é independiente del clero. Varios fuer on lo s 
proyectos que repetidamente se presentaron, según el progre- 
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sivo cambio de los ministerios; y todos, en sustancia, tendían 
á dolar, lo mas ampliamente que permitían las circunstancias, 
en bienes estables la Iglesia y el clero. De aquí que todos, sin 
esclusion de ninguno, comprendían en aquel cálculo los bienes 
ja restituidos en 1845, los de propiedad de las encomiendas 
y maestranzas, de las órdenes militares, y otros de diversas 
procedencias. Pero, ya porque algunos de los fondos que se 
ofrecían, ya por razones que no es del caso indicar, no po¬ 
dían admitirse; ya porque los productos de todos los bienes 
estables propuestos no llegaban tal vez á la cuarta parte de la 
renta anual, indispensable al mantenimiento trabajoso y ape¬ 
nas suficiente del culto y clero; ya, en fin, porque los me¬ 
dios imaginados para constituir la dotación eclesiástica, en su 
necesaria integridad, variaron con el cambio de los gobiernos, 
y á reserva de uno solo, y este mismo inmaturo, y sujeto á 
otras escepciones, no presentaban generalmente la seguridad 
é independencia exigidas por la Santa Sede, pasó algún tiem¬ 
po sin que se llegase por ambas partes á una decisión y fi¬ 
nal determinación sobre tal objeto. 

En este estado las cosas, fué ensalzado á la cátedra de San 
Pedro el Sumo Pontífice reinante, el cual, á pesar de los in¬ 
mensos cuidados que lo abrumaron en los primeros dias de su 
pontificado, no dejó de tomar en especial consideración, y de 
dirigir una mirada de paternal benevolencia hácia la ínclita 
nación española. Uníase á esto que S. M. la Reina Católica, 
animada ella también del mas puro y religioso deseo de apre¬ 
surar el conveniente reparo á la mísera condición de las cosas 
eclesiásticas del reino, renovó férvidamente las instancias ya 
hechas en los dias anteriores, para que el Santo Padre se dig¬ 
nase enviar á Madrid un representante suyo, manifestando lo 
conveniente que seria su presencia para allanar muchas difi¬ 
cultades que no pueden apreciarse debidamente, ni menos 
vencerse á gran distancia, y poco después, con fecha de 1.* de 
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Enero de 1847, el- plenipotenciario español dirigió al difunto 
Cardenal Gizzi, por aquel entonces secretario de Estado de la 
Santidad, una nota oficial, en la cual, de orden de su escelsa 
soberana y de su gobierno, y repitiendo de nuevo con la ma s 
viva instancia la supradicha demanda, aseguraba que con las le¬ 
ves y no sustanciales modificaciones á que Su Santidad se ha¬ 
bía dignado acceder, la corona de España consideraba como 
establecidas, y habia hecho desde entonces inviolablemente ob¬ 
servar, las disposiciones espresas en cinco de los artículos déla 
convención de 1845, cuyo testo repetía. Añadía después lo sU 
guiente: «Ademas de las cosas contenidas en los dichos artí- 
«culos, que hacen relación particularmente á la parte espi- 
«ritual de la convención, el infrascrito está también autoriza- 
«do á asegurar nuevamente á la Santa Sede, que, mediante la 
«promulgación de una ley adoptada al caso, la Iglesia de Es- 
«paña volverá prontamente á entrar en posesión de aquellos 
«bienes eclesiásticos, no comprendidos en la restitución ya de¬ 
cretada en 1845, y que aun no han sido vendidos; que se 
«darán ademas ala misma Iglesia, en plena é irrevocable pro- 
«piedad, nuevas rentas que bastea á proveer con el debido deco- 
«ro á los gastos del culto divino, al sostenimiento de los Orela- 
«dos, capítulos, párrocos, seminarios, y de todo el clero, y los 
«demas usos eclesiásticos y pios: á cuyo propósito, el infras¬ 
crito tiene el honor de repetir aquí que los ministros del al- 
«tar no serán considerados de . igual condición que los magis- 
«trados y empleados que gozan sueldo del Estado, sino que la 
«Iglesia de España tendrá, para los usos antedichos, una do- 
«tacion congrua, no menos que segura, libre é independiente. 
«Ademas le será garantido á la Iglesia española él derecho de 
«hacer nuevas adquisiciones, del cual ha gozado desde tantos 
«siglos, y las nuevas fundaciones gozarán de los mismos dere¬ 
chos que las antiguas, sin que pueda hacerse sobre ellas nin” 
«guna supresión, unión ú otra cosa, sin la intervención de la 
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«autoridad de la Santa Sede, salvas solamente las facultades 
«dadas á los Obispos por el Sacro Concilio de Trento.» 

A tan francas y leales declaraciones, la caridad, el celo 
y la amorosa propensión del Santo Padre hacia la católica 
España, no pudieron contenerse por mas tiempo, y el repre¬ 
sentante de la Santa Sede, honrado con el título de delegado 
apostólico, revestido de las facultades y poderes necesarios 
al cumplimiento de su misión, y provisto ademas de las cre¬ 
denciales de Nuncio ordinario, para presentarlas á su debido 
tiempo, salió de Roma para Madrid en Abril del mismo año de 
1847. 

Todo el primer año de la estancia en España del delegado 
apostólico, si bien se arreglaron y reordenaron bastantes cosas 
de suma urgencia y grande utilidad para la religión y la Igle¬ 
sia, de modo que, dejando la delegación apostólica, pudo to¬ 
mar su carácter de Nuncio en Julio de 1848; sin embargo, y 
por la conmoción casi general de Europa, estando absorbida por 
tantos y tan graves objetos la atención del ministerio, presi¬ 
dido entonces por el señor general Narvaez, duque de Valen¬ 
cia, no tuvo ni tiempo, ni espacio, ni oportunidad de dirigirla 
á la dotación del clero, ó á las iniciativas del Concordato que 
se pensaba ajustar. Empero, al principio de 1849, el gobierno 
por sí mismo, y mediando solo algunas conferencias con el Nun¬ 
cio apostólico, sometió á las Cámaras un proyecto de dotación, 
el cual, discutido y volado por gran mayoría en el Congreso de 
diputados y en el Senado, y sancionado por la Reina en 5 de 
Abril del mismo año, tuvo fuerza de ley. El proyecto, que, en 
sustancia, y hecha alguna modificación conveniente á la mente 
ya manifestada por la Santa Sede, era el mismo á que aquella 
había mostrado inclinarse desde el principio, porque ofrecía mas 
seguridad ó independencia que los otros; tuvo precisamente el 
fin de subsanar en algún modo á la Iglesia de las enormes pér¬ 
didas que había sufrido en sus temporalidades, y de dolarla, 
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en cuanlo lo permitían las circunstancias, en bienes fundados, 
conforme al artículo 9.° de la convención no ratificada en 1845, 
y según las promesas posteriores hechas oficialmente por el pleni¬ 
potenciario español en su citada nota de l.°de Enero de 1847. 

Al cabo de poco tiempo, por otra ley de 8 de Jlayo de di¬ 
cho año de 1849, discutida y votada igualmente por las Cor¬ 
tes, y sancionada por S, M., quedó autorizado el gobierno á 
tratar con la Santa Sede sobre el modo de arreglar y sistemati¬ 
zar permanentemente, de común acuerdo entre las dos supre¬ 
mas potestades, los asuntos eclesiásticos tlel reino; y desde en¬ 
tonces se enlabiaron las negociaciones sobre el Concordato 
entre el plenipotenciario de la Reine, Sr. marques de Pida!, 
ministro entonces de Estado, y el Nuncio apostólico, nombra¬ 
do poco antes plenipotenciario pontificio. Las negociaciones, 
aunque al principio procedieron con alguna lentitud por cir¬ 
cunstancias inevitables ó independientes de la voluulad de los 
negociadores, se continuaron con recíproca satisfacción, y ya 
en el mes de Diciembre de 1850 estaban para concluirse, cuan¬ 
do á mediados de Enero de 1851, el ministerio que presidia 
el ilustre señor duque de Valencia se decidió á dejar el poder. 
Por lo que, constituido apenas el gabinete bajo la presidencia 
del señor Bravo Murillo, S. M. se dignó nombrar otro pleni¬ 
potenciario en 1a persona del nuevo ministro de Estado, señor 
Bertrán de Lis, con quien continuaron, ó por mejor decir, se 
concluyeron las negociaciones, y/el Conci rdato se firmó por los 
dos plenipotenciarios el 16 de Marzo del mismo año. 

Entre los muchos puntos de que’hubo que hacerse cargo 
en este solemne tratado, uno de los principales fue el de la 
permanente dotación del culto y clero. En lo que se refiere 
á los fondos de que debía formarse esta dotación, no se hizo 
sino insertar casi literalmente , y confirmar la ley votada 
por las Cortes y sancionada por la Reina en 5 de Abril de 
1849; tanto que, á decir verdad, en cuanto á esto el Concor- 
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dalo se limitó á aprobar la misma ley, la que, por consiguien¬ 
te, y por la anuencia y aprobación de la suprema autoridad 
de la Iglesia, adquirió la forma, el carácter y la fuerza de 
una disposición eclesiástica, mientras que antes no tenia si¬ 
no la de una disposición civil. Quedaba, sin embargo, por de¬ 
terminar definitivamente un punto, de que en dicha ley no se 
hacia mención, por impedirlo otros puntos con que estaba 
aquel enlazado; quedaba, á saber, por disponerse de los bie¬ 
nes no comprendidos en la restitución del año de 1845, que 
por no haberse aun vendido permanecían en poder y bajo la 
administración del Estado. Estos, desde que la citada ley ha¬ 
bía destinado para parte de la dotación del clero los pertene¬ 
cientes á las encomiendas y maestrazgos de las cuatro órde¬ 
nes militares, se reducían á los bienes de los monasterios y co¬ 
munidades religiosas de mugeres, y á los de las cofradías, san¬ 
tuarios, ermitas y otros dé' esta especie, cuya venta estaba 
suspendida desde el año de 1844, cómo también á los pocos 
que habían quedado de las corporaciones religiosas de hom¬ 
bres, cuya venta se continuaba aun. Todos estos bienes, no solo 
por razón de estricta justicia, sino también por esplícila y ofi¬ 
cial promesa hecha de real orden por el plenipotenciario resi¬ 
dente en Roma en la citada nota de l.° de Enero de 1847, 
debían de ser restituidos á la Iglesia. Y la misma razón de jus¬ 
ticia exigía que al efectuarse la restitución no se los distrajese 
del uso especial á que estaban destinados primitivamente por las 
respectivas fundaciones, ni se reuniesen al fondo general de 
dotación del culto y clero, tanto mas, que la espresada ley de 
3 de Abril de 1849 no los había comprendido en él, cabal¬ 
mente por saber el gobierno que la propuso cuál era sobre este 
particular el pensamiento de la Santa Sede. 

La razón por qué se negó aquella ratificación, fue princi¬ 
palmente, como lo confiesa con noble franqueza el plenipoten¬ 
ciario español en su ya citada nota de l.°de Enero de 1847, 
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el no haberse estipulado en dicha convención la sanción de las 
ventas ya efectuadas de bienes eclesiásticos. Lo mismo resul¬ 
ta igualmente de los varios proyectos de dotación que algu¬ 
nos ministros españoles hicieron llegar á la Santa Sede, y se 
les comunicaron cuando se trataba de modificar y de reformar 
varios artículos de aquella convención misma. Lo mismo resulta 
mas estensamente del tenor lestual de la citada nota del ple¬ 
nipotenciario de S. M. C., residente en Roma antes de que se 
enviara á Madrid el delegado apostólico, en la cual se renue¬ 
van y repiten literalmente, por encargo espreso de la Reina 
y de su gobierno, las promesas ya hechas en el artículo 9.° del 
convenio, no ratificado, de 1045. Y no es necesario decir que 
así como las promesas oficiales, entonces renovadas, indujeron 
al Papa al envió de su representante, asimismo debieron ne¬ 
cesariamente ser el espíritu y fórmulas del pensamiento del go¬ 
bierno español y de los ilustres personajes que en nombre de 
la augusta soberana, negociaron el Concordato. Lo mismo, fi¬ 
nalmente, resulta de la ley de dotación de culto y clero, pro¬ 
puesta espontáneamente por el gobierno á las Corles, discutida 
y votada en ellas por gran mayoría, y sancionada por S. M. 
el dia 3 de Abril de 1849, en la que se ven sustancialmente 
cumplidas las anteriores promesas, y á todo el fondo y funda¬ 
mento de aquella ley representando el pensamiento, en fin, 
el espíritu de indemnizar, en todo lo mas que posible fuese á 
la Iglesia, de la pérdida de sus bienes raíces, que ampliamente 
poseía, y de asegurarle una nueva dotación, tal cual lo per¬ 
mitiesen las circustancias, convenible, segura, independiente. 
Habiendo llegado este negocio hasta tal punto, ¿se podrá pre¬ 
sumir, ni con sombra de razón, que habiendo sido constan¬ 
temente tal en esta materia el intento y el espíritu del gobier¬ 
no español, los cambiara y variara completamente al negociar 
y concluir el Concordato, cuando en él no se hacia mas que 
insertar y confirmar, con la suprema autoridad de la Iglesia, 
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la mencionada ley de 4049, y cuando el pleniponteciario de la 
Reina estaba reunido con el pontificio, de cuyo modo de ver 
el negocio no podia separarse, si había de llegar el tratado 
al término que efectivamente tuvo el común acuerdo?.... Por¬ 
que si el pensamiento y el espíritu de las dos altas parles con¬ 
tratantes fueron sola y únicamente los hasta ahora indicados, 
no se comprende de modo alguno en qué punto y con qué fun¬ 
damento se puede sostener que el espíritu del Concordato dé 
margen á la oscuridad y dudas que se suponen en el último 
párrafo del articulo 38, favoreciendo la. iriterpretacion dada 
por el gobierno, por la cual estiende el permiso y la disposi¬ 
ción de vender todos los bienes de que habla el citado arti¬ 
culo, restituidos de un modo ó de otro, y poseídos de una ó 
de otra manera por la Iglesia para el mantemiento del culto 
y clero. 

Está ya en tan alto punto de evidencia la falsedad de esta 
interpretación, quo parece, no solo inútil, sino hasta incon¬ 
veniente detenerse en presentar nuevos argumentos. Pero en¬ 
tre la infinidad de pruebas que aun podríamos esponer, no deja¬ 
ría de ser oportuna la de recordar las palabras de la Rula de 
confirmación solemne, y de aprobación del Concordato, publi¬ 
cada el misino dia y en unión con la real cédula que lo decla¬ 
ró ley del Estado; palabras con las cuales el Padre Santo res¬ 
tringió y limitó claramente el permiso dado para la veula, 
solamente á alguno de los bienes todavía no enajenados (ali- 
qua ex bonis nondum divendilis), manifestando al mismo tiem¬ 
po las razones que le habían inducido á concederlo. 

Con no menor fuerza y oportunidad podrían invocar los 
actos posteriores del mismo gobierno. Y partiendo de aquel, 
bajo cuyo mando fué concluido y firmado el' Concordato, y 
que, por su parte, activó con presteza y buena fé sumas su 
ejecución, podria decirse que en muchas órdenes y decretos 
emanados de él, en completo acuerdo con el Nuncio apostóli- 
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co, antes para disponer ia restitución á la Iglesia, y después 
para arreglar la venta de los bienes eclesiásticos en la forma 
que establece el repetido párrafo del artículo 38, no se alu¬ 
dió jamás, ni aun de lejos, á los bienes de que trata el pár¬ 
rafo primero del mismo artículo y que se asignan allí como 
parte de dotación para el culto y clero. Podría también re¬ 
cordarse que habiendo una porción considerable de la masa 
de los bienes restituidos al clero secular en 1845 que necesi¬ 
taba de grandes reparaciones, por lo cual servia mas de perjui¬ 
cio que de utilidad á sus dueños, el gobierno, y en particular los 
ministros de Estado y Gracia y Justicia, instaron vivamente 
al Nuncio para que suplicase al Santo Padre que se dignase 
autorizar á los respectivos Prelados diocesanos para la cnage- 
nacion de los señalados fondos, ya concediéndoles en enfiléu- 
sis, ya celebrando otros contrutos que, dejando á salvo el de¬ 
recho de propiedad, se juzgasen ventajosos al clero, ó tam¬ 
bién empleando su precio en la adquisición de rentas consoli¬ 
dadas. Por las multiplicadas atenciones que reclamaba la ege- 
cucion del Concordato, y mucho tnas por la caida de aquel mi¬ 
nisterio, que á poco sobrevino, no tuvo resultado aquella de¬ 
manda: pero no por esto deja de ser una prueba evidente de 
su firme persuasión sobre que la venta de los bienes restitui ¬ 
dos al clero secular por la ley de 1845, no está .permitida 
ni dispuesta en el último párrafo del artículo 38 del Concor¬ 
dato. Aun pudiera añadirse que habiéndose puesto en venta, 
por una equivocación de la curia arzobispal de Toledo, los 
bienes pertenecientes á una encomienda y alguna capellanía, 
y habiendo las dos "direcciones de contribuciones directas y 
de lo contencioso, interpeladas por el gobernador civil de 
aquella ciudad, opinado en favor de la venta, el Cardenal pro- 
Nuncio 'apostólico creyó deber reclamar,. y reclamó sobre 
aquel punto al gobierno real en nota oficial de 20 de Agosto 
de 1855; y la venta, cuya intimación había sido ya revocada 
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meses atrás, por el Exorno. Arzobispo, se suspendió inmerflala- 
inente, y no se sabe que tuviese efecto después. 

Pero aun prescindiendo de los hechos que se refieren 
al gobierno que concluyó y firmó el Concordato, y de los oíros 
sucesivos, no parecerá eslraño que se apele con preferencia 
á los del mismo gobierno actual. ¿No seria, en efecto, mucho 
mas manifiesta y patente la falsedad de la interpretación que 
ahora se dá al último párrafo del artículo 58 de la susodicha 
solemne convención/si pudiese probarse que el mismo gobier¬ 
no la ha rechazado y escluido en otro tiempo? Pues real¬ 
mente es así. Habiendo sido pronunciadas en la Asamblea cons¬ 
tituyente, con poca premeditación, por un ministro de la co¬ 
rona, acerca de la llamada desamortización eclesiástica, algu¬ 
nas palabras que esparcieron la alarma y escitaron el dis¬ 
gusto de todos los buenos católicos por la violación que anun¬ 
ciaban del Concordato, y el gravísimo ultraje -que inferian á la 
autoridad de la Iglesia, del que estaba entonces al frente 
del ministerio de Estado, creyó deber tranquilizar verbalmen¬ 
te ai encargado pontificio, rogándole que hiciese saber á la 
Santa Sede que el gobierno no daba otro sentido á las pala¬ 
bras del ministro de Hacienda, que únicamente el de la venta 
de los bienes que la Iglesia debia enajenar con el permiso 
que le concedía la Santa Sede en el Concordato; que no se 
procedería jamás á la venta de otros bienes fuera de los com¬ 
prendidos allí, sin el esprcso consentimiento y beneplácito apos¬ 
tólico, y que el gobierno, no solo estaba en el firme propósito 
de conformarse á las disposiciones del Concordato acerca de la 
forma en él prescrita para la realización- de las ventas, sino 
que se proponía ademas rectificar, del mejor modo que fuese 
posible, la equivocación envuelta en las palabras del citado 
ministro de Hacienda; como en efecto lo hizo el mismo se¬ 
ñor ministro de Estado en la inmediata sesión de la Asamblea. 

Pero aun hay mas; y es un documento oficial, al cual se 
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asocia la coincidencia mas singular, y que merece la mayor 
consideración, coadyuvando admirablemente á presentar, en su 
verdadero punto de vista, la conducta del gobierno espa¬ 
ñol con la Santa Sede. Alúdese aquí á la nota que el encarga¬ 
do de negocios de S. M. Católica en liorna, dirigió al Carde¬ 
nal secretario de Estado, con fecha de 4 de Febrero del pre¬ 
sente ano. El motivo y objeto de dicha nota, según sus es- 
presiones, que van á trascribirse fielmente, era: «hacer pre- 
«sente á la Santa Sede la resolución tomada por el mismo go- 
«bierno, de llevar á debido efecto cuanto dispone el Concor- 
«dato vigente, respecto á la conversión de los bienes restilui- 
«dos á ja Iglesia, en inscripciones intrasferibles de la Deuda 
«del Estado, al 3 por 100.» A cuyo propó sito, y apelando 
al artículo 38 del mismo Concordato, se recordaba, como en 
él, «al determinar que se restituyesen ú la Iglesia todos los 
«bienes eclesiásticos.aun no vendidos, se había también, en 
«consideración á las actuales circunstancias de los dichos bie- 
«nes, dispuesto la venta y conversión preindicadas.» Advertía 
después que, «en tal disposición, estaban comprendidos, según 
«el artículo citado, los que habían pertenecido á las comuni- 
«dades religiosas de hombres, como en el artículo 35 se ha- 
«bia hecho con los de las monjas pensionadas, prescribiéndose 
«en este último las reglas á que debía estar sujeta la conver- 
«sion en títulos de la deuda pública de todos los bienes indica- 
«dos.» Lamentando luego, «que la misma disposición, á pesar 
«de los urgentes términos en que había sido dictada, careciese 
«aun, pasados ya cuatro años del debido cumplimiento,» aña¬ 
día que, «el gobierno de S. M. C., que deseaba hacer cada 
«dia mas y mas sólidas sus relaciones con la Santa Sede, y re- 
«mover cualesquiera obstáculos que pudieran suscitar á una 
«y otra parle sus propios intereses ó las exigencias de la pú- 
«blica opinión, no había podido menos de fijar su atención so- 
«bre esta materia.» Al repetir, sin embargo, «el propósito 
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«del gobierno, de llevar á cabo en breve tiempo la desamor¬ 
tización y conversión en títulos de la deuda pública, de que 
«se trata en los citados artículos 55 y 58 del Concordato vi- 
'«gente,» aseguraba en su nombre que «se esforzaría en cou- 
«formarse enteramente á cuanto habia en él de esencial, ro¬ 
tativo á las reglas que se fijaban para la venta de los bie- 
«nes,» y que «si en alguna pequeña particularidad tenia que 
«desviarse de ellos, seria siempre teniendo á la vista la mayor 
«ventaja déla Iglesia y del Estado.» Sentado lo cual, concluía 
interesando al Cardenal secretario de Estado, «para que obtu¬ 
viese la adquiescencia de Su Santidad á la supraenunciada rc- 
«solución de ejecutar sin tardanza lo que fué establecido en 
«el Concordato; inclinando su paternal ánimo á considerar es¬ 
te paso del gobierno español como una nueva prueba de la 
«respetuosa deferencia con que deseaba siempre tratar la 
«Santa Sede, por evidente que apaceciese.su derecho; y ade- 
«inas como un testimonio de su veneración y afecto á la sa- 
«grada persona del Santo Padre.» 

De todo el testo de esta nota, no puede ser mas claro, ni 
deducirse con mayor certidumbre, que el gobierno español es- 
cluia y rechazaba en aquel tiempo la interpretación que aho¬ 
ra sostiene, y por la cual se esliendo el permiso de venta que 
se menciona en el último párrafo del artículo 58 del Concordato, 
á los bienes ya restituidos desde el año de 1845, y á otros 
asiguados en parte de dotaoion al culto y clero. Y aquí debe ad¬ 
vertirse qué el encargado de negocios de S. M. C. en Boma, 
se atuvo estrictamente, ó mejor dicho, no hizo mas que reco¬ 
ger y espresar, en forma de nota, las instrucciones que le ha¬ 
bían sido comunicadas por su gobierno, en 2G del próximo pa¬ 
sado Enero, como resulta á primera vista de los documentos 
que el mismo gobierno ha publicado. Se admite y reconoce li¬ 
teralmente en la nota, que el párrafo del precitado artículo se 
refiere y limita á los bienes eclesiásticos aun por vender, y que 
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por tanto iban á ser restituidos á la Iglesia. Se admite y re¬ 
conoce juntamente que el permiso y disposición de venta y 
conversión en títulos del 3 por 100 de que se habla en e] mis¬ 
mo párrafo, se refiere y limita á los dichos bienes, y se funda 
en sus actuales circunstancias. Luego se admite y reconoce, 
por necesaria consecuencia, que tal permiso y disposición no 
se estienden á los bienes restituidos en 1045, ni á otr.os de que 
también se había ya dispuesto, y que, por tanto, aunque no 
vendidos, no se restituían entonces, es decir, en fuerza del res¬ 
pectivo artículo y párrafo del Concordato, puesto que, como 
se ha visto poco hace, la nota admite y reconoce que el pár¬ 
rafo mismo del artículo 5$ trata, no de ios bienes no vendidos 
solamente, sino de los de esta clase que debían restituirse á la 
Iglesia. Cualquiera otra conclusión que uo fuese esta, y en este 
preciso concepto, no podría, de ningún modo, proceder, sin 
que se supiese en las instrucciones á que se atuvo estricta¬ 
mente el encargado español en su nota, ó una contradicción 
estraña, ó una doble intención; y la 'Santa Sede está muy lejos 
de atribuir ni la una ni la otra al gobierno de S. M. C. Ade¬ 
mas, en la misma nota se reconoce y establece, que entre los 
bienes no vendidos, y que debían restituirse á la Iglesia, esta¬ 
ban comprendidos los pocos restantes de las comunidades reli¬ 
giosas de hombres. Y este es el caso de señalar de nuevo la 
equivocación en que, por no tener presentes los hechos, ha 
caido el gobierno español, restringiendo el permiso y disposi¬ 
ción de venta, al resto de los bienes de los regulares, suprimi¬ 
dos de hecho; cuando Su Santidad lo entiende eslendido tam¬ 
bién á las cofradías, santuarios, eremitorios, y otros semejan¬ 
tes. Pero esto, lejos de enfermar y desvanecer el raciocinio he¬ 
cho, y la conclusión deducida del testo de la nota, y de las 
instrucciones ú ellas relativas, lo esfuerza y avalora conside¬ 
rablemente; porque si el gobierno español no comprendía, ni 
aun estos últimos bienes en el permiso y disposición de venta 
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espresados en el párrafo de que se traía, mucho menos podia, 
con una incoherencia verdaderamente inconcebible, estender 
este permiso y disposición á todos los bienes mencionados en 
el párrafo primero del mismo artículo 38, si bien no se resti¬ 
tuyesen entonces á la Iglesia, ya porque hubiesen sido resti¬ 
tuidos por la ley de 4845, ó porque se hubiese dispuesto de 
ellos por la otra de 4849, como parte de dotación del culto 
y clero. 

No obsta á esto que en dicha nota se haya hablado de de¬ 
samortización eclesiástica, y de sus supuestas ventajas, como 
si se quisiese indicar y hacer prever la errónea interpretación- 
sostenida ahora por el gobierno español. La idea de lo que lla¬ 
man desamortización, como favorecida por el Concordato, en 
atención á la venta que en él permite la Santa Sede de algu¬ 
nos determinados bienes de la Iglesia, hubo de rectificarse, co¬ 
mo en efecto se rectificó, en la respuesta oficial del Carde¬ 
nal secretario de Estado; pues que el Padre Sanio, al conce¬ 
der aquel permiso, estuvo guiado, como se manifestó clara¬ 
mente en el mismo párrafo, por causas inherentes á la impor¬ 
tancia, calidad y condición estrechamente enlazadas con la 
utilidad de la Iglesia, y enteramente ajenas, antes bien contra¬ 
rias, al supuesto favor por la desamortización. Y en esto estu¬ 
vo del todo conforme la opinión de los apreciables sugetos que 
en nombre de S. M. Católica trataron y concluyeron el Con¬ 
cordato, y pidieron el espresado permiso; como se ha puesto 
de manifiesto en las noticias y hechos relativos en otro lugar. 
Pero, eu verdad, no se debe disimular que, sin indagar si 
la idea de la desamortización era ó no conveniente y oportu¬ 
na para el. caso de que se trataba, el uso que se ha hecho de 
ella en la nota y en las instrucciones, no es tal que de él se 
pueda inferir la intención de hacer suponer desde entonces 
que el gobierno español se inclinaba á aquella interpretación 
del párrafo controvertido, que después se ha empeñado en sos- 
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tener; pues no se alude en él sino a la desamortización y con¬ 
versión en títulos de la deuda pública, de que tratan los artí¬ 
culos 55 y 58 del Concordato vigente. Hay ademas que aña¬ 
dir una circunstancia que corta el hilo á toda duda y dificul¬ 
tad. Las instrucciones arriba citadas fueron remitidas al en¬ 
cargado de negocios de España, cerca de la Santa Sede, con 
fecha de 20 de Enero último, que fué cabalmente el mismo dia 
en que el Sr. ministro de Estado, que las firmó, cumpliendo 
la palabra dada al encargado pontificio en Madrid, rectificaba 
en plena Asamblea, del mejor modo que le fué posible, las im¬ 
premeditadas palabras del ministro de Hacienda sobre la de¬ 
samortización general eclesiástica- No hay, pues, que dudar 
de que aquellas instrucciones fueron dictadas por el mismo es¬ 
píritu, y concebidas en el mismo sentido en que el citado Sr. 
ministro se había esplicado con el misino encargado, incitándo¬ 
le á que así lo asegurase á la Santa Sede. El espíritu y sentido 
de esta esplicaciou.no necesitamos indicarlos, pues los hemos 
manifestado poco anjles. 

Está pues, fuera de discusión, es una evidencia que el mis¬ 
mo gobierno actual en un principio, y hasta que se enviaron 
las mencionadas instrucciones al encargado de negocios en Lo¬ 
ma, y que este dirigió la espresada nota al Cardenal secreta¬ 
rio de Estado, rechazaba y escluia del todo la interpretación 
errónea del último párrafo del artículo 58 del Concordato. Ni 
teuia ó manifestaba la nota otro objeto que el de desviarle, á lo 
menos en parle, de las reglas establecidas en el artículo 55, y 
repetidas en el citado párrafo del 38, acerca del modo de pro¬ 
ceder eu la venta de los bienes eclesiásticos espresados en am¬ 
bos artículos. Y el motivo que para esto se había tenido, ó 
que se alegaba, era la voluntad y esperanza de facilitar y lle¬ 
var á término la misma venta, que según se aseguraba eu la 
nota, había quedado hasta entonces sin efecto, por lo que se 
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recurría á la Santa Sede, cuya anuencia y permiso pedia y 
esperaba alcanzar el gobierno español. 

Pero supongamos por un momento que el gobierno espa¬ 
ñol hubiese adoptado en un principio la referida falsa inter¬ 
pretación; que en las instrucciones se alude indistintamente á 
todos los bienes eclesiásticos poseídos por la Iglesia, y resti- 
tuídosele, en cualquier tiempo y de cualquier modo, y que, 
por lo tanto, la demanda de apartarse en la venta de las re¬ 
glas prescritas en el Concordato, se refiriese y estendiese igual¬ 
mente á todos los bienes susodichos. Hay un hecho irrecusa¬ 
ble, y es la existencia de esta demanda, dirigida á obtener so¬ 
bre esto la anuencia de la Santa Sede. Hubiera sido, pues, 
muy natural y razonable, que el gobierno se hubiese abstenido, 
antes de estar seguro de haber logrado esta anuencia, de pre¬ 
sentar á la Asamblea constituyente el proyecto de ley sobre la 
desamortización general eclesiástica, en que se desviaba de 
las reglas establecidas en el Concordato, y especialmente de la 
que dispone que la venta debe dirigirse .y efectuarse por la 
Iglesia misma. Pues bien (y hé aqui la singular coincidencia 
que, como hemos dicho merece la mayor atención); el dia 4 
de Febrero último dirigió el encargado de negocios de S. M. 
C. la citada nota al Cardenal secretario de Estado, y al dia 
siguiente el gobierno español presentó á la Asamblea el espre- 
sado proyecto. Y nótese que debía haberse calculado que las 
instrucciones remitidas desde Madrid en 26 de Enero, pudie¬ 
ran no haber llegado á Roma el 5 del siguiente Febrero, so¬ 
bre todo estando en la estación de invierno. 

No deja por esto el gobierno de S. M. €. de manifestar 
bastantemente, aun al presente, la poca fé é importancia que 
pone realmente en la interpretación misma. Así es que el do¬ 
cumento á que respondemos, tomando otro camino, sigue de 
este modo: «Aun aceptando la interpretación de la Santa Se- 
«de, el hecho es que debían venderse inmediatamente, y sin 
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«lardar, todos ios bienes que habían pertenecido á las comu- 
«nidades religiosas, tanto los de las existentes, como los de las 
«suprimidas; y no obstante esto, es notorio en toda España que, 
«en el espacio de cuatro años, y para cubrir las apariencias, 
«apenas se ha vendido una sola finca. Es notorio también que 
«en todo este tiempo ningún paso ha dado la Santa Sede para 
«que se cumpliese una condición tan esencial, ni ha hecho es¬ 
cuerzo alguno que manifieste, como en otras materias, su celo 
«por la pronta ejecución del Concordato.» Y deteniéndose á 
examinar la medida de la desamortización, en principio y en 
práctica, después de haber espresado «que no es solo el prin¬ 
cipio el que ha suscitado las reclamaciones de la Santa Sede, 
«sino también, y mas particularmente, la manera en que se 
«ha decretado la ejecución,» añade «que se debe tener pre- 
«sente que la Iglesia nada había hecho en cuatro años para lle- 
«var á efecto lo que ella misma consideraba como evidente, lo 
«que en su propia opinión no le ofrecía ninguna escusa.» In¬ 
sistiendo luego sobre el mismo punto, y confesando lealmenle 
en esta ocasión una falta por parte del gobierno, de que nos 
ocuparemos mas adelante, concluye afirmando que, «desde la 
«promulgación del Concordato, hasta el presente, la Iglesia ha 
«mostrado, en la enajenación de sus bienes, una lentitud y un 
«descuido contrarios evidentemente á los pactos convenidos.» 

Antes de entrar en el fondo de este trozo del documento 
español, diremos de paso algunas palabras sobre varias frases 
que merecen ser aclaradas y rectificadas. Primeramente díce- 
se allí que los bienes de que se trata se debían vender «inme- 
«diatamente, y sin tardar.» El aserto es innegable, y lo con¬ 
firma la letra misma del Concordato en el respectivo artículo 
y párrafo. Pero hay también un hecho que consta igualmente, 
y con preferencia en el mismo párrafo y artículo del Concor¬ 
dato, y es que todos los bienes, antes de venderse, debían res¬ 
tituirse inmediatamente y sin lardar á la Iglesia. No podia. 
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pues, censurarse con imparcialidad y justicia la supuesta in¬ 
curia en la venta, sin hacerse cargo de la restitución que la 
debía preceder, y sin ver, como se verá dentro de poco, cómo 
y cuándo tuvo esta lugar. 

Dícese también que estos bienes habían pertenecido á las co¬ 
munidades religiosas. Semejante espresion en'cierra un concep¬ 
to inesaclo y erróneo. Dichos bienes, no solamente habían 
pertenecido, sino que continuaban perteneciendo á las mismas 
comunidades; las que de hecho pudieron ser despojadas de 
ellos durante el dominio de la revolución, mas no pudieron ja¬ 
más perder su derecho sobre los mismos. Por lo tanto, aque¬ 
llos bienes debieron, en estricta y rigurosa justicia, ser de¬ 
vueltos á las mismas comunidades religiosas, y en su represen¬ 
tación, á la Iglesia. Asi lo entendió en otra época el gobierno 
de la Reina Católica, quien, apenas apaciguados los trastornos 
políticos, consideró como un deber el restituir al clero secular 
lodos los bienes de su propiedad que no se habían aun ven¬ 
dido. Así lo entendieron también los gobiernos que negociaron 
y concluyeron el Concordato; quienes ofrecieron primero es¬ 
pontáneamente, y estipularon luego sin reserva, la inmediata 
restitución á la Iglesia de lodos los bienes que quedaban aun 
de su pertenencia. Aludiendo en seguida el despacho español 
á las comunidades religiosas de hombres, las declara supri¬ 
midas. 

También esta palabra está sujeta á un error de principio 
y de máxima. Las corporaciones reglares, por efecto y moti¬ 
vo intrínseco de su índole y naturaleza, reciben la existencia, 
y el derecho y modo de existir, de la autoridad de la Iglesia. 
Al príncipe seglar, por amor á la buena armonía enire la Igle¬ 
sia y el Estado, útil siempre á ambos, y que es siempre de 
desear, se podrá solicitar, si se quiere, su permiso, cuando se 
desee introducir y establecer en sus dominios una nueva cor¬ 
poración religiosa; pero, una vez concedido este permiso, y 
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establecida esta corporación, no está en su derecho el aboliría 
ó suprimirla sin la intervención y consentimiento de la Iglesia. 
Por la gran regla, universalmente reconocida, que el íin de 
todas las cosas debe emanar de la misma causa á que debie¬ 
ron su principio, todo proceder de la autoridad seglar contra¬ 
rio á esta regia, no es mas que un acto incompetente é ile¬ 
gítimo, un esceso y abuso de poder; y las corporaciones reli¬ 
giosas, tratadas de este modo, podrá muy bien decirse que 
están suprimidas de hecho, mas no suprimidas absolutamente , 
para deducir é inculcar le ¡dea de que lo están también de der¬ 
rocho. 

El despacho español, con el propósito, ademad, «de exa- 
«minar la desamortización, tal cual se lia proclamado en prin¬ 
cipio, tal cual se ha llevado á efecto en la práctica,» supone, 
«que no es solo el principio el que lia suscitado las reclama¬ 
ciones de la Santa Sede, pero también, y mas particular - 
«mente, la manera como se ha decretado su práctica.» Difí¬ 
cil sería, en verdad, el entender claramente lo que en el caso 
concreto de que hablamos se haya querido signiíicar, distin¬ 
guiendo en el exámen de la llamada desamortización el modo 
cómo se ha proclamado en principios, del modo cómo se lia 
llevado á efecto en práctica. Sea como fuere, hay una cosa que 
es de mas importancia determinar ó mas bien comentar muy 
claramente aquí, y es que si la Santa Sede lia reclamado con¬ 
tra la manera con que se lia decretado la realización de la de¬ 
samortización eclesiástica, lo hizo movida por un principio que 
tiene el deber de tutelar, por un solo principio, que es siem¬ 
pre el mismo en semejante materia, á saber, el de la integri¬ 
dad ó inviolabilidad del derecho de la Iglesia sobre sus bienes. 

Ya que la ejecución de la susodicha desamortización ha si¬ 
do decretada únicamente por la potestad civil, y de tal mane¬ 
ra que esta deba esclusivamente llevarla á cabo, es un prin¬ 
cipio, que los bienes eclesiásticos, por su índole especial y por 
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su origen y destino, no pueden ser vendidos ni distraídos sin 
el permiso y consentimiento de la suprema autoridad de la 
Iglesia, sin. el beneplácito de quien por institución divina, y 
por razón inherente á su misma constitución* es el único, li¬ 
bre é independiente administrador de los mismos bienes. Por 
último, el documento español se queja amargamente de la San¬ 
ta Sede, imputándole que «en cuatro años no ha dado el me- 
«nor paso para el cumplimiento de una condición tan esen- 
«cial, ni ha hecho el menor esfuerzo que demuestre en esta, 
«como en otras materias, su celo por la pronta ejecución del 
«Concordato.» A este propósito se tiene que reproducir ne¬ 
cesariamente el razonamiento ya usado sobre otro punto algo 
parecido. El articulo 55 y el último párrafo del 58 de la solem¬ 
ne convención, confian directamente á los Prelados diocesanos 
del reino la ejecución de las ventas, prescribiendo, con sumo 
cuidado, las reglas que debían observarse, entre otras, la pre¬ 
sencia á cada acto de subasta de una persona delegada del go¬ 
bierno. No habia, por consiguiente, ningún paso que dar, 
ni esfuerzo que cumplir por parte de la Santa Sede. Si por 
parte de los mismos Prelados hubiese habido alguna lentitud, 
poca eficacia y escasa voluntad, el gobierno de S. M. Católica, 
que no podía dejar de saberlo por las personas mismas desti¬ 
nadas para asistir en su nombre á las ventas, hubiera debido 
dirigirse á la Santa Sede, y reclamar las disposiciones necesa¬ 
rias ó útiles al efecto. Ahora bien; ni al principio, por conducto 
del Nuncio apostólico, ni después, por el del encargado ponti¬ 
ficio, ni jamás directamente por la legación española en Roma, 
se ha hecho, ni de palabra, ni por escrito, no se puede decir 
una reclamación ó una representación, pero ni siquiera una 
queja ó insinuación cualquiera. 

Y este hecho, que la Santa Sede no duda asegurar plena¬ 
mente, no necesita otra prueba mas que apelar francamente 
á la lealtad y buena f¿ del gobierno de S. M. Católica. ¿Pero 
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había razón y motivo para las quejas y los recursos? ¿Es cierto 
realmente que los Prelados diocesanos del reino con respecto 
á la venta de los bienes eclesiásticos, dispuesta por el Concor¬ 
dato, «hayan mostrado una lentitud y un descuido evidente- 
«mente contrario á los pactos convenidos; que la Iglesia na- 
«da haya hecho durante cuatro años para cumplir lo que ella 
«misma consideraba como evidente, lo que en su misma opi- 
«nion no ofrecía duda alguna?» 

Y entrando ahora á examinar, aunque brevemente, el fon¬ 
do y el objeto principal de los referidos pasos indicados en 
el despacho español, es necesario mencionar y volver sobre los 
hechos que tienen relación con ellos. El Concordato, si bien 
fué concluido y firmado por los plenipotenciarios el 16 de Mar¬ 
zo de 1051, y el cambio de las ratificaciones se verificó el 6 
de Mayo, no fué anunciado en el Consistorio, y la Bula de solem¬ 
ne aprobación y confirmación no fué espedida hasta el 5 
de Setiembre. La real cédula, por consiguiente, que la decla¬ 
ró ley de Estado, no se publicó hasta el 17 de Octubre del mis¬ 
mo año. Hasta entonces, como el Concordato mismo no esta¬ 
ba en via de ejecución, los Prelados diocesanos y su curia no 
podian dar un paso á fin de evitar la venta de que se hallaban 
encargados, en virtud de los artículos 55 y 58 de aquel acto. 
Pero ya se ha dicho que todo paso referente ó relativo á la 
venta, debía ser precedido de la devolución efectiva de los bie¬ 
nes; y esta dependía esclusivamenle del gobierno, en cuyo po¬ 
der se hallaban los bienes mismos. Ahora bien; el decreto por 
el cual se mandó, á quien era-conveniente, «la entrega á la 
«Iglesia de los bienes eclesiásticos, á que se refieren los pár- 
«rafos 4.° del artículo 35, y 5.“ del 38 del Concordato cele- 
«brado con la Santa Sede,» no fué firmado por la real mano 
hasta el 8 de Diciembre, ni publicado hasta varios dias des¬ 
pués en la Gacela oficial de Madrid. Se debió á la enérgica 
é infatigable laboriosidad de los dos ministros de Hacienda y 
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de Gracia y Justicia de aquel tiempo, que la orden fuese dada 
en tan breve término desde la solemne promulgación del Con¬ 
cordato como ley del reino, puesto que las cosas que debían 
arreglarse y disponerse no eran ni tan pocas ni tan indife¬ 
rentes. Ni mas tarde del dia siguiente, es decir, el 9 de Di¬ 
ciembre ya dicho, fué firmado por la Reina y publicado algún 
dia después, en la citada Gacela , el otro decreto en que, ha¬ 
ciéndose referencia de los acuerdos convenidos sobre este punto 
con el Nuncio apostólico, y teniendo fielmente presentes las re¬ 
glas prescritas eñ los respectivos artículos del Concordato, se 
dictaron aquellas mas particulares que se juzgaron convenien¬ 
tes para la esacta é inmediata ejecución de la venta de los bie¬ 
nes, de los que el dia antes se había mandado hacer la de¬ 
volución y entrega á la Iglesia. Pero de que esta orden tu¬ 
vo lugar y se publicó formalmente hasta la mitad de Diciem¬ 
bre de 1851, debe creerse que efectivamente desde aquel mis¬ 
mo momento los mencionados bienes fueron restituidos y en¬ 
tregados á la Iglesia, hallándose esta por tal razón en disposi¬ 
ción desde entonces de empezar los actos de venta. 

Y como en el referido decreto se mandó,.como era justo, 
á todas «las oficinas de administración de contribuciones di- 
«reclas, estadística y bienes del Estado, la formación en ca- 
«da una de las diócesis de inventarios duplicados de los bienes 
«raíces, censos, cánones, derechos y acciones,» que se debían 
devolver á la Iglesia, y como por una real orden posterior de 
15 del mismo mes, se prescribieron al efecto otras prácticas y 
formalidades sumamente útiles y oportunas para la mayor re¬ 
gularidad de la entrega, debió ésta necesariamente sufrir al¬ 
gún [atraso. Cuando fué terminada, un nuevo obstáculo impi¬ 
dió á los Prelados diocesanos el apresurar lo que era conve¬ 
niente para dar inmediatamente principio á las ventas. Las in¬ 
dicadas administraciones no les habían remitido, á lo menos 
en lo general, los títulos ó documentos de propiedad de los 
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bienes restituidos. Por lo que, á consecuencia de las instan¬ 
cias reiteradas de los mismos Prelados, que ciertamente no 
dieron en esta ocasión pruebas de descuido ni lentitud, ni de 
aversión al cumplimiento del encargo que se les había come¬ 
tido, fué indispensable otra real órden dirigida el 2 de Julio 
de 1852 por el ministerio de Hacienda al director general de 
las referidas administraciones, y por la que se mandó «dispo¬ 
ner cuanto conviniese, á fin de que los empleados de las mis- 
ornas se ocupasen, aunque fuese en horas estraordinarias, en 
«los trabajos necesarios para facilitar á los Rdos. Obispos to¬ 
ldos los documentos comprobantes de la posesión en el do- 
* minio de los bienes devueltos al clero, á fin de que pudiesen 
«proceder á su enajenación.» Es, por lo tanto, cierto, que aun 
sobre este punto, la dilación interpuesta á la ejecución de las 
ventas, no puede atribuirse, sin gran injusticia, á la Iglesia y 
á los Obispos. Pero no es menos cierto que desde el momento 
en que los respetables Prelados que los necesitaban, tuvieron 
en su poder los títulos y documentos pedidos al efecto, no de¬ 
jaron de ocuparse en ellas cuanto es posible de activarlas, de 
facilitarlas, de continuarlas sin descanso, y de hacer cuanto 
estaba de su parte por llevarlas á cabo. Este es un hecho que 
no necesita ser comprobado mas que por la uotoriedad y la fe 
pública. Las pruebas están á la disposición y vista de todos. 
Tal como ahora se afirma, viene confirmado y probado por los 
actos públicos del gobierno, de aquel gobierno en cuyo uom- 
bre se dice en el despacho que «eu cuatro años* la Iglesia na- 
«da ha hecho, mostrando en la venta de sus bienes un des¬ 
cuido y una lentitud evidentemente contraria á los pactos con¬ 
tenidos.» En el articulo 4.° del real decreto fecha 0 de Di¬ 
ciembre de 1851, dirijido á fijar las mas minuciosas formali¬ 
dades que debian observarse para la ejecución de las ventas, 
se prescribe lo siguiente: 

«Fijado el precio y el dia de la subasta, el Prelado diocesa- 
14 
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«no espedirá los edictos correspondientes, que.se fijarán en los 
«sitios de costumbre, y además se insertarán en la Gaceta y 
«Diario de 'Avisos de Madrid, en el Boletín oficial de la pro¬ 
vincia á que corresponda la capital de la diócesis, y en el de 
«aquella en la que se hallan situados los bienes, á lo menos con 
«un mes de anticipación.» Todo esto, con otras iofiuitas dispo¬ 
siciones y medios, fué dispuesto, como es evidente, de acuer¬ 
do con el Nuncio apostólico para dar mayor impulso á las ven¬ 
tas y proporcionarse mayores ventajas, merced á la emulación 
y concurso de los Pastores. Cójase, pues, y recórranse los bo¬ 
letines oficiales de las provincias, el Diario de Avisos de la 
capital, y principalmente la Gaceta , y después de leer y de 
ver con sus propios ojos que en algunas diócesis, donde acaso 
no faltaban los títulos de los bienes que debían venderse, las 
subastas principiaron á fines de Mayo de 1852, es decir, antes 
que la orden relativa al envió á los Prelados diocesanos de los 
mismos títulos tuviese curso; que desde entonces acá se acti¬ 
varon con toda premura en las varias diócesis del reino; que 
en todas aquellas donde existían bienes destinados por el Con¬ 
cordato á la venta, se continuaron sin interrupción de mes á 
mes, de año en año; que no habiendo tenido resultado las pri¬ 
meras por falta de compradores, ú otra causa semejante, se 
renovaron los edictos y pruebas de subasta por segunda, ter¬ 
cera, y aun en alguna parte por cuarta vez; y que no se deja¬ 
ron ni se suspendieron sino á principios de Febrero del pre¬ 
sente año, cuando se presentó á la Asamblea constituyente el 
proyecto de ley para la desamortización general eclesiástica; 
que se decida si hay razón para asentar en el despacho espa¬ 
ñol «que la Iglesia nada ha hecho en cuatro años, y que en la 
«venta de sus bienes ha demostrado una lentitud y descuido 
«evidentemente contrario á los pactos estipulados.» 

Pero el mismo despacho trata precisamente de demostrar 
que es notorio en España que en el curso de cuatro años, ni siquie- 
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ra para cubrir las apariencias se ha vendido una sola here¬ 
dad. No se quiere en este momento estimar la importancia 
real y el justo valor de una proposición semejante. No se quie¬ 
re decir que se ha asentado tal vez la notoriedad de toda Es¬ 
paña acerca de la venta siquiera de una sola heredad, con el 
mismo fundamento con que se ha asegurado que la Iglesia, en 
cuatro años, nada ha hecho para la venta de sus bienes; mien¬ 
tras de la fé pública y de los documentos oficiales, es realmente 
notorio para la España entera, lo que la Iglesia ha hecho y la 
solicitud que los Prelados diocesanos han empleado al intento. 
Sin temor ni duda de engañarse, podría asegurarse que no ha 
sido una sola la heredad vendida. Pero como en este monten 
to no se tiene sobre esta materia las noticias esactas, y como 
tampoco debe haber en esta esposicion una sola palabra en lo 
relativo á los hechos que no se halle y corresponda, con todo 
rigor de expresión, á la verdad, se prescinde de buen grado 
de toda discusión sobre la cantidad y número de los bienes 
efectivamente vendidos. 

Pero no es esta la cuestión de que se trata, y el despacho 
español, en su referida proposición, la desvirtúa y la lleva en¬ 
teramente fuera de su terreno: ¿acaso la Iglesia y los Prela¬ 
dos diocesanos, al asumir el encargo de efectuar las ventas, 
se habían obligado á hacer de modo que dejasen de existir las 
causas, cualesquiera que fuesen, por las cuales las ventas no 
habían podido realizarse? ¿Acaso fué ú podía ser esta la inten¬ 
ción de las dos altas partes contratantes, cuando convinieron 
en confiar á aquellos este encargo? Si á pesar de las diligen¬ 
cias, de las incitaciones, y del esacto cumplimiento de las re¬ 
glas, no solo prescritas en los respectivos artículos del Concor¬ 
dato, sino añadidas también por el gobierno mismo, de acuer¬ 
do con el Nuncio apostólico, con el único y recíproco fin de 
conseguir el concurso de los compradores, y el efecto de las 
ventas; si á pesar de lodo esto las repetidas subastas han sido 
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infructuosas, es prueba que existian completamente las causas 
del escaso valor, importancia y condición de las tincas, y de la 
evidente utilidad de la Iglesia, que fueron las que inclinaron 
al Padre Santo, á instancia de los gobiernos de aquella época, 
á permitir y disponer la venta y la conversión en títulos de la 
deuda del Estado, y que por consiguiente no fué ciertamente 
el espíritu ni el favor, per la llamada desamortización eclesiás¬ 
tica, lo que provocó dicha disposición, como se ha querido 
hacer creer. 

Mas nunca podrá deducirse de aquí, sino en contradicción 
con la notoriedad y la fó pública, y con suma é injustísima 
ofensa, que la Iglesia y los Prelados del reino, faltando á los 
convenidos pactos, han mostrado lentitud, descuido, aversión, 
y nada han hecho en cuatro años para activar y promover la 
venta de los bienes eclesiásticos, permitida y dispuesta en 
el Concordato. Y adviértase que si «el valor de la-finca, hu- 
«biese escedido de la cantidad de 500 duros, las subastas de- 
«bian celebrarse en el mismo dia, tanto en la capital de la 
«diócesis, cuanto en Madrid; y en el uno y el otro caso debía 
«asistir al acto el administrador de las contribuciones directas, 
«y el empleado que acostumbraba á representarlo.» Todo esto 
se dispuso en real decreto de 0 de Diciembre de 1051. Esta¬ 
ba, pues tan bien cautelada, por parte é interés del gobier¬ 
no, la marcha regular de aquellas ventas, que hasta la sospe¬ 
cha, siempre injuriosa y gratuita, de un supuesto empeño en 
perjuicio de las ventas por parte de las curias diocesanas, que¬ 
daba enteramente escluida. 

A la acusación contra la Iglesia, la Santa Sede y los Prela¬ 
dos del reino, de que se ha tratado hasta aquí, se añade en 
el despacho español una confesión á cargo del gobierno. Se 
confiesa, á saber, «que en la e'nagenacion de los bienes ccle- 
«siásticos últimamente dispuesta, el gobierno se ha desviado 
«de ciertas formalidades estipuladas en el Concordato.» Para 
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justificar, sin embargo, la falta, se recurre sin demora á las 
graves causas que le han* puesto «en la urgente necesidad de 
«acelerar el cumplimiento de lo que se debía, según su modo 
«de ver, al funesto ejemplo que se habia dado (se entiende, 
«por la Iglesia), y á las exigencias de la opinión pública justa- 
«mente disgustada.» Se añaden luego otras consideraciones 
que, aunque indicadas ya con otro objeto, conviene trasladar 
aquí literalmente, á fin de responder á ellas mas directamen¬ 
te. «El gobierno de S. M., dice el despacho, una vez presen- 
«tado á las Cortes el proyecto de ley de desamortización, una 
«vezvotado, sancionado y promulgado, halló q uc á su ejecución 
«se oponían... no pocos Prelados de la Iglesia de España. Mien¬ 
tras algunos de ellos, con laudable ejemplo de mansedumbre, 
«se manifestaban obedientes á los preceptos del gobierno, ó espo- 
«niun lo que creían mas ventajoso para la Iglesia y el Estado, 
«ha habido, por desgracia, otros que, en mengua de su patrio- 
«tismo y de sus obligaciones evangélicas, se han colocado en 
«una situación, no solo hostil, sino rebelde y punible. Así es 
«que han obligado al gobierno de S. M. á precaver, con algu- 
«nas medidas de precaución, mayores males, separando algu- 
«nos Obispos de sus diócesis, mientras pueda ser contrariada 
«la ejecución de la ley. Asi es que le han impedido ademas 
«el dar al clero, en la venta de sus bienes, la participación 
«que el concordato les ofrecía. » 

La primera causa que, según el despacho, obligó al go¬ 
bierno español á ejecutar rápidamente la enajenación de los 
bienes eclesiásticos, y á prescindir de reglas establecidas es¬ 
pesamente en el Concordato, fue «la exigencia de la opinión 
«pública, justamente disgustada con el funesto ejemplo anle- 
«rior.» Cuando se habla de opinión pública, no se puede me¬ 
nos de aludir al sentido universal ó casi común de la nación. 
Mas, en verdad, si se considera que la opinión en general de la 
nación eminentemente católica rehuyó siempre de la ¡dea de 
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venta de.los bienes de la Iglesia, de los bienes consagrados á 
Dios, al ejercicio de su culto, al socorro de los pobres, se con¬ 
sidera ademas si en la gran dilapidación de estos bienes, á 
que dieron lugar las precedentes vicisitudes de España, fué 
escasísimo el número, guardada proporción, de los españoles 
que acudieron á las subastas para enriquecerse con ellos, y 
que toda aquella gran masa de bienes fué á concentrarse en 
manos de pocos especuladores, no todos nacionales, cuya avi¬ 
dez, halagada por la vileza del precio, ó quizá también por el 
modo de desembolsarlo; si se considera, por último, que el per¬ 
miso de que se hace mérito en los artículos 55 y 58 del últi¬ 
mo Concordato, suscitó algún descontento, especialmente en¬ 
tre cierta clase de personas, de modo que el Padre Santo, 
persuadido de la existencia é importancia de las causas intrín¬ 
secas, no titubeó en concederlo, pero no lo concedió sin re¬ 
pugnancia en la previsión de la indicada 'circunstancia intrín¬ 
seca, como mas atrás se ha dicho; no se puede menos de es- 
perimentar mucha dificultad en creer á la exigencia de la opi¬ 
nión pública, cuya existencia se afirma en el mencionado des¬ 
pacho. Y en efecto, ¿cómo puede concebirse y conciliarse por 
un lado el disgusto y la exigencia de la opinión pública, rela¬ 
tivamente al pronto cumplimiento de la venta de los bienes, 
con la absoluta inacción de los españoles por otro lado, y 
con la ausencia total de compradores, apesar de los edictos y 
avisos de venta, repelidos y continuados sin interrupción por 
espacio casi de cuatro años? En fin; el razonamiento que va¬ 
mos ahora á proponer, no puede ser mas decisivo y conclu¬ 
yente. El despacho español, para justificar al gobierno del dis¬ 
gusto y de la exigencia de la opinión pública, no usa de mas 
argumento que el de atribuir su origen al funesto ejemplo an¬ 
tecedente; á saber: á la inercia, lentitud y descuido de la Igle¬ 
sia y de los Prelados diocesanos, respecto á la ejecución de la 
venta de los bienes dispuesta y permitida por el Concordato, 
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Ya hemos probado, y está á la vista de toda España, que no 
es cierto hayan existido este funesto ejemplo, esla lentitud y 
esta inercia; por consiguiente, no podía tampoco subsistir el su¬ 
puesto disgusto y la afirmada exigencia de la opinión pública; 
y por una filiación necesaria, el disgusto y la exigencia de la 
opinión pública no han sido ni podido ser la causa, bajo cu¬ 
yo imperio ha tenido que apresurar la venta de los bienes ecle¬ 
siásticos, efectuarla bajo su sola autoridad, estenderla y ensan¬ 
charla á su arbitrio, y prescindir enteramente de las reglas 
establecidas y pactadas en el Concordato. 

La otra causa que se alega en el despacho español pa¬ 
ra justificar todas las indicadas empresas del gobierno, y es¬ 
pecialmente la de haberse separado de las reglas, y de haber 
escluido al clero de la participación que le ofrecía el Concor¬ 
dato, en la venta de los bienes eclesiásticos, es la actitud hos¬ 
til y la decidida oposición de no pocos Prelados del reino, aña¬ 
diéndose en el mismo despacho, que «era absurdo dar al clero 
«dicha participación, puesto que se manifestaba tan contrario 
«á la ejecución de la venta.» En verdad no era una simple 
participación la que el clero, según los términos del Concor¬ 
dato, debia tener en la venta de los citaJos bienes, habiéndo- 
s e á su vez dispuesto que esta debia efectuarse esclusivamenlc 
por la Iglesia, y en su nombre y de los respectivos propieta¬ 
rios por los Prelados diocesanos, con la sola presencia en los 
actos de subasta de un delegado del gobierno. Tampoco es 
eierto que lo que llama iuesactamente participación, estuviese 
meramente ofrecida en el solemne tratado, pues que se quiere 
y se manda aquella espresamente en él; pero sin que nos per¬ 
damos en estas consideraciones, es preciso comparar las cir¬ 
cunstancias de tiempo para fijar bien los hechos, y ver de qué 
parte está la razón. 

Las reclamaciones y la franca oposición de los Obispos con¬ 
tra la venta de los bienes de la Iglesia, no tuvieron lugar sino 
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después de haber presentado el ministro de Hacienda á la 
Asamblea constituyente el proyecto de ley sobre la general 
desamortización eclesiástica y civil. Los documentos son pú¬ 
blicos, y las fechas hablan; antes bien este proyecto fué el que 
provocó las esposiciones de los Obispos, quienes no pensaron 
en ellas ni podían haber pensado antes. Continuaron, pues, las 
curias de los Obispos en la intimación de las ventas, como es¬ 
taba prescrito en el Concordato. Prescindiéndose en aquel pro¬ 
yecto de las reglas en este prescritas, disponiéndose en él la 
venta de los bienes de la Iglesia, por solo arbitrio de la auto¬ 
ridad seglar, y estendiéndola ademas á aquellos bienes cuya 
venta no estaba permitida ni mandada en el Concordato; los 
Obispos, obligados por su sagrado deber, reclamaron, protes¬ 
taron, é hicieron la debida oposición. Puesta, pues, así fuera 
de toda duda la posterioridad de las reclamaciones, y de la 
oposición de los Obispos á aquel proyecto de ley, es evidentísi¬ 
mo que estas no han podido ser la causa que obligaron al go¬ 
bierno español á acelerar, en uso de su arbitrio y autoridad, la 
ejecución de la venta de dichos bienes, prescindiendo de lo 
dispuesto en el Concordato, y escluyendo al clero de la parti¬ 
cipación que en el mismo se le concedía y atribuía esplícita- 
mente en la venta misma. 

No queremos repetir á este propósito el punto de derecho 
que hemos tocado suficientemente en otro lugar, para deplo¬ 
rar y desaprobar de nuevo las medidas violentas, é injustas 
disposiciones del gobierno español, en gravísimo daño de va¬ 
rios venerables é insignes Prelados del reino: no9 limitaremos 
á afirmar y proclamar, en el orden de los hechos, que los Pre¬ 
lados á que en particular se alude en el despacho, tantas ve¬ 
ces citado, así en esta como en muchas otras ocasiones, han 
dado los testimonios mas luminosos, no solo de sabiduría y 
prudencia, sino también de apego y sincero amor á su ¡lustre 
patria; que fueron principalmente inspirados en sus reclama- 
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cioues y protestas por el impulso de la conciencia y del deber 
(jue les incumbe de proteger y defender lo§ derechos de la 
Iglesia, y juntamente por el deseo de disuadir á los represen¬ 
tantes de la nación de adoptar una medida, y votar una ley que 
ellos, conocedores profundos y acaso esclusivos de las verda¬ 
deras teudencias y miras de la gran mayoría del pueblo, pre¬ 
veían que había de ser manantial de graves disgustos y de 
consecuencias deplorables; y por último, que el gobierno de la 
Reina, al pagar aquellos actos de los pastores y príncipes de 
la Iglesia con la odiosa calificación de rebeldes, y con la acer¬ 
ba pena de apartarles de su grey, y de confinarles en puntos 
lejanos del reino, ha manifestado, fuerza es decirlo, que ni com¬ 
prende ni aprecia como debe la diferencia que hay entre los 
deberes que todo cristiano, y particularmente un ministro del 
Señor, un gobernador de la Iglesia, tiene para con Dios, y los 
que tiene para con los hombres, entre la obligación de dar 
al César lo que es del César, y la harto mas sagrada de dar á 
Dios lo que es de Dios. 

Oportuuo es cumplir en este lugar lo que en otra parte se 
ha prometido, á saber: tributar en breves palabras la debida 
justicia al respetabilísimo cuerpo episcopal español, y salir por 
su honra, inconsideradamente ofendida en el mencionado des¬ 
pacho cuando asegura que algunos de sus miembros «se mos- 
«traban, con loable ejemplo de mansedumbre, obedientes á los 
«preceptos del gobierno, mientras que otros se han colocado 
«en una situaciou, no solo hostil, sino rebelde y punible.» ¿De 
,qué preceptos quiere hablar el gobierno español? Si se alude 
á disposiciones de la autoridad, que son de su competencia, y 
se refieren á materias y cosas del orden civil, no habia motivo 
para hacer distinciones entre los Prelados. Es indudable, y el 
gobierno real debiera en su lealtad reconocerlo, que todos los 
venerables miembros del cuerpo episcopal siu disliucion, 
comprendidos los que en anteriores reclamaciones y protes- 
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tas desplegaron mayor solicitud* y entereza, cifraron su de¬ 
ber en adherirse y atender á las indicadas determinaciones 
del gobierno, esto es, á las concernientes á materias y cosas 
del orden civil. Pero si se alude á medidas y órdenes ilegiti¬ 
mas é incompetentes, relativas á materias y objetos del órden 
eclesiástico, tampoco en tal caso habia lugar á admitir entre 
ellos diferencias de linaje alguno. Puede decirse con verdad, 
que ninguno absolutamente de los Prelados del reino ha ma¬ 
nifestado conveniencia ni sumisión voluntaria con respecto á las 
disposiciones de la autoridad secular, ni en esta ni en otras 
materias de la competencia y derecho de la Iglesia. La Santa 
Sede tiene la satisfacción de abrigar en esta parle seguridad 
completa. Por ello se complació el Santo Padre en tributar, 
en general, los elogios que merece á la firmeza y al celo del epis¬ 
copado español, en la alocución consistorial del 20 de Julio de 
este año. Y ya que el tantas veces citado despacho ofrece nue¬ 
va ocasión, no puede menos de repetirse aquí, y de confirmar 
en su augusto nombre, el testimonio que se le debe de honor 
y de alabanza. 

El despacho español no se limita á justificar y defender la 
conducta del gobierno con los motivos y circunstancias hasta 
ahora examinadas. Con el designio, al parecer, de hacerlo con 
mayor fruto, añade que, si apremiado por las causas espues- 
tas, tuvo que prescindir y «apartarse de algunas de las pres- 
«cripciones del Concordato, cree, sin embargo, no haber falta- 
«do én nada esencial de cuanto se consigna en sus artículos.» 
Y para probar sus aserciones, deja el camino derecho; no se 
ocupa ya de los artículos del Concordato que al caso se refie¬ 
ren; no trata de demostrar que con la ley general de desa¬ 
mortización eclesiástica, emanada únicamente de la autoridad 
secular, no han sido violados aquellos artículos del Concor¬ 
dato en que se prescriben reglas para la venta de algunos bie¬ 
nes determinados de la Iglesia: y, ateniéndose á la via indi- 
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recta, pasa á declarar que «el derecho de adquirir la Iglesia, 
«consignado en el artículo 41 del Concordato, no ha sido con- 
«culcado, no ha sido desconocido por un solo momento en las 
«leyes y decretos emanados del gobierno y de la íleiua.» 
Trascribe en seguida las palabras del artículo 22 de la ley 
de desamortización, en el cual se ordena «la emisión sucesiva 
«de inscripciones del 5 por 100, con arreglo al capital pro- 
«ducido por la venta’ de los bienes eclesiásticos,» y asimis¬ 
mo la de los artículos 20 y 27, en los cuales se declara que 
«los bienes donados y legados, ó que se donen y leguen en lo 
«sucesivo á manos muertas, entre las cuales se comprende á 
«la Iglesia, serán puestos en venta ó redención para ser tam- 
«bien convertidos en títulos de la Deuda pública,» y de aquí de¬ 
duce, en su juicio, «con claridad,» que «el derecho eseucial de 
«adquirir queda incólume en la Iglesia: que podrá adquirir 
«cuanto se le legue ó se le done en rentas públicas;» y que 
«podrá también convertir en rentas públicas cuanto se le done 
«ó se le legue en bienes raíces.» Heconoce después, que, «la 
«ley prohíbe á la Iglesia poseer esta última clase dq bienes, 
«y eso, no porque sea la Iglesia quien los posea, sino porque 
«la iglesia es mano muerta, y se establece y se promulga 
«el principio absoluto de que ninguna mano muerta puede po- 
«seer bienes raíces en el territorio español.» 

Y este punto, confundiendo enteramente á la Iglesia con 
corporaciones y colegios privados, dependientes del Estado, 
no viendo en ella mas derechos ni prerogativas que aquellos 
de que son capaces los mismos colegios y corporaciones; de¬ 
senvolviendo ademas á su antojo el derecho que ha ejercitado 
«siempre el poder temporal de lijar limites, condiciones y for- 
«mas á la propiedad, con tal de no herir su esencia y natura- 
«leza;» sosteniendo asimismo que tal derecho «se ha ejercita- 
«do siempre, aun con respecto á la propiedad particular, ma s 
«respetable siempre que la propiedad corporativa, como que 
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«la primera nace del derecho natural, y la segunda nace de 
la ley, que es la que dá vida á las mismas corporaciones,» 
concluye que, «si en España el poder temporal ha podido obli- 
«gar, y ha obligado efectivamente, á las corporaciones rnuni- 
«cipales, benéficas y administrativas, á cambiar la forma de 
« su propiedad, puede hacer indudablemente lo mismo respec- 
«to á las corporaciones eclesiásticas,» y que «siendo esto de 
«derecho humano, puede hacerlo con entera independencia de 
«la Santa Sede.» De lo cual resulta, según el despacho, que 
el derecho de adquirir ha sido conservado á la Iglesia en to¬ 
da su integridad, y que no le ha inferido ningún perjuicio 
ni quebranto la ley llamada de desamortización. Para esten- 
der la prueba de esta conclusión á las disposiciones respecti¬ 
vas del Concordato, no titubea el mismo despacho en añadir 
que, «afortunadamente nada se dice, nada hay en este docu¬ 
mento que contradiga la desamortización: ni uno solo de sus 
«artículos indica que la Iglesia haya de poseer precisamente 
«bienes raíces, que los bienes raíces de la Iglesia hayan de ser 
«en su forma inviolables. El principio esencial del Concorda- 
«lo en esta materia quedará, pues, á salvo, siempre que se 
«entreguen á la Iglesia, como se le entregarán, á cambio de 
«sus bienes raíces, títulos de la Deuda, y de la Deuda privile- 
«giada del Estado.» 

Siguiendo las teorías del mismo documento español, con¬ 
viene hacerse cargo: primero, de lo que acerca de tan gra¬ 
vísima materia se enuncia como derecho y doctrina, y, des¬ 
pués de lo que se afirma como hecho, relativamente al artí¬ 
culo 41 del Concordato, comparado con la ley de desamorti¬ 
zación. Todos los raciocinios que se emplean para demostrar, 
cual si fuese posible, que aquella infausta ley ha dejado intacto 
el derecho que compete á la* Iglesia de adquirir y poseer bie¬ 
nes inmuebles, estriban en la doctrina de que no se ataca 
ni perjudica el derecho de propiedad, en su naturaleza y esen- 
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cia, obligando al poseedor á cambiar la forma de ella por otra, 
no solo diversa, sino de tal manera determinada, que no puede 
ser mas que uua sola. 

Así sucede cabalmente en el caso presente, en el cual la ley 
de desamortización ha establecido que la Iglesia haya de ven¬ 
der forzosamente todos los bienes raíces, y convertir su valor 
en inscripciones intrasfcribles de la Deuda pública, y que no 
pueda adquirir ó poseer en adelaute sino rentas procedentes 
de las inscripciones mismas. • 

Sea lo que quiera de la aplicación de semejante principio 
á las corporaciones sujetas al Estado, y dependientes en su 
existeucia y forma de la anuencia y consentimiento de este: 
sea también lo que quiera del derecho que pueda competir 
á la autoridad secular suprema para fijar límites, condiciones 
y forma á la propiedad de aquellas; es lo cierto, lo induda¬ 
ble, lo incontrovertible, que la Iglesia no puedo ser colocada 
al mismo nivel, ni en la misma categoría y condición, que las 
corporaciones é institutos dependientes del Estado. 

Según los principios y las máximas recordadas oportuna¬ 
mente en otro lugar, y de las cuales nadie, como entonces se 
advirtió, puede apartarse católico alguno sin renunciar mas ó 
menos esplícitamentc á la fé y creencias de sus padres, la 
Iglesia es una sociedad perfecta, instituida por Dios, y debe 
subsistir como tal hasta la consumación de los siglos. Tiene, 
por tanto, derecho para adquirir y poseer bienes temporales, in¬ 
dependientemente del consentimiento y de las concesiones de los 
príncipes y autoridades seculares. Y no siendo humano este 
derecho, sino divino, y también natural, como intrínseco c in¬ 
herente á la naturaleza de toda sociedad perfecta, es al pro¬ 
pio tiempo libre, absoluto, y no está sujeto á ninguna potestad 
humana. Por consiguiente, no solo no puede ser suprimido 
ni suspenso por la autoridad laical, pero ni siquiera restringi¬ 
do ni limitado en su aplicación á tal ó x;ual forma determinada. 
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En fuerza de este derecho, la Iglesia ha poseído constante¬ 
mente, desde su primitivo origen y aun en medio de perse¬ 
cuciones, propiedades y bienes inmuebles que todas las nacio¬ 
nes respetaron y consideraron como sagrados é inviolables. 
Declarar, pues, que la Iglesia es incapaz de adquirir y poseer 
tales bienes, y disponer que sean vendidas sus propiedades 
actuales para convertir esclusivamente su valor en rentas del 
Estado, no es, en sustancia, sino la usurpación de un derecho 
natural y divino, el despojo de una propiedad legítima, sa¬ 
grada é inviolable. Puesta en claro de este modo la falsa apli¬ 
cación que se.hace á la Iglesia del principio en que se fundan 
completamente los mencionados raciocinios del despacho espa¬ 
ñol, no hay que apelar á nuevos argumentos para combatir 
cuanto allí se dice en la esfera del derecho, para demostrar 
é inferir que la ley, llamada de desamortización, no ha lasti¬ 
mado en manera alguna el derecho de adquirir y poseer bie¬ 
nes raices, del cual goza la Iglesia. 

Y sentado todo aquello, que, ya en otra parte, y después 
de la serie de los hechos, se ha indicado, respecto al espíritu 
que guió y dirigió á los dos altos contratantes, al convenir 
en los pactos relativos á la materia, y respecto especialmente 
al sentido literal del artículo entero 38 del Concordato, podría 
evitarse la molestia de todo ulterior examen, acerca de cuanto 
se añade en el despacho español, á fin de probar «que el dere¬ 
cho de adquirir, propio de la Iglesia, y reconocido por el artí- 
« culo41 del Concordato, no lia sido hollado ni infringido un solo 
«momento por las leyes y decretos emanados del gobierno de 
«la Reina.» Sin embargo, no será del todo inútil hacer algu¬ 
nas brevísimas indicaciones, aunque sea por no dejar pasar 
totalmente inadvertidas semejantes aserciones lanzadas con 
tal franqueza, que, á decir verdad, no puede menos de causar 
el mas estraño asombro. Y sin mas, basta y sobra al intento la 
material confrontación del citado articulo 41 del Concordato, 
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con otro de la ley de desamortización. El primero, trascrito ya 
en otra parte, fué redactado de este modo: «Además, la Igle¬ 
sia tendrá el derecho de adquirir, por cualquier título legi- 
«timo, nuevos bienes (novas possessiones), y su propiedad, en 
«todo lo que posee actualmente ó adquiere en adelante, se- 
«rá solemnemente respetada.» El segundo está concebido en 
estos términos: «Las manos muertas, enumeradas en el artícu- 
«lo 1.’ de la presente ley,» entre las que viene comprendida la 
Iglesia, «no podrán en lo sucesivo poseer predios rústicos ni ur- 
«banos, censos ni cánones.» En el uno se mantiene, expresis ver- 
bis, á la Iglesia el derecho de adquirir bienes inmuebles y cua¬ 
si inmuebles, comprendidos entrambos bajo la palabra genérica 
possesiones. En el otro, expresis verbis, se priva á la Iglesia del 
mismo derecho, prohibiéndola poseer predios rústicos y urbanos, 
censos y cánones, ó sean bienes inmuebles y cuasi inmuebles. En 
el uno se declara solemnemente inviolable la propiedad que la 
Iglesia actualmente posee, y adquirirá en lo sucesivo, es decir, 
la propiedad ya indicada de bienes inmuebles y cuasi inmuebles. 
En el otro, como aparece del periodo poco antes citado de la 
ley, se obliga á la Iglesia á vender y cop vertir en litulos de la 
détlda consolidada el valor de los bienes inmuebles y cuasi in¬ 
muebles, que posee ahora, ó que pueda sobrevenirle en lo su¬ 
cesivo por donación ó legado. Si de esta suerte el artículo de 
la ley de desamortización no conculca ni infringe el derecho 
de adquirir, tal como se halla reconocido y garantido por el 
articulo 41 del Concordato, no podría concebirse de qué otra 
manera mas eficaz y directa hubiera podido infringirlo y con¬ 
culcarlo. 

De esto es fácil deducir con qué fundamento, ó sombra á lo 
menos de verosimilitud, el despacho español se haya avanza¬ 
do á asegurar, sin escilacion ni duda alguna, que «en ninguu 
«artículo de la referida solemne convención se dispone que la 
«Iglesia debe poseer bienes raíces, ni que estos deban ser res- 
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«petados en su forma.» Después de cuanto ahora, y aun mas 
estensamenle en otras partes, se ha dicho y espuesto, parece 
absolutamente increíble un aserto de tal monta. Y mucho mas 
increíble parece lo que el mismo despacho añade, á saber: que 
para convencerse de semejante verdad, bastaría recorrer uno 
por uno todos los artículos del Concordato que tratan de la 
propiedad y de los bienes. Pero ¿cuál es el sentido natural, ob¬ 
vio, imprescindible del ya citado artículo 41? ¿Qué se entiende 
ó ha podido racionalmente entenderse, por las palabras novas 
possessiones que establecen la materia y el objeto del dere¬ 
cho que se reconoce á la Iglesia? Y prescindiendo, sin embar¬ 
go, de estas palabras, es de todo punto innegable que el ar¬ 
tículo reconoce y garantiza en general á la Iglesia el derecho 
de adquirir por cualquier titulo legitimo, por cualquier, por 
cualquiera, es decir, de esos titulos que son admitidos y san¬ 
cionados por el derecho universal, y que son, por lo tanto, los 
mismos en todas las naciones, en todos los pueblos. El dere¬ 
cho, por consiguiente, de adquirir que el susodicho artículo 
asegura á la Iglesia, no está limitado á una ú otra clase de 
bienes; pero, según su letra, que no es permitido'violentar, 
comprende todos aquellos que pueden adquirirse por cualquier 
título legítimo, y por consiguiente, comprende los bienes in¬ 
muebles y cuasi inmuebles. Y como el artículo, aludiendo in¬ 
dudablemente á esta clase de bienes, declara solemnemente in¬ 
violable la propiedad que la Iglesia posee actualmente, y que 
podrá adquirir en lo sucesivo, de la misma manera escluye 
completamente que cualquier otro poder diverso y estrado á la 
Iglesia misma, que es la propietaria de derecho, pueda obli¬ 
garla á cambiar la forma de su propiedad. Véase, pues, aquí 
el artículo del Concordato, en el que se indica, ó para ha¬ 
blar con mas esactitud, se establece y dispone que la Iglesia 
debe poseer bienes estables, que los bienes de la Iglesia deben 
ser en su forma inviolables. 
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Ya que el despacho español invita á ello, recórranse 
al vuelo los otros artículos del Concordato, que hablen de pro¬ 
piedad y de bienes, y la conclusión no podrá menos de estar 
de acuerdo con todo cuanto Hasta ahora se ha dicho, como 
ya se vio al examinar otro punto parecido. En realidad, ¿no 
se habla por casualidad de los bienes raices que debe poseer la 
Iglesia, y debe poseerlos en esta su misma especie, cuando en 
el primer párrafo del artículo 38, destinándose como parte 
de la dotación del culto y clero, los bienes devueltos por la ley 
de 1845, y los otros de las encomiendas y maestrazgos de las 
cuatro órdenes religiosas militares, se dice literalmente que la 
indicada parte de dotación debe resultar de las rentas anuales 
y frutos naturales de los mismos bienes? ¿Y no se dá á enten¬ 
der claramente lo mismo, cuando, después de haber asignado 
los fondos necesarios para la susodicha dotación, se declara es¬ 
pesamente en el artículo 40 que «todos los espresados bienes 
«pertenecen en propiedad á la Iglesia, y que en su nombre se 
«disfrutarán en usufracto y administrarán por el Clero?» 

Tero dejando á un lado, en obsequio de la brevedad, otras 
reflexiones del último párrafo del artículo 58, cuyo sentido, 
establecido con tanta evidencia á su tiempo, no admite ya du¬ 
da, asi como del párrafo cuarto del artículo 55 nace un ra¬ 
zonamiento que esplica siempre mejor la inteligencia de los 
artículos del Concordato, en que se trata de propiedad y de- 
bienes, y escluye al mismo tiempo absolutamente el derecho 
que, según los términos del despacho, pretende tener el go¬ 
bierno español; es decir, á cambiar la forma de la propiedad 
de la Iglesia. 

Y el argumento puede usarse con toda oportunidad y efi¬ 
cacia, puesto que el mismo despacho sostiene el pretendido 
derecho, dando hipotéticamente por buena la interpretación 
de la Santa Sede sobre el referido último párrafo del artículo 
58 de la convención. Por. lo tanto, el Padre Santo, de com- 
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pleto acuerdo, ó mas bien á instancias espresas del gobierno 
de S. M. C., atendiendo, no solo á las circunstancias actuales 
de los bienes de las comunidades religiosas de mujeres, de los 
restos de las de varones suprimidas de hecho, y de los otros 
no devueltos por la ley de 1845, ni destinados ya á la dota¬ 
ción del Clero, sino ademas á la evidente utilidad que resulta¬ 
ría á la Iglesia, dispuso, en la plenitud de sus poderes, que 
dichos bienes fuesen enajenados por la Iglesia misma, y que 
el valor ó producto en capital que resultase de la venta, se con¬ 
virtiese en inscripciones intrasíeribles de la déuda pública del 
Estado. Y semejante disposición fué esplícitamente inserta 
en los artículos 35 y 58 del Concordato. Ahora bien: si para 
cambiar la forma, en vista de las especiales circunstancias, 
uuidas con la evidente ventaja de la Iglesia, de una parte de¬ 
terminada de su propiedad, fué necesario recurrir á la auto¬ 
ridad suprema de la Santa Sede, y esta necesidad fué recono¬ 
cida formalmente en el Concordato por la otra parte contra¬ 
tante, es fuerza inferir que, en el sentido de aquel solemne 
documento, lo restante de la propiedad de la Iglesia debía 
conservarse en la misma especie de bienes raíces, y que el go¬ 
bierno español no tenia ningún derecho para cambiar su for¬ 
ma por medio de la venta y de la conversión en rentas del 
Estado. 

Y si el gobierno de aquella época no podía hacerlo con 
respecto á una parle menos impprtante de los mencionados 
bienes, no estaba ciertamente en su derecho, ni ha podido ha¬ 
cerlo el gobierno presente respecto á todas las propiedades 
que la Iglesia posee ó adquiera en lo sucesivo en España. 
Pero ¿quién podrá creer que el gobierno español hubiera que¬ 
rido aprovecharse y valerse, para su propósito, de esta misma 
disposición de la Sede apostólica? Así es, sin embargo; y el 
despacho que con tanta confianza convida á recorrer los artí¬ 
culos del Concordato, en los que se habla de propiedad y de 
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bienes, para convencerse que su principio esencial en la mate¬ 
ria de que se trata queda á salvo, siempre que en cambio de 
8us bienes se entreguen á la Iglesia los títulos de la deuda 
privilegiada del Estado, con la misma confianza, apelando 
á los mismos artículos, continúa á discutir del modo siguiente: 

«Al mismo tiempo que en uno de ellos se declara inviola- 
«ble la propiedad de la Iglesia, en otros se manda enajenar 
«los bienes estables, y convertir su producto en rentas públi- 
«cas; por consiguiente, á juicio de la Santa Sede, la inviola - 
«bilidad de la propiedad de la Iglesia no desaparece con la 
«enajenación de sus bienes raíces; por consiguiente, ajuicio 
«igualmente de la Santa Sede, la propiedad la Iglesia que- 
«da salva ó intacta, aunque se convierta en cédulas de la 
«déuda del Estado.» 

Es muy fácil descubrir el equívoco vicioso, y deshacer 
el nudo de semejante especie de argumentación, con solo que 
se distingan y se establezcan bien dos cosas; á saber, el prin¬ 
cipio por el cual se declaró en el articulo 41 del Concordato 
inviolable la propiedad presente y futura de la Iglesia, y las 
causas por que en los 55 y 38 se dispuso la venta y conver¬ 
sión en títulos del 3 por 100 de una determinada parte de los 
bienes de la misma Iglesia. El principio de la indicada decla¬ 
ración proviene, y deriva directamente, del origen, índole y 
destino de los bienes mismos, los que, perteneciendo, como se 
ha dicho en otro lugar, por derecho de propiedad á la Igle¬ 
sia, independientemente de toda concesión y consentimiento 
del principado civil, y disfrutándose únicamente como en ad¬ 
ministración y usufructo por las corporaciones ó individuos 
del clero, no pueden ser vendidos, cambiados ó convertidos en 
cualquiera otra reula, sin el permiso ó autorización del supre¬ 
mo gefe de la Iglesia, ó también de los Obispos, en los limites 
de las facultades que les conceden las disposiciones Canónicas. 
Este es el sentido en que en el citado articulo 41 se ha decía- 
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rado la inviolabilidad de la presente y futura propiedad de la 
Iglesia, y no se ha tenido jamas la intención de establecer y 
declarar, que los bienes y las propiedades eclesiásticas son 
de tal manera inviolables, que no puedan, ni siquiera con 
el permiso y anuencia de la suprema autoridad de la Iglesia, 
venderse, permutarse y convertirse en otros capitales y en 
otras rentas. 

En el curso de estas negociaciones se tuvieron, sin embar¬ 
go, que tomar en madura consideración la poca importan¬ 
cia, la mala calidad, y el estado de abandono y deterioro en 
que se hallaban’ generalmente aquellos bienes, como también 
el grandísimo perjuicio que hubiera acarreado, tanto á las co¬ 
munidades de mugeres el recibirlos en frutos ó renta, y el cam¬ 
biar por estos las pensiones que se les pagaba por el Estado, 
atendidos los notables gastos de administración y reparación, 
cuanto á las congregaciones religiosas de hombres, que, en 
conformidad con el articulo 29 del Concordato, debían esta¬ 
blecerse, y á las que había que devolver lo restante de los 
bienes de las corporaciones de regulares suprimidas de hecho, 
según lo convenido precedentemente. A insinuación, pues, y 
á petición del mismo gobierno, pareció á los dos negociadores 
que era de la mayor oportunidad el supliear ai Santo Padre 
que permitiese y dispusiese, como en efecto permitió y dis¬ 
puso, que los bienes no vendidos aun, y perteneciente á las 
casas y comunidades de monjas, y los pocos que quedaban 
en igual condición de los regulares, en cuanto se hubiesen 
restituido á la Iglesia, se vendiesen por los respectivos Prela¬ 
dos en nombre de las comunidades propietarias, y el precio 
ó importe de la venta se emplease y convirtiese en inscripcio¬ 
nes ó títulos intrasferibles de la renta consolidada del 3 por 100. 

En conformidad con todas estas consideraciones y negocia¬ 
ciones, el artículo del proyecto del Concordato, concerniente 
al modo de proveer ú la manutención de las comunidades reli- 
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giosas de mugeres, como igualmente á la restitución y venta 
de sus bienes, se redactó en la forma y términos que en suslan- 
cia-se leen ahora en el cuarto y último párrafo del artículo 
35 del tratado, que luego se concluyó y estipuló. 

El artículo que trata de la dotación del culto y clero, en 
el párrafo concerniente á la restitución á la Iglesia de los 
bienes no vendidos aun, comprendidos los pocos que quedaban 
de los frailes, y á la venta de estos, seguu la disposición y el per¬ 
miso del Padre Santo, se formuló igualmente, con acuerdo del 
Sr. marqués de Pidal, en las siguientes idénticas espresiones; 
«Ademas se restituirán á la Iglesia todos los bienes eclesiásti- 
«cos no comprendidos en la citada ley de 1845, y que no se 
«hayan enagenítdo aun, comprendido el importe de los bienes 
«que quedan de las comunidades religiosas de hombres, con¬ 
vertidos en inscripciones inlrasferibles de la Déuda del Estado 
«del 3 por 100.» 

De esta fórmula se desprende claramente, que según lo 
convenido entre los dos negociadores, en completa armonía 
con la indicada promesa oficial de l.° de Enero de 1847, los 
bienes de las cofradías, mutuarios, ermitas y otros semejantes, 
que dejados á un lado, por lo que se lia dicho de los de las 
monjas y de las corporaciones de regulares suprimidas de 
hecho, eran los únicos no comprendidos en la ley de 1845, 
debían restituirse á la Iglesia en su ser y cualidad de bienes 
raíces, ni á ellos se estendia de ningún modo, por los térmi¬ 
nos del artículo, la venta y la conversión del precio, en ins¬ 
cripciones del 3 por 100. 

La dimisiou del gabinete presidido por el señor duque de 
Valencia, y la entrada del nuevo bajo la presidencia del Sr. 
Bravo Murillo, que dió lugar al cambio del plenipotenciario 
español encargado de las negociaciones y conclusión del Con¬ 
cordato, fué causa de qu« se introdujesen algunas modifica¬ 
ciones en el proyecto del mismo, sometido ya por el Nuncio 
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á la Santa Sede, y que, aceptadas por el señor marqués de 
Pidal algunas alteraciones propuestas por esta, estaba ya 
al punto de ser firmada. Dejando á un lado las modificaciones 
reJativas á otros artículos, conviene aludir aquí á la que se re¬ 
fiere al párrafo del trigésimo octavo, de que acabamos de ha¬ 
blar. El nuevo plenipotenciario de S. M. Católica, señor Ber¬ 
trán de Lis, que poco antes había sido ministro de Hacienda, 
no tardó en notar que las razones por las cuales se había idea¬ 
do y luego permitido por el Santo Padre la venta y conversión 
en renta del 3 por 100 el precio de los bienes de las monjas y 
de las corporaciones religiosas de hombres, se verificaban con 
la misma, y en general con mayor esactitud, respecto á los 
otros de las cofradías, santuarios, ermitas, etc., lo que podía 
él asegurar por esperiencia; y que la Iglesia, recibiéndolos en 
su ser, los hubiera recibido casi con pérdida, y poco ó ningún 
provecho hubiera podido saear de ellos para los usos piadosos 
de su primitiva fundación. 

A su instancia, pues, y de sus colegas, el Nuncio, que ya 
estaba convencido de la poquísima importancia de estos bie¬ 
nes, se apresuró á suplicar al Padre Santo que tuviese la su¬ 
ma benignidad de estender á los mismos el permiso de ven¬ 
derlos, y emplear su importe del modo antes indicado. Y Su 
Santidad, auuque no sin repugnancia, se dignó acceder á la 
petición, con algunas condiciones que no estaría aquí en su lu¬ 
gar el mencionar. A consecuencia de lo cual el párrafo 3 
del artículo 38, correspondiente en el proyecto al 57, se cam¬ 
bió y se redactó asi: «Ademas se restituirán sin mas tardar, á 
«la Iglesia, todos los bienes eclesiásticos no comprendidos en 
«la indicada ley de 4845, y que no se hayan enagenado aun, 
«inclusos los que quedan todavía de las comunidades religiosas 
«de hombres. Atendidas, sin embargo, las circunstancias ac¬ 
huales de unos y otros bienes, y la evidente utilidad que debe 
«resultar para la Iglesia, Su Santidad permite y dispone que 
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«su valor capital se convierta inmediatamente en rentas fuu- 
«dadas sobre la Déuda del Estado, que se llaman inscripciones 
«intrasferibles del 5 por 100, observando absolutamente la 
«forma y las reglas que se han fijado para la venta de losbie- 
«nes pertenecientes á las comunidades religiosas de mugeres 
«en el artículo 55.» Reformado y modificado de este modo 
el espresado despacho, se estendió el permiso y la orden de 
venta y conversión en inscripciones del 3 por 100 de los bienes 
de las cofradías, santuarios, ermitas, etc., que eran también 
eclesiásticos, que estaban también por vender, y que no se halla¬ 
ban comprendidos en la ley de restitución promulgada en 1045. 

La historia y serie de los hechos hasta aquí escrupulosa¬ 
mente relatados, consta auténticamente en los documentos 
existentes en el archivo de la primera secretaria de Estado de 
Madrid, y el de la de Gracia y Justicia, y por consiguiente, 
no puede menos el gobierno de S. M. Católica de tener el mas 
completo conocimiento de aquella. Ademas de esto, los apre- 
"ciabilísimos sugetos que intervinieron en este asunto, no deja¬ 
rían de confirmarla y certificarla en toda eventualidad, y ya 
uuo de ellos, cediendo al sentimiento y á la voz de su honor 
comprometido, y rindiendo el debido homenage á la verdad, 
no ha podido abstenerse de manifestarla en uno de los papeles 
públicos de dicha capital, en la parte que se refiere al tercer 
párrafo del arlicul# 38. 

Pero el cambio que sufrió la redacción del mismo, vino á 
ser, cuatro ó mas años después, de razón pública, por un in¬ 
cidente eslraordinariamenle singular. Se hallaba ya ajustada 
y firmada en Madrid por los dos plenipotenciarios la solemne 
convención, y hallábase precisamente en Roma, llevada por un 
oficial primero del ministerio de Estado, á fin de traerse la 
ratificación del Padre Santo. En aquel intermedio, sin que pu¬ 
diera llegar á saberse ni dónde ni cómo lo hubiesen procurado, 
se vió de repente publicado en uno de los periódicos de la 
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misma capital el proyecto de Concordato, tal como se habia. 
convenido con el señor marqués de Pidal, y remitido por el Nun¬ 
cio para su examen á la Santa Sede, antes de concluirlo y fir¬ 
marlo; y si bien el gobierno fue solícito para recogerlo, y que 
por esta razón no llegó tal vez el caso de difundirse por las 
provincias, no pudo, sin embargo, remediarse la circulación 
por Madrid de un buen número de ejemplares, uno de los 
cuales existe en la secretaría de Estado de Su Santidad, remi¬ 
tido en aquella época por el Nuncio Apostólico. Este hecho, 
con otros, fué muy notable, y aunque faltasen las pruebas ar¬ 
riba indicadas, sería ahora indisputable el hecho de la referi¬ 
da doble redacción del controvertido párrafo del artículo 58 
del Concordato, y de las causas que la motivaron. 

Al lado, por fin de la historia esactísima de los hechos que 
se acaban de presentar, nos podrá sostener con buena fé la in¬ 
terpretación que se ha querido dar al referido párrafo, á saber: 
que el permiso y la disposición que en él se espresa acerca 
de la venta y sucesiva conversión en títulos del 5 por 100* 
del precio de algunos bienes determinados, se estiende y abra¬ 
za indistintamente á toáoslos bienes raíces, censos, cánones, 
acciones y derechos de cualquier modo restituidos á la Iglesia 
y poseidos por. el clero. El sentido literal del párrafo mismo, 
el contesto, el espíritu del Concordato entero y los hechos 
posteriores del mismo gobierno, escluyen irremisiblemente se¬ 
mejante interpretación. 

Y volviendo, desde luego, á lo primero, es innegable que, 
según la letra del párrafo en cuestión, el permiso y autoriza¬ 
ción para la venta en él enunciada, se refiere única y precisa¬ 
mente á los bienes eclesiásticos que ibf»n á restituirse en virtud 
del Concordato. «Ademas, se dice primero, se restituirán á la 
«Iglesia... todos los bienes eclesiásticos no comprendidos en la 
«ley de 1845, y que no hayan sido todavía enagenados, inclu- 
«sos los que restan de las comunidades religiosas de varones.» 
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Después, uniendo el discurso, se prosigue: «Pero, atendidas 
«las circunstancias actuales de unos y otros bienes.... el Sán¬ 
alo Padre dispone y permite que su capital se convierta en 
«títulos del 3 por 100.» Por v consiguiente, los bienes que iban 
á restituirse con arreglo al Concordato, como aparece de los 
hechos poco antes indicados, eran únicamente los de cofradías, 
santuarios, ermitas ú otros semejantes, y los restos de las 
comunidades religiosas de varones. De manera que, según las 
palabras del párrafo, á esos únicamente se refiere y limita la 
autorización y disposición para la venta; y al menos de no se¬ 
pararse, contra toda la regla de derecho, del sentido literal, 
que por sí mismo no ofrece duda alguna, el permiso y dispo¬ 
sición no pueden estenderse, sin la menor duda, ni á los bie¬ 
nes ya devueltos por la ley de 1845, ni á los de las encomien¬ 
das y maestranzas de las cuatro órdenes militares que habían 
sido destinados por la ley de 1849 como parte de la dotación 
del clero, ni, por último, á algunos otros, que los hay, que no 
se devolvieron en virtud del Concordato. 

Esto es tan cierto, que el despacho español, con el empe¬ 
ño de adaptar las palabras del párrafo al sentido deseado por 
el gobierno, ha debido atribuir á la Santa Sede un concepto 
que no es suyo, es decir, á suponer á la Santa Sede la idea 
de que la autorización para la venta se concentra y limita á. lo 
restante de los bienes pertenecientes á los regulares. «El ar¬ 
tículo 58, asi se lee y se repite varias veces en aquel docu¬ 
mento, dispuso la venta, según la interpretación dada por la 
«Santa Sede respecto á los bienes que quedaban de las comu¬ 
nidades religiosas de varones, y según la interpretación del 
«gobierno de S. M. respecto á todos los bienes raíces, censos 
«y cánones restituidos al clero sin distinción alguna.» 

Al contrario; la interpretación de la Santa Sede, como 
aparece igualmeule de las noticias y circunstancias ya indica¬ 
das, estiende también la autorización de venta á los bienes de 
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las cofradías, santuarios, ermitas y otros parecidos, á fin de 
poner aun mas en evidencia el error de la interpretación del 
gobierno; debe observarse también, que la letra del párrafo no 
dispuso particularmente la restitución de estos bienes al cle¬ 
ro, sino en general á la Iglesia; y esto no se juzgó influyese 
sin alguna razón en la mente y espíritu de los negociadores 
del Concordato. Los bienes que en virtud de este iban á res¬ 
tituirse, no pertenecían al clero seglar, á quien la ley de 1845 
había ya devuelto los suyos; eran de la Iglesia en general, 
porque, ó se hallaban destinados á usos piadosos y eclesiásti¬ 
cos, como los de las cofradías, santuarios, ermitas y otros se¬ 
mejantes, los cuales, á consecuencia de las circunstancias ar¬ 
riba indicadas, debían devolverse, no solo por justicia, sino 
por la promesa oficial de 1.° de Enero de 1847, ó bien perte¬ 
necían á corporaciones de regulares, respecto de las que, por 
haber sido suprimidas de hecho, no se podía mandar la res¬ 
titución, y en su lugar debía hacerse á la Iglesia, de cuya 
autoridad dependen esencialmente, y dependen al mismo tiem¬ 
po todos sus derechos y modo de existir. Y siguiendo siempre, 
como se debe, la senda de los hechos reasumidos, resulta, hasta 
la evidencia, cuál sea el sentido literal del párrafo con respecto 
á las palabras los irnos y los otros que se leen en aquel perío¬ 
do, en el que se dispone precisamente la venta de los bienes 
que han do devolverse en virtud del Concordato, designan¬ 
do al propio tiempo claramente cuáles son y cuáles no son. 
El despacho español, no habiendo querido detenerse en el co¬ 
mentario de la letra del párrafo mismo, á fin de deducir la le¬ 
gitimidad de la interpretación del gobierno, que prefiere su¬ 
poner y dar como probada, no se ha detenido ni ha hecho 
sobre las citadas palabras los unos y los otros, y solo al con¬ 
trario, ha creído podia concluir que el susodicho párrafo está 
mal redactado. Pero con el mismo propósito de deducir su 
mala y oscura redacción, y de sostener, por consiguiente, la 
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interpretación del gobierno, se detuvo y puso con gran empe¬ 
ño en ello el último ministro plenipotenciario de S. M. C. cer¬ 
ca de la Santa Sede, en su referida nota del 16. de Abril de 
este año. «Pero, este es su raciocinio: ¿cuáles eran los unos 
«y los otros, de que se habla aquí?» ¿Cuáles eran «estos nl- 
«traque liona, cuyas circunstancias indujeron á esta medida?» 
(es decir, al permiso para vender). «No podían ser de un solo 
«género, de una sola categoría, esto se hallaba escluido por la 
«espresion ulrorumque .» «Por otra parte, en la necesaria re- 
«ferencia á esta palabra á series y clases diferentes, ¿se había 
«querido aludir á lodos los bienes raíces que se hacia men- 
«cion,» (es’decir, á todos aquellos que el artículo mismo asig¬ 
naba como parte de dotación de culto y clero) «ó solo á los 
«de su última parte, á aquellos no devueltos en el año de 
«1845, aunque fuesen del clero seglar,» y á los restantes 
de las comunidades «religiosas de varones, que se unian á 
«los anteriormente dichos,» iis... minime cxclusis? Primera¬ 
mente no debe pasar inadvertido, que el Sr. ministro suponía 
que los bienes que debían devolverse en virtud del Concor¬ 
dato hubieran podido pertenecer al clero seglar. Después de 
los hechos arriba referidos, esto es un error, podían pertene¬ 
cer á la Iglesia; y como poco antes se habia dicho, debían 
serle devueltos, porque estaban destinados á fundaciones y usos 
eclesiásticos y piadosos; pero no podían pertenecer al clero 
seglar, puesto que la devolución de los bienes de su propiedad 
particular habia sido decretada por la ley de 4845. Dejando 
á un lado esta reflexión, ello es evidente que todo el racio¬ 
cinio del Sr. ministro no tendría motivo, si el párrafo de que 
se trata hubiese quedado como al principio habia sido formula¬ 
do con el marqués de Pidal. Entonces no se hubiera podido 
dudar que el permiso de vender se referia y limitaba á los po¬ 
cos bienes restantes de las corporaciones de regulares, y que 
todos los demas que iban á devolverse en virtud del CoDaor- 
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dato, debían quedar para la Iglesia, en su naturaleza y cali¬ 
dad de bienes raices. Entonces no hubiera habido ocasión 
ni pretesto para aplicar y estender la letra del párrafo á otros 
bienes que no volvían á la Iglesia, en virtud y por las dispo¬ 
siciones del Concordato. 

Entonces el párrafo hubiera estado claro y neto, como 
el mismo Sr. ministro confiesa, que ninguna duda cabe acerca 
del articulo 55, relativo á la devolución y sucesiva venta de los 
bienes de las monjas. Pero en verdad que el sentido literal del 
mismo párrafo no deja de ser menos claro y neto, aun des¬ 
pués de las palabras los unos y los oíros , con solo que se exa¬ 
mine á la luz de los hechos referidos, que la motivaron, y que 
el Sr. ministro ha podido no tener presentes cuando escribió 
su nota; pero que debia tener por ciertos, habiendo sido hasta 
entonces ministro de Negocios estrangeros, y poseedor, por 
consiguiente, de los documentos que lo atestiguan de una ma¬ 
nera indudable. En realidad ¿á qué bienes se refirió y limitó 
el ministerio presidido por el señor Bravo Murillo, cuando pi¬ 
dió una ampliación del permiso para vender, ya convenido con 
el señor marqués de Pidal? Ciertamente, según la historia de los 
hechos y el testimonio de los documentos, se refirió y con¬ 
cretó á los bienes de que se hablaba en el mismo párrafo, en 
el que se estipulaba la indicada venta. Esto sentado, el dis¬ 
curso no puede ser mas lógico y natural, ni admite réplica. 
Los bienes mencionados en el párrafo eran únicamente los bie¬ 
nes no comprendidos en la ley de 1845, que no habían sido 
todavía vendidos, y de los que, por el mismo Concordato, se 
establecía la restitución á la Iglesia. Pero estos efan solamen¬ 
te los bienes restantes de los regulares y de las otras cofra¬ 
días, santuarios, ermitas y otros parecidos. Por consiguiente, 
aun cuando concedida por Ta Santa Sede la pretensión del ya 
referido gobierno, se modificó la redacción del párrafo, y se 
añadieron las palabras los unos y los otros, no puede aludirse 
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ni estenderse la autorización para la venta, sino á estos últi¬ 
mos bienes. Y como justamente se trataba de bienes pertene¬ 
cientes á dos diferentes clases y categorías, siendo bien distin¬ 
tos los de los regulares, cuya venta se había convenido ya, 
de los otros de las cofradías, santuarios, ermitas y otros pa¬ 
recidos, para los cuales se debía espresar el permiso obtenido, 
por esto convino añadir, y con toda intención se añadieron las 
palabras los unos y los oíros. De este modo la letra del pár¬ 
rafo presenta la mayor claridad; y para hallar la otra clase 
de bienes á que se referia la susodicha autorización de venta, 
no hay necesidad, al separarse de la última parte del artí¬ 
culo, de los bienes que se hallan indicados en el antedicho 
párrafo, y sin razón, ó por mejor decir, contra el sentido na¬ 
tural del testo, y el testimonio de los hechos que lo esplican, 
se recurre á todos los fondos de que se hace mención en los 
párrafos anteriores del mismo articulo. 

Con que mas bien queda sostenida y válida, por el coutesto 
y por la referencia del mismo párrafo con lodo el artículo y 
con otros de| Concordato, la interpretación de la Santa Sede; 
y cscluida y desechada cada vez mas la del gobierno espa¬ 
ñol. Y merece atención privilegiada el contesto de aquella 
parte del párrafo, en que se marcan las causas por las cuales 
el Santo Padre se convino en permitir y disponer la venta 
de los bienes en cuestión. Causas fundadas generalmente en la 
poca importancia, mala calidad y estado de decadencia de las 
fincas, como igualmente de la evidente utilidad que resultaba 
á la Iglesia de la conversión del capital que representaban en 
títulos inlrasferibles del 3 por 100. Ahora bien; las indicadas 
causas, esto es, las concernientes á la importancia, calidad y 
condición de las fincas, no eran adoptables, á lo menos en to¬ 
da la estension y gran generalidad de los bienes restituidos 
al clero por el decreto de 1045. Y no tcnian nada que ver 
con los otros que habían pertenecido á las encomiendas y 
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maestrazgos vacantes ó que vacasen, de las cuatro religiosas 
órdenes militares. Con que ateniéndose al contesto no puede 
el permiso de venta estenderse á la de aquellos bienes,.pues 
que está fundado en la existencia y concluso de aquellas cau¬ 
sas. Ademas, en el primer párrafo del mismo artículo 58 se 
asignan, como parte de la dotación del culto y clero, los bie¬ 
nes que se restituyeron en 4845, y los de las órdenes precita¬ 
das; y se asignan en calidad de bienes raíces, para que á su 
venta resultara la dotación; y se asignan, finalmente, del mis¬ 
mo modo que se asignaron en la ley de 5 de Abril de 1849, 
en cuya discusión y votación no se trató nada de la restitu¬ 
ción á la Iglesia de los bienes no comprendidos en la antece¬ 
dente ley de 1845, que aun no estaban vendidos, por lo que 
<!e modo alguno pudo pensarse ni tener en cuenta su venta 
y conversión de sus valores en papel del Estado del 3 por 100. 

Es, pues, absurdo pretender que el permiso de venta de 
que habla el último párrafo abrace los bienes mencionados en 
el primero, porque si así fuese, ambos párrafos estarían en 
perfecta contradicción, conviniendo en el uno que las fincas 
asignadas queden como tales siendo propiedad del clero, pa¬ 
ra formar una parle, sea cual fuere, de su dotación anual con 
sus naturales rentas; y disponiéndose en el otro que las mis¬ 
mas fincas se vendan, para qqe en su lugar reciba el clero la 
renta de inscripciones intrasmisibles del 5 por 100. Hay mas: 
al fin del párrafo último de que tratamos, aludiendo á to¬ 
dos los bienes mencionados en el artículo, se establece que 
«deben estimarse en su justo valor, deducido el importe de 
«todas las cargas que tuviesen.» Lo cual supone que los 
bienes asiguados como parte de la dotación del clero, de¬ 
bían permanecer en su poder en su estado natural de bie¬ 
nes raíces. Realmente el pensamiento de los negociadores 
fué que se procediese á la liquidación del justo valor de aque¬ 
llos bienes, en atención á los antiguos y comunes lamentos 
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del clero de que los reslituidos co 1845 habian sido por lo 
común calculados en mucho mas de lo que. valían, contándose 
como efectivo dote personal lo que debía deducirse de la ren¬ 
ta, para cubrir las diferentes cargas que sobre ellos pesaban. 
Si los tales bienes, según el sentido que quiere darse al pár¬ 
rafo, hubieran debido venderse indistintamente, inútil hubiera 
sido convenir sobre la liquidación del valor y rendimiento rea¬ 
les de las fincas: la subasta lo habría determinado. Aun hay 
mas: en el artículo 40 se declara formalmente que «todos los 
«bienes subvencionados (esto es, en los dos artículos anterio- 
«res) pertenecerán por derecho de propiedad á la Iglesia, y 
«que en nombre de esta los retendrá in usufructo , y los admi¬ 
nistrará el clero.» ¿Puede tal declaración couciliarse con la 
supuesta venta?... En este caso no tendrá ya la Iglesia la pro¬ 
piedad de bienes raíces, sino la de los títulos del 5 por 100. 
Y no disfrutaría el clero el fruto natural de los bienes, sino 
el interés de los títulos, y seria completamente ilusoria la ad¬ 
ministración que se le concedió, faltando la cosa administra¬ 
da, y no pudiendo aquella verificarse ni concebirse, tratán¬ 
dose solo de intereses de títulos intrasferibles de papel del Es¬ 
tado. 

Finalmente; en el siguiente articulo 41 se asegura «á la 
«Iglesia el derecho de adquirir nuevos bienes (Ecclcsia insu- 
«per jus habebil.... novas acquircndi possessiones), y también 
«se le asegura que su propiedad, tanto de lo que ahora posee 
«cuanto de lo que adquiera en lo sucesivo, será solemnemente 
«inviolable.» Y si en el último párrafo del artículo se dispu¬ 
siese, como cree el gobierno español, la venta de todos y cada 
uno de los bienes de la Iglesia, sin escepcion, cuáles serian los 
que según el artículo posee actualmente, y pueda poseer en lo 
sucesivo, y cuya inviolabilidad tan solemnemente se asegura?... 
¿Y cómo quedaría en pié el derecho de adquirir uuevas pose¬ 
siones ó sea bienes raices?... 
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¿Y cjué deberá decirse del espíritu del Concordato sobre 
esta materia, y al que los mismos documentos españoles lian 
apelado para sostener la pretendida oscuridad y duda sobre 
el sentido literal del párrafo, y la errónea interpretación del go¬ 
bierno?... El espíritu del Concordato es y no puede ser otro 
que el que animó y dirigió á las dos altas partes contratantes 
cuando lo trataron, lo discutieron, lo concluyeron y solemne¬ 
mente lo estipularon. 

Y su espíritu y su intento en esta materia, fueron los de 
dotar, lo mejor que las circunstancias lo permitieran, á la 
Iglesia con bienes; ora para indemnizarla y reponerla en algún 
modo de las considerables pérdidas que habia padecido en su 
propiedad, durante el largo curso de las pasadas tristísimas vi¬ 
cisitudes, ora para instituirle una dotación lo mas segura ó in¬ 
dependiente posible. Que fueron indudablemente tales el pro¬ 
pósito y el espíritu de la Santa Sede, como dejamos ya dicho 
en otra ocasión, no necesita prueba. Pero tornando á la serie 
de los hechos que hace poco epilogamos, es indudable que fue¬ 
ron idénticos el propósito y el espíritu del gobierno de S. M. 
Católica. Pues evidentemente resulta del mismo relativo artí¬ 
culo inserto en la convención de 27 de Abril de 1845. Pues 
que no debe de ningún modo imaginarse que el no haberlo 
ratificado España proviniese, respecto á aquel artículo, de pro¬ 
meterse en él, que en cualquiera reparación de los daños in¬ 
mensos que habían hundido los derechos temporales de la Igle¬ 
sia, se le asignarían, en cuanto posible fuese, nuevos bienes 
raíces y nuevas rentas: que los ministros del altar no queda¬ 
rían en la condición de los que gozan y se sustentan del Teso¬ 
ro público; y finalmente, que la dotación que se estableciera 
habia de ser ajuicio de la Santa Sede misma, segura, conve¬ 
niente é independiente. 

La aplicación al caso en cuestión 'de las evidentes teorías 
relativas á los derechos propios y esclusivos del sumo Jerarca 


— 4o7 - 

de la Iglesia, no puede parecer nueva ni aventurada al gobier¬ 
no español, que debe, por una parte, admitir y reconocer en 
derecho, como católico, la existencia y esencial diferencia en 
el orden universal de las cosas, de dos potestades supremas, y 
que ha afirmado, por otra, en su despacho, que «el poder tem- 
«poral ha ejercitado siempre en España el derecho de fijar lí- 
«mites, condiciones y formas á la propiedad, no solo corpora¬ 
tiva, sino también particular, aunque esta nazca, como allí se 
«advierte, del derecho natural.» En una palabra; para no de¬ 
tenerse mas en materia tan llana, la declaración de inviola¬ 
bilidad contenida en el artículo 41 del Concordato, respecto 
de la propiedad presente y futura de la Iglesia, tiene por ob¬ 
jeto precaverla de toda violación y usurpación de brazo y po¬ 
der, estraños al legítimo derecho que compete á la propiedad 
misma; y la obligaciou que de aquí nace, recae positivamente 
sobre una de las alias partes contratantes, á saber: la potestad 
temporal. 

En fin; por lo mismo que la plenitud de facultades de que* 
en virtud de su primacía de autoridad y jurisdicción sobre la 
Iglesia entera, goza el Sumo Pontífice respecto de personas y 
cosas eclesiásticas, fué concedida para la edificación y prove¬ 
cho de la Iglesia misma, y no para su daño y destrucción; tie¬ 
ne y debe de tener en cuenta el supremo jefe de ella, en el uso 
de aquellas facultades, la existencia y gravedad de las causas 
que reclamen y justifiquen su ejercicio, y ante todo la utili¬ 
dad de la Iglesia. Por estas causas fué cabalmente inducido 
el Santo Padre á permitir y disponer la venta y conversión 
en títulos de la Déuda del Estado de una parte determinada 
de los bienes eclesiásticos de España. 

No habría ciertamente ni autorizado tal cosa, á no ha¬ 
ber estado previa y fundadamente persuadido de la existen¬ 
cia é importancia de tales causas, y de la utilidad eviden¬ 
te que había de traer á la Iglesia la trasformacion de di- 
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chos bienes. Por esta razón quiso que de lodo ello se hi¬ 
ciera espresa mención en los artículos (35 y 38) del Con¬ 
cordato. Ahora se entenderá cómo y por qué «mientras en 
«uno de sus artículos se declara inviolable la propiedad de 
«la Iglesia, se ordena en otros enajenar sus bienes raices, 
«y convertir su producto en rentas públicas.» Ahora se com¬ 
prenderán también claramente la oportunidad y el fruto con 
que el despacho español intentó prevalerse de aquella coin¬ 
cidencia, para deducir que, «á juicio de la Sania Sede, la 
«inviolabilidad de la propiedad de la Iglesia no desaparece 
«con la enajenación de sus bienes raices;» y que, á juicio tam- 
«bien de la Santa Sede, queda incólume la propiedad de la Igle- 
«sia, aun cuando se convierta y se cifre en papel de la Deu- 
«da del Estado.» Queda á salvo la propiedad, y no sé viola ni 
quebranta el derecho, cuando las ventas, permutas y conver- 
sionen toman origen, fuerza y fundamento en el consentimien¬ 
to y aprobación de la legítima autoridad eclesiástica; pero se 
menoscaba y conculca el derecho, se desnaturaliza, Se viola, 
se usurpa la propiedad de la Iglesia, si las medidas de venta 
ó conversión en otras rentas emanan únicamente de mano y 
autoridad estrañas al derecho inherente á la propiedad misma. 

No lejos de su término, vuelve todavía el despacho español 
á acriminar, en vehementes términos, á la Santa Sede; y á pe¬ 
sar de la convicción que tiene , según dice, «el gobierno de S. M. 
«Católica de haber dicho lo bastante para que las naciones 
«católicas reconozcan la razón que le asiste,» añade, sin em¬ 
bargo, que «no concluirá sin manifestar el profundo senlimien- 
«to con que el ánimo sinceramente católico» del mismo gobier¬ 
no «vé empeñada á la Santa Sede en una lucha donde, aun 
«concediéndole cuanto pretende, solo se trata de intereses ma¬ 
teriales y mundanos.» Lo cual, según advierte, «es tanto mas 
«justo, cuanto que la misma Santa Sede pugna con una nación 
«sobradó generosa quizá, que paga á su clero 179.915,175 
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«reales anuales, con una nación que tolera el escándalo de 
«que en muchas de sus provincias no baste el producto ínle- 
«gro de impuestos para cubrir las atenciones de la Iglesia...» 
En cambio, continúa el despacho, «la Santa Sede formula gra- 
«ves cargos al gobierno de la Reina, porque en el presupues- 
«to del año presente, en medio de los trastornos y de las ca- 
«lamidades que han afligido á la nación, descuenta el mis- 
«mo tanto por cíenlo en las asignaciones del clero, que, á 
«modo de pasagero tributo, viene descontando de algún tiem- 
«po acá en los sueldos de los funcionarios públicos, de las viu- 
«das, de los huérfanos de los defensores de la patria.» 

No es posible dejar de notar, antes de tomar en conside¬ 
ración estas últimas reflexiones del despacho, cuán ajeno es 
de la pureza de intenciones de la Santa Sede, y cuánto con¬ 
trasta con su índole y con su carácter, el aspecto de una 
lucha abierta, bajo el cual presenta el despacho á las desa¬ 
gradables disidencias actuales entre Roma y Madrid... La 
Santa Sede no se empeña, no, jamás, en lucha alguna, ni de¬ 
grada su dignidad, ni envilece su divina misión con formas, 
modos, y actos propios de las hostilidades y altercados de 
esfera bastante inferior. 

Obligada á veces á oponerse á los actos ilegítimos de la 
potestad temporal, atiende solo á cumplir con sus sagrados de¬ 
beres, condoliéndose profundamente del error de quien á ello 
le da ocasión, y deplorando al mismo tiempo las causas que le 
imponen la triste necesidad de obrar de aquel modo. Menos 
cierto es aun que la Santa Sede esté en lucha con.la gene¬ 
rosa nación española, pues antes, al contrario, le repugna se¬ 
mejante idea, especialmente por intereses materiales y mun¬ 
danos. La nación española puede á la vez vanagloriarse de te¬ 
ner muchos títulos de benevolencia y amorosa consideración 
de la Sede apostólica; y el Padre Santo que la mira con par¬ 
ticular cariño, le quiso dar recientemente un testimonio pu- 
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blico de su aféelo con su citada alocución ^consistorial del 26 
de julio de este año. 

Entrando ahora á tratar del argumento de la dotación del 
clero, que es uno, ó quizás el solo interés material y munda¬ 
no por el que se supone haberse empeñado la Santa Sede en 
una lucha con la nación española, diremos que el despacho, 
tantas veces citado, hace ascender el importe de aquella á 
179.915,175 rs. vn. (menos de 9 millones de escudos roma¬ 
nos); deduciendo de aquí la demasiada generosidad de la na¬ 
ción, y no dejando tampoco de advertir «que la dotación del 
«clero en España está en proporción mayor, mucho mayor 
«que en ninguna otra nación del mundo.* La exactitud de 
este aserto podría muy bien ponerse en duda. Dejando sin 
embargo á un lado esta cuestión, que no seria aquí oportuna, 
es cosa muy notoria que la dotación destinada ahora en Es¬ 
paña á la manutención del culto y clero tiene un origen de 
funesto recuerdo, á saber, el del injusto y violento despojo co¬ 
metido por los gobiernos de la revolución en daño de la Igle¬ 
sia y del clero, usurpando y vendiendo, sin sacar ni siquiera 
un gran provecho real para el Estado, su pingue patrimonio, 
de que no es mas que una mezquinísima indemnidad la actual 
dotación. Si la nación se halla, pues, agobiada con este peso, 
la culpa no es de la Iglesia ni del clero, sino de quien inva¬ 
dió y dilapidó sus ricas propiedades. Y la Iglesia y el clero 
tendrían doble motivo para estar satisfechos y considerarse di¬ 
chosos; porque la nación no hubiera sufrido semejante gra- 
vámen, y porque tampoco se les atribuiría la causa de este, 
siendo por lo contrario sus víctimas. Ni debemos omitir que 
en realidad la cantidad indicada en el despacho no pesa en su 
totalidad sobre la nación, pues que en los fondos señalados pa¬ 
ra la dotación está comprendido el producto de los bienes res¬ 
tituidos en 1845, como también el de los bienes que pertene- 
pieron á las encomiendas y maestrazgos de las cuatro órdenes 
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militares, y el de las limosnas de la Cruzada, que asciende 
anualmente á cerca de 15 millones de reales provenientes 
de la Iglesia, y que cabalmente, en consideración á su ori¬ 
gen c. índole, se destina con preferencia á la manutención del 
culto. Resulta, pues, que lo que queda á cargo de la na¬ 
ción es la cuota ó parle de contribución territorial necesaria 
para completar el total de la dotación del culto y clero, que 
forma, para decir verdad, su mayor haber. ¿Pero esta parle 
pesa realmente sobre la nación por la única y esclusiva razón 
de la manutención del clero? La contribución territorial existía 
en España antes que la ley de 5 de Abril de 1849 destinase 
una cuota, parte de ella para completar la dotación eclesiás¬ 
tica, y mucho antes que esta ley se insertase en el Concor¬ 
dato, y que la decretada dotación adquiriese el carácter 
eclesiástico de que carecía. Puede ser que cuando se intro¬ 
dujo en el reino el nuevo sistima tributario, y se arregló el pa¬ 
go de la contribución territorial, se atendiese á abrir el cami¬ 
no y bailar los medios de proveer á la dotación del clero, y al 
decoroso ejercicio del culto divino. Tampoco omitiremos que, 
fijada en un principio dicha contribución en doscientos cin¬ 
cuenta millones de reales, se aumentó luego con dicho objeto 
en cincuenta millones mas. Sin decir, sin embargo, que no 
obstante,, el culto y clero continuaron en aquella época en 
el mas miserable abandono, basta el punto que un ministro 
de Hacienda tuvo que confesar públicamente en las Corles,, 
que era inmensa la déuda del Estado hacia la Iglesia, por no 
haberse satisfecho las asignaciones fijadas en las leyes anterio¬ 
res para la dotación provisional, es positivo que la contribu¬ 
ción territorial no grava á la nación ni única ni principal¬ 
mente , á causa de la manutención del culto y clero. Es 
positivo también que se paga directamente y con todo otro 
objeto al Estado, quien habiéndose apropiado indebidamente 
el patrimonio de la Iglesia, lia tenido, por urgente razón de 
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justicia, que cederle una parte, no para indemnizarla, como 
hubiera debido, de lo que se le había quitado, sino para pro¬ 
veer, como era indispensable, al ejercicio del culto y á la sub¬ 
sistencia, aunque mezquina, del clero. Es positivo ademas, que 
aun en el caso de haberse proveído de otro modo á la dota¬ 
ción del culto y clero, y de que ni el uno ni el otro parti¬ 
cipasen de la contribución territorial, esta existiría igual¬ 
mente, y con mucha probabilidad, en la idéntica cantidad 
de trescientos millones. 

Y aun cuando resultase algún gravamen á la nación es¬ 
pañola por el pago de la cuota de la contribución territorial, 
que debe separarse de las rentas del Estado, y destinarse li¬ 
bremente al clero, ¿quién no vé que semejante gravámen no 
podria compararse ni siquiera con el de los diezmos y primi¬ 
cias, que era antes general en España, y formaba la parte mas 
importante de las rentas eclesiásticas? No hay duda que me¬ 
nos quizá en los últimos tiempos, en que habiendo penetrado la 
irreligión en la Península se habia disminuido en algunas par¬ 
tes, y entre.cierta clase de personas, el respeto á las le¬ 
yes de la Iglesia, la población de España, en su gran ma¬ 
sa, lejos de rechazar, sostenía gustosa la oferta al altar y á 
sus ministros de los diezmos y primicias, ya fuese porque los 
entregaba en frutos y no en dinero, modo mas ventajoso para la 
clase agricultora; ó porque los ofrecía en proporción de lo 
que recogía; ó porque en los años de carestía recibia socor¬ 
ros del clero mismo, y abundantes medios para conseguir me¬ 
jor cosecha en la estación venidera; ó, en íin, porque la oferta 
de los diezmos y primicias la sugería y animaba un senti¬ 
miento religioso, siempre fervoroso y vivo en la generalidad 
de la nación española. Sin embargo, la cuota de contribución 
territorial destinada al culto y clero, si se considera en su 
repartimiento y proporción á toda la nación, es indudablemente 
una carga mas leve que la de los diezmos y primicias, á pe- 
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sar de que la Iglesia y el clero no recibían sino la mínima 
parte de ella. 

Pero ¿de qué sirven estas discusiones y todos estos razo¬ 
namientos, cuando la nación española, muy lejos de creerse 
gravada por lo poco ó mucho que debe contribuir á la manu¬ 
tención del culto de Dios y de sus ministros, gime en vez por 
el abandono de aquel, compadece y deplora altamente el esta¬ 
do de miseria y de indigencia en que desde casi un año yacen 
estos? Tal es, en efecto, el objeto de las amargas quejas que 
de algún tiempo á esta parte espresa en la Asamblea, en los 
periódicos de todos colores, y de otros modos que no le están 
vedados. Este es, si, este es el verdadaro escándalo que está 
sufriendo la religiosa, la magnánima, la católica nación espa¬ 
ñola, y no el que en algunas provincias no baste el producto 
total de los impuestos para satisfacer las necesidades de la 
Iglesia. Por cuanto nos duela, por cuanto nos repugne, es 
preciso que lo digamos: no podemos casi creer á nues¬ 
tros propios ojos al leer semejantes palabras en el despa¬ 
cho español; y se puede asegurar que no habrá habido en 
toda España un católico sincero, que, al oirlas ó leerlas, no 
haya esperimentado la mas desagrahle impresión. Son ademas 
bien conocidas, y nada estraordinarias, las causas por las 
cuales la cuota de contribución aplicada al clero es mucho 
mayor en unas provincias que en otras, sucediendo en algu¬ 
nas partes que para satisfacer las necesidades de la Iglesia no 
es suficiente el producto de todas las contribuciones de la 
provincia; y por tanto, el hecho que de esto se desprende no 
es ni ha podido nunca ser motivo de escándalo para la nación 
española. La distribución irregular en el territorio de la Pe¬ 
nínsula, así de los bienes supersliles de la Iglesia restituidos 
en 1845, como de los que pertenecieron á las órdenes milita¬ 
res; la diferente naturaleza, y la mayor ó menor riqueza de 
las tierras en varias provincias del reino; el número desi- 
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gual de eclesiásticos, según la diferente condición geográfica 
de las mismas provincias; las exenciones y privilegios de que 
lian gozado hasta ahora algunas poblaciones de España y otras 
semejantes, son las causas de donde, como todos saben, pro¬ 
viene el hecho que se ha querido pintar con los negros colo¬ 
res de un escándalo para la nación española. Si nos figura¬ 
mos una provincia, como hay sin duda, que no tenga ningu¬ 
na finca de las restituidas en 1845, ni de las cuatro órdenes 
militares, que al mismo tiempo sea pobre de buenas tierras, y 
que, sin embargo, y por su misma condición, abunde en cle¬ 
ro; si nos figuramos otra que reúna algunas de estas circuns¬ 
tancias, y que juntamente goce de exenciones ó privilegios 
en el pago de los impuestos, se comprenderá fácilmente por 
qué sucede que el entero producto de las contribuciones de una 
provincia no baste para satisfacer los haberes del clero: pero 
se comprenderá también con igual facilidad por qué exístien. 
do en algunas provincias las indicadas circunstancias, la cuota 
de contribución debida al clero es en proporción muy elevada 
en unas y mínima en otras; y por consiguiente, habiendo en 
conjunto una verdadera compensación, ningun perjuicio re¬ 
sulta ni para las provincias, á las que les es indiferente, que la 
cuota de contribución territorial que pagan sirva ó nó para 
completar la dotación del clero de otra provincia, ni mucho 
menos para el Estado, á quien de uno y otro lado le queda 
siempre íntegra la parte que le corresponde de aquella contri¬ 
bución. 

Con el empeño de hacer resallar mas y mas las espresadas 
deducciones sobre el supuesto gravámen de la nación á causa 
de la manutención del culto y clero, el despacho español re¬ 
cuerda las reclamaciones que el encargado pontificio se apre¬ 
sura á dirigir al gobierno de S. M., con motivo de haberse 
comprendido las asignaciones del clero en el mismo docu¬ 
mento, á que se habían sugetado todas las clases eslipen- 
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diadas por el Tesoro en los presupuestos de este ano, pre¬ 
sentados á la Asamblea. Cuál fuese el motivo y el objeto 
principal de las referidas representaciones dé la Santa Sede, 
se deduce claramente de la nota original de su representan¬ 
te, publicada últimamente con otros documentos del gobierno 
español. En ella, por lo tanto, se puso de manifiesto que las 
respectivas dotaciones y asignaciones de las diversas clases 
del clero habían sido fijadas y espresamente convenidas en 
el Concordato, con el pleno acuerdo de entrambas supremas 
autoridades; que, lejos de preverse el caso de una diminución 
cualquiera, se había claramente dispuesto en el art. 36 la po¬ 
sibilidad de un aumento en las asignaciones, cuando las cir¬ 
cunstancias lo permitiesen; que, según las últimas palabras 
del art. 37, debía cesar desde la promulgación del Concorda¬ 
to cualquier descuento ó retención sobre las asignaciones ó 
dotación del clero, fuese cual fuese el titulo, uso, estatuto ó 
privilegio por el que se hallase anteriormente establecido; que 
en el articulo 41 se había solemnemente declarado la inviola¬ 
bilidad de la propiedad de la Iglesia, y que bajo esta espre- 
sion, según los términos del anterior art. 40, se hallaban na¬ 
turalmente comprendidos, no solo los bienes estables, sino 
también sus frutos y rentas anuales. Ni dejó de hacerse pre¬ 
sente que la dotación actual del clero en España, y la obli¬ 
gación de satisfacerla, asumida y estipulada formalmente por 
el gobierno de la Reina, estaba fundada sobre un título sacro¬ 
santo; á saber, el de sér una pequeñísima indemnización de 
las inmensas pérdidas que el Estado había causado á la Igle¬ 
sia. Yreco rdándose oportunamente la completa inmunidad que 
por su índole y por las disposiciones canónicas deben gozar 
las rentas eclesiásticas, se espuso lo inconveniente de igualar 
enteramente el clero con las demas clases dependientes del Es¬ 
tado; y de esto se tomó también motivo para reclamar y pedir 
nuevamente la pronta ejecución del art. 40 del Concordato, en 
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el que se asegura al clero la libre é independiente administra¬ 
ción de todos sus bienes y rentas eclesiásticas. Es, por lo tanto, 
evidente que el propósito, el motivo y el objeto esencial y prin¬ 
cipal de las reclamaciones de la Santa Sede, de que se queja 
el despacho español, no fue el misino descuento material so¬ 
bre las dotaciones y respeclivas asignaciones del clero, sino 
la flagrante y simultánea infracción de varios artículos del re- 
cientísimo y solemne tratado; la ninguna consideración que se 
tenia á la dignidad y decoro de los ministros del Señor, y la 
manifiesta ofensa á las leyes y disposiciones canónieas. Por lo 
demas, no se quiere indagar en este momento cuál hubiera si¬ 
do la determinación, y hasta qué punto el Padre Santo hu¬ 
biera creído deber llevar su condescendencia, si el gobierno 
de S. M. Católica, en vez de infringir en este, como en otros 
puntos, el Concordato, en vez de perjudicar y herir sin lasa 
á los derechos é inmunidades de la Iglesia, hubiese espuesto 
genuinamente á la Santa Sede las presentes calamidades y crí¬ 
ticas circunstancias de la na'cion, y hubiese implorado á la 
misma Providencia, que no ha tenido dificultad en tomar por 
su solo arbitrio y autoridad. 

Y por otra parte, á fin de combatir y destruir cada vez 
mas la acusación que en los referidos últimos pasajes del do¬ 
cumento español se ha querido reproducir con mas calor y 
eficacia, viene finalmente á propósito aquella brevísima y li¬ 
gera reseña que se ha prometido en otra parte, sobre la be¬ 
nevolencia, práctica y liberal indulgencia de la Iglesia y de 
la Santa Sede con respecto á España, en las cuestiones eco¬ 
nómicas y administrativas, ó de intereses materiales y mun¬ 
danos. Ni es del caso repetir el uso que en todas las circuns¬ 
tancias principalmente hicieron el alto Clero y Prelados del rei¬ 
no de las riquezas eclesiásticas, ni los inmensos sacrificios que 
se impusieron, y las magnánimas liberalidades que en todas las 
ocurrencias prodigaron en beneficio de la nación, para sosten 
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del trono, para socorro del Erario público. Los monumentos 
de su religiosa munificencia, de su caritativa liberalidad y de 
su noble desinterés, están á la vista de todos. No existe tal vez 
una diócesis en la Península, que no tenga templos, parro¬ 
quias, seminarios, colegios, academias, hospitales, hospicios, 
fábricas, puentes, caminos y otros establecimientos semejantes, 
obras de beneficencia, de utilidad y comodidad pública, cuya 
existencia, recorriendo la historia, no se remonte ó no sea de¬ 
bida á los generosos legados de algún Prelado, ó en general, 
al liberal empleo de las riquezas del clero. Y si se deseara aun 
un testimonio vivo y patente, bastará interrogar á las dife¬ 
rentes clases del pueblo, que, fieles depositarías de las tradi¬ 
ciones de sus padres, no se cansarian de encomiar los anti¬ 
guos y recientes beneficios de la Iglesia y del clero, y que 
al llorar y lamentar la actual pobreza de este y de aquella, no 
podrían menos de decir que lamentan y lloran la suya propia. 

Pero no se hable mas de todo esto, como notorio y bien 
conocido, especialmente por el gobierno español, y resérvese 
una sola palabra en defensa de la Santa Sede con las referidas 
injustas inculpaciones cometidas en el susodicho despacho. 
Para demostrar, no obstante, cuál sea realmente el espíritu 
que la anima, cuál la regla de su conducta «en las cuestiones 
«económicas y administrativas,» y cuál su tendencia «á luchar 
«por intereses materiales y mundanos,» no se recuerden ni las 
concesiones apostólicas, que atribuyeron á la corona y al Es¬ 
tado la mayor parte de las décimas eclesiásticas, dejando la 
mas pequeña á la Iglesia y al clero; ni las Bulas y Breves, 
en virtud de las cuales la corona y el Estado mismo disfruta¬ 
ron y dispusieron por muchísimo tiempo de las limosnas de 
Cruzada; ni los artículos del Concordato celebrado con Espa¬ 
ña en 1837, por el que la Santa Sede, á consecuencia de las 
vivas y repetidas instancias del Bey católico, permitió que se 
impusieran sobre los bienes eclesiásticos las mismas sargas y 
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gravámenes que se ¡mponian sobre los bienes laicos; ni los 
otros artículos de la siguiente convención de 1753, .en la 
que la Santa Sede, accediendo igualmente á las incesantes y 
eficacísimas solicitudes de la real corte, enriqueció al monar¬ 
ca de España con inmensos privilegios, indulgencias y favo¬ 
res, y renunció á las grandes rentas que producían á la da¬ 
taría y cancillería apostólica; ni los actos pontificios que mas 
de una vez, por las imperiosas necesidades de la nación, so¬ 
metieron al clero al pago de estraordinarias contribuciones 
en auxilio del Erario público; ni la facultad que, á petición 
siempre de la corona y del gobierno español, se concedió á 
principios de este siglo para disponer bajo algunas condicio¬ 
nes, de muchos bienes de las capellanías eclesiásticas; ni, por 
último, se recuerden tantas otras gracias con que la Santa 
Sede hizo esperimenlar á España, mucho mas que otras na¬ 
ciones católicas, los ilimitados ejemplos de su incomparable 
benevolencia y desinteresada indulgencia. 

Apélese únicamente á un hecho de notoriedad pública, de 
reciente memoria, de fresquísima data, al hecho que se ha¬ 
lla consignado en el art. 42 de la última solemne conven¬ 
ción, por el que el Padre Santo, á instancia de S. M. C.. 
á fin de atender á la tranquilidad pública, había llegado «á 
«decretar y declarar que los que durante las pasadas cir¬ 
cunstancias del católico reino hubiesen comprado bienes ecle- 
«siásticos, al tenor de lás leyes civiles á la sazón vigentes, 
y estuviesen en posesión de ellos, así como los que hubieran 
«sucedido, ó estuvieran para suceder á los mismos comprado- 
«res, no serán en ningún tiempo ni manera molestados por 
«Su Santidad ni por los Pontífices romanos $us sucesores; 
«antes bien así ellos como sus causa-habientes, disfrutarán se¬ 
cura y pacíficamente de la propiedad de dichos bienes, así 
«como de los emolumentos y rentas de los mismos bienes.» 

Estos son los hechos y las observaciones que la Santa Se- 
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de se ha visto, como se indicó al principio, en la desagrada¬ 
ble necesidad de contraponer al despacho circular tantas ve¬ 
ces citado. Con solo que el gobierno español fije desapa¬ 
sionadamente su atención sobre cuanto se ha espuesto, no 
podrá menos de reconocer el lenguaje puro de la verdad y 
de la razón. Y siguiendo los impulsos de una y otra, no po¬ 
drá dejar de sentirse dispuesto á poner por obra todos aque¬ 
llos medios que estén á su alcance para reparar los graves 
males que desde algún tiempo afligen á la Iglesia en Espa¬ 
ña. Esto espera con confianza y anhela con sus votos el au¬ 
gusto jefe de esta, siempre animado de la mas viva solici¬ 
tud, y de especial y paternal benevolencia hácia la católica 
nación española. 

•«Secretaria de Estado, 26 de diciembre de 1855.» 
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